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INTRODUCCIÓN 

 
México es un país que por la diversidad de partidos políticos en el poder en los 

distintos niveles de gobierno y a las crecientes demandas de los gobiernos 

estatales, para cubrir las necesidades de la población de los mismos, en el 

marco de fortalecer el pacto federal, se han delegado facultades en materia 

administración y recaudación de impuestos federales a los estados. 

 
Otorgando a los estados adheridos al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal 

(SNCF), por medio de los convenios respectivos, mayores recursos 

conjuntamente con mayores obligaciones que comprenden la administración, 

recaudación y fiscalización de los mismos. Trayendo con ello nuevos 

paradigmas legales a los contribuyentes en la aplicación por parte de los 

Gobiernos Estatales a través de sus respectivas Haciendas de dichas 

facultades federales delegadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público. 

 
La presentación de este trabajo es con el propósito de mostrar en un campo 

profesional, las inconsistencias en la aplicación del Convenio de Colaboración 

Administrativa en Materia Fiscal Federal entre el Gobierno Federal y el 

Gobierno del Estado de Quintana Roo, relativo a los contribuyentes que 

tributan en los regímenes intermedio, así como en el de actividad empresarial y 

profesional, específicamente en la ciudad de Chetumal, Quintana Roo. 

 
Los contribuyentes podrán ejercer sus derechos en materia fiscal federal para 

defenderse de los actos de autoridad que violenten sus garantías individuales 

(derechos humanos), respecto del cumplimiento de obligaciones, emitidos por 

las Autoridades Hacendarías Estatales de Quintana Roo al amparo del 

CCAMFF cuando no respeten las disposiciones fiscales federales aplicables a 

su caso en concreto. Destaca el hecho del poco ejercicio de estos derechos de 
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parte de los contribuyentes en Quintana Roo, ya sea por desconocimiento, 

temor a represalias, altos costos de defenderse, entre otros. 

 
Hipótesis 

 
 

Es legal la forma en la cual desarrollan sus actuaciones las Autoridades 

Hacendarias de Quintana Roo al amparo del CCAMFF. 

 
Justificación 

 
 

La presente investigación se deriva del problema que presenta la forma de 

aplicación del CCAMFF por parte de las Autoridades Hacendarías del Estado 

de Quintana Roo, el cual otorga facultades al estado para administrar, recaudar 

y requerir contribuciones federales, cuando un contribuyente no cumple con 

sus obligaciones en materia fiscal federal. 

 
La importancia del presente estudio, radica en conocer y analizar la forma en 

que el Gobierno del Estado de Quintana Roo, por medio de la SHE, ejerce las 

facultades otorgadas por el dicho convenio de colaboración, y determinar si 

cumple correctamente con las obligaciones a su cargo establecidas en el 

mismo. 

 
Destacando las continuas y recurrentes manifestaciones de inconformidad de 

parte de los contribuyentes radicados en Quintana Roo, al ser sujetos del 

ejercicio de dichas atribuciones por parte de la SHEQROO, cuando requieren o 

sancionan a los contribuyentes en materia fiscal federal, generando un estado 

de incertidumbre e inseguridad, de descontento y un rechazo total a la 

actuación de dichas autoridades. 
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Cabe recordar que la autoridad por principio de constitucional solo puede hacer 

aquello que ley autoriza en forma expresa, y en caso contrario su actuación se 

encontraría fuera del marco legal y constitucional. 

 
Objetivo General 

 
 

Determinar si el Gobierno del Estado de Quintana Roo, por conducto de la 

Secretaría de Hacienda está aplicando de manera adecuada, correcta y legal 

las disposiciones Fiscales Federales derivadas del Convenio de Colaboración 

Administrativa en Materia Fiscal Federal en sus actuaciones con los 

Contribuyentes de los regímenes establecidos en las Secciones I y II, del 

Capítulo II del Título IV de la LISR. 

 
Objetivos Específicos 

 
 

 Analizar las actuaciones del Estado de Quintana Roo, con relación al CCMAFF 

con el fin de determinar si son legales. 

 Obtener de los contribuyentes los requerimientos realizados por la Autoridad 

Hacendaría Estatal para analizar dicha actuación. 

 Generar información que sirva como material de apoyo para que los 

contribuyentes puedan defenderse de actuaciones ilegales y arbitrarias de las 

autoridades fiscales del Estado de Quintan Roo. 

 
Alcances, Limitaciones y Metodología 

Alcances 

➢ La investigación se realizará en todo el Estado de Quintana Roo, se llevará un 

orden de nivel federal, ya que el CCAMFF, abarca varios aspectos y es 

aplicable para diversos contribuyentes. Sin embargo se centrará en las 
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ciudades de Chetumal y Playa del Carmen, de los municipios de Othón P. 

Blanco y Solidaridad, respectivamente. 

➢ Se centrará en los contribuyentes de los regímenes de actividades 

empresariales y profesionales e intermedio de actividades empresariales. 

➢ En el cumplimiento de las obligaciones a cargo de las Autoridades Hacendarias 

del Estado de Quintana Roo, derivadas del CCAMFF. 

➢ Servirá de material de estudio para los estudiantes de la carrera de Contaduría 

y Contador Público. 

 
Limitaciones 

 
 

 La temporalidad derivada de los cambios que se dan año con año y aun dentro 

de un mismo ejercicio fiscal, entre otros en los siguientes ordenamientos 

legales: CCAMFF, LISR, LIVA, LIETU y LIDE. 

 A pesar de ser disposiciones de aplicación federal, los resultados serán 

exclusivos para el Estado de Quintana Roo. 

 La información se recopilará obteniendo los documentos de las actuaciones 

fiscales de las autoridades hacendarías, de distintos contribuyentes omitiendo 

sus datos personales y fiscales, manteniendo el secreto profesional de los 

mismos. 

 
Metodología (Diseño de la Investigación). 

 
 

No experimental, analítica deductiva con análisis de caso. 

 
 

Unidad de Análisis: Actuaciones de las Autoridades Hacendarias de Quintana 

Roo. 

 
Unidad de Estudio: Regímenes de Actividad Empresarial y Profesional e 

Intermedio de Actividades Empresariales. 
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Unidad Geográfica: Quintana Roo, México 

Unidad de Tiempo: 3 Años 

Estructura 

 
 

El presente estudio se divide en cuatro capítulos, donde en el primero de ellos, 

se establecen los antecedentes de la coordinación fiscal entre el Gobierno 

Federal por conducto de la SHCP y los Gobiernos de los Estados, 

denominados entidades, partiendo de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, continuando con la Ley de Coordinación Fiscal, hasta llegar 

al Convenio de Adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, siendo la 

base normativa que da origen a los Convenios de Colaboración Administrativa 

en Materia Fiscal Federal. 

 
En el Segundo capítulo se presenta el CCAMFF vigente del 1º de Enero de 

1997 al 05 de Febrero de 2009, junto con los anexos 3, 5, 7, 9 y 10; junto con  

el CCAMFF vigente a partir del 06 de Febrero hasta la presente fecha, 

realizándose un análisis comparativo de ambos convenios, en relación con las 

facultades que establecen cada uno de ellos y su aplicación con base a la 

vigencia de los mismos. Dadas las circunstancias del ejercicio de las facultades 

conferidas para emitir requerimientos y sanciones que pueden originar que no 

hayan sido ejercidas correctamente, en relación a lo establecido en el marco 

legal arriba citado. Siendo que CCAMFF tiene por objeto coordinar las 

actividades fiscales federales y estatales en materia federal, impulsando una 

mayor autonomía financiera estableciendo las bases para la repartición de los 

ingresos federales, compartiendo las actividades de administración, 

recaudación y cobro de las contribuciones federales sujetas a dicho convenio. 

 
En el tercer capítulo se detallan los principales impuestos coordinados 

mediante el CCAMFF, como son el ISR e IVA de 1997 hasta 2008, 
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adicionándose el IETU e IDE a partir del 06 de Febrero de 2009, 

estableciéndose la base que permite el análisis integral de la normatividad del 

segundo capítulo. 

 
El cuarto y último capítulo presenta cuatro casos de actuaciones de la 

Secretaría de Hacienda del Estado de Quintana Roo, realizándose un análisis 

objetivo y detallado en base a la normatividad legal vigente aplicable, al  

amparo de la Jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, y con respeto a los derechos humanos (garantías individuales). Este 

capítulo destaca los agravios que ha causado el estado a los contribuyentes al 

aplicar el CCAMFF dentro de su área de competencia (Quintana Roo), 

delegadas por el SAT al Gobierno del Estado. 

 
Los comprobantes de las actuaciones de la SHEQROO que se presentan han 

sido autorizados por los contribuyentes a quienes pertenecen para ser 

expuestos en el presente trabajo con la condición de omitir sus datos y así 

mantener la confidencialidad de su situación fiscal y legal. 
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CAPÍTULO 1 
ANTECEDENTES DE LOS CONVENIOS DE COLABORACIÓN 

ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL FEDERAL 

 
1.1 Antecedentes 

 

 
El crecimiento poblacional ha incrementado la necesidad de compartir las 

responsabilidades de gobierno para facilitar la toma de decisiones y, en 

consecuencia, favorecer la atención ciudadana en la prestación de los servicios 

públicos, procurando prestarlos de manera ágil y oportuna. Por ello, bajo dicha 

idea surgió el Federalismo como forma de gobierno que proporciona mayores 

ventajas a la atención social. (Leal, 1996). 

 
En la investigación realizada por el IILSEN: “El Federalismo Fiscal en México”, 

se comentó que el Federalismo originalmente se consideró como un “principio 

de configuración política”, pero recientemente se le adicionó el aspecto 

económico como un índice que permite medir el grado de autonomía existente 

entre la Federación y los estados miembros. 

 
Por ello, el Federalismo se entiende como la forma de organización política, en 

la cual, entidades autónomas e independientes realizan un pacto para unirse 

bajo un orden común, cediendo parte de su soberanía a otro poder superior, es 

decir, los estados ceden parte de su soberanía a un poder central para formar 

la Federación. 

 
Si le añadimos al Federalismo el aspecto económico, observamos que el actual 

sistema también busca la descentralización de la política económica, por ello 

William Riker (1964). Señalaba, que el sistema político federal tiene las 

siguientes características: 

 
a) Dos niveles de gobierno ejercen el poder en el mismo territorio y en la 

misma población. 
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b) Cada nivel de gobierno es autónomo en sí mismo, con una esfera de 

autoridad política bien definida. 

 
c) Existe garantía de gobierno en la esfera de autoridad económica y 

delegación de facultades. 

 
Es decir, William Riker (1964), añadió el aspecto económico, por lo cual indicó 

que el Federalismo no sólo es una forma de dividir el poder, sino que implica 

delimitaciones geográficas y de capacidad para obtener recursos, efectuar 

gastos, o en su caso, revocar actos. 

 
Por tal motivo, ante la necesidad de lograr una mejor coordinación fiscal, a 

partir de los años ochenta se comienza a hablar de Federalismo Fiscal, el cual 

se va a desarrollar a la par del impulso de la globalización económica y el 

descenso del papel del Estado como agente impulsor del crecimiento 

económico. (Instituto de Investigaciones Legislativas del Senado de la 

República, 2001). 

 
Así, entre 1970 y 1980 se dan nuevos enfoques acerca del Federalismo Fiscal 

que van a sostener dos líneas de pensamiento. La primera se refiere a la 

necesidad de que exista una política fiscal que garantice la eficiencia en la 

asignación de recursos económicos y la equidad para distribuirlos. La segunda, 

se refiere a la naturaleza de los impuestos, por lo cual algunos deben estar 

centralizados. (Instituto de Investigaciones Legislativas del Senado de la 

República, 2001). 

 
En el sistema político mexicano el término fiscal se desarrolla en tres ámbitos: 

el federal, el estatal y el municipal, los cuales funcionan bajo un sistema que 

los relaciona entre sí –el SNCF–, con el fin de organizar, dentro del sector 

público, su administración y el cumplimiento eficiente del suministro de los 

recursos. 
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El objetivo del Federalismo Fiscal es responder al problema de la asignación 

óptima en materia de impuestos federales y regionales, así como el diseño de 

las estrategias para operar las transferencias entre la Federación, los estados y 

los municipios. Además, se afianza en la delegación de facultades 

recaudadoras y de aplicación de gasto, ya que en los niveles locales de la 

administración pública, es necesario que el reparto de los recursos obedezca a 

las necesidades y ventajas de la administración, en virtud de las diversidades 

geográficas, demográficas, culturales y de fiscalización estatal. 

 
En México el marco normativo en el que se desarrolla el Federalismo Fiscal, se 

encuentra delimitado por: la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, la Ley de Coordinación Fiscal, la Ley de Ingresos de la Federación, 

el Presupuesto de Egresos de la Federación y en la Ley de Planeación 

Nacional o Estatal, principalmente. 

 
La CPEUM, se refiere al Federalismo Fiscal en los artículos: 31, fracción IV; 73, 

fracciones VII, VIII, XXV, XXIX-A y XXIX-D; 74, fracción IV; 115, 116, fracción 

VII, 117, 118 y 124, que en lo fundamental establecen las facultades y 

limitaciones para que los tres fiscos puedan concurrir simultáneamente en el 

establecimiento y recaudación de contribuciones, en el ámbito de su 

competencia federal, estatal o municipal. 

 
Los municipios solamente pueden administrar libremente su hacienda, 

encontrándose limitados sólo para recaudar algunos impuestos específicos 

como el Impuesto Predial y algunos Derechos adicionales. 

 
Además, es necesario resaltar que la Constitución Política también señala que 

el Congreso Federal tiene la facultad para establecer contribuciones: 

 
1.- En materia de comercio exterior y servicios públicos concesionados o 

explotados directamente por la Federación. 
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2.- En el caso de aprovechamiento y explotación de los recursos naturales, 

como el petróleo o el sector minero. 

3.- En el caso de que se trate de instituciones de crédito o sociedades de 

seguros. 

4.- En materia de contribuciones denominadas especiales sobre energía 

eléctrica; producción y consumo de tabacos labrados; productos derivados del 

petróleo (gasolina); aguamiel y productos derivados de su fermentación; 

consumo de cerveza; explotación y producción forestal. Lo anterior significa 

que los fiscos estatal y municipal, no pueden establecer contribuciones sobre 

estas actividades económicas, por prohibición expresa del texto constitucional. 

Pero fuera de ellas puede haber concurrencia entre los tres fiscos para 

establecer contribuciones a las diversas actividades económicas de las 

personas físicas y morales. 

 
El ordenamiento jurídico nacional que regula las relaciones fiscales entre los 

tres órdenes de gobierno e incluye disposiciones sobre cómo transferir 

recursos de la Federación, a los estados y a los municipios, es la Ley de 

Coordinación Fiscal. 

 
El primer indicio de la que hoy conocemos como LCF, se daría en 1895, con la 

eliminación de los denominados impuestos alcabalatorios, que son aquellos 

que gravaban la entrada, salida o circulación de mercancías y cuya facultad de 

cobro sólo pertenecía a los estados. 

 
La abolición de las alcabalas se logró eliminando los impuestos federales sobre 

el consumo de manufacturas. Lo importante de dicha abolición fue la primera 

aproximación a los asuntos fiscales y el hecho de que ya no sería solamente el 

Congreso el que se haría cargo del cobro de los impuestos, sino que la facultad 

quedaba en la línea de relación de la Presidencia de la República y los 

ejecutivos de los estados. (Instituto de Investigaciones Legislativas del Senado 

de la República, 2001). 
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A partir de que se da la reforma anterior, las administraciones posteriores a la 

revolución tuvieron que ir concretando nuevas modificaciones, ya que en 

materia de coordinación impositiva que puede comprender tres fases: a) la 

recaudación de impuestos por los estados miembros, los cuales hacen 

entregas fijas a la Federación; b) la recaudación de impuestos por la 

Federación, entregando sumas fijas a los estados; o c) la división de las 

competencias acerca de los impuestos; no se definía claramente qué 

impuestos correspondían a la Federación y cuáles a los estados. 

 
Así, en 1925 se crea la primera Convención Nacional Fiscal, y en ella, se 

introduce por primera vez un esquema de competencias fiscales entre 

Federación y estados, así como el impuesto sobre la renta a cargo de la 

Federación. Esta no fue la única Convención Fiscal, también se dio otra en 

1933 y una más en 1947, debido a la depresión mundial de 1929 que agravó la 

situación financiera de los estados. 

 
En la Convención Fiscal de 1933, se sentaron bases importantes para 

posteriores reformas constitucionales realizadas en los años de 1934 y 1942, 

las cuales se refirieron al establecimiento de un impuesto sobre energía 

eléctrica y a la facultad de la Federación para establecer contribuciones sobre 

los recursos naturales comprendidos en el artículo 27 de la Constitución de la 

República Mexicana. 

 
La tercera Convención Fiscal, que se dio en 1947, destacando dos aspectos 

importantes: 

 
El primero fue la aceptación de que los ingresos de cada uno de los niveles 

gubernamentales debían de provenir, tanto de impuestos propios, como de 

participaciones de impuestos establecidos, administrados o recaudados por 

cualquiera de los otros niveles. El segundo consistió en que los ingresos 
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privativos de la Federación serían los derivados de la renta, a cambio de 

otorgar una participación a los estados en el rendimiento de ese impuesto. 

 
Con el tiempo las conferencias fiscales serían formalizadas en leyes 

hacendarías, dando lugar a la institucionalización de un procedimiento que 

determinaría el manejo de las cuestiones fiscales fuera del Congreso, aunque 

la Cámara de Diputados podría sancionar fuera del ámbito de la representación 

nacional. (Instituto de Investigaciones Legislativas del Senado de la República, 

2001, 39-40). 

 
Las consecuencias de las convenciones fueron básicamente: el paso de la 

fiscalidad del proceso político al proceso técnico y la centralización de 

competencias fiscales a favor de la Federación. 

Hasta 1979 fueron cuatro los conceptos que representaban los ingresos de los 

estados: 

 
a) La participación del Impuesto Sobre Ingresos Mercantiles (ISIM) y las 

comisiones por gastos de administración del mismo. 

b) Participaciones sobre impuestos especiales. 

c) Los impuestos estatales y municipales. 

d) Los derechos. 

 
 

En ese momento, la coordinación fiscal se basaba en el ISIM y en las 

participaciones sobre impuestos especiales, y sólo se les asignaba 20% como 

participación correspondiente a los estados. Por ello, muchos estados se 

quejaban de este aspecto ya que sólo a algunos estados se les otorgaban 

cuantiosas participaciones. 

 
No obstante, los estados y municipios tenían soberanía en la implantación y 

administración de algunos impuestos y derechos, tales como los impuestos a la 
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educación y algunos agropecuarios, libertad que sería posteriormente limitada 

mediante el Convenio de Coordinación Fiscal de 1980. 

 
Para 1980, se inició un nuevo sistema tributario, y el compromiso de los 

estados fue el de limitar la capacidad recaudatoria, a cambio de que la 

Federación se comprometiera a fortalecer el nuevo sistema de participaciones 

bajo el principio del resarcimiento, es decir, el compromiso de compensar a la 

entidad, recibiendo una participación del 30% del IVA recaudado. 

 
Pero paradójicamente, la consecuencia de esta reforma fue que se empezó a 

detectar una disminución en los ingresos de los estados y municipios. 

 
El instrumento que el Federalismo Fiscal tomó como principio para la 

separación impositiva entre el Gobierno Central y los Estados, fue la 

coordinación intergubernamental del sistema fiscal, con el fin de dotar de 

eficiencia a la administración tributaria a escala nacional, compensar las 

desigualdades regionales en la distribución de recursos y aumentar la calidad 

de servicio al público y las oportunidades para el desarrollo. (Instituto de 

Investigaciones Legislativas del Senado de la República, 2001, 15). 

 
El SNCF cuenta con una parte normativa (estructura legal) y otra ejecutiva 

mediante la acción de la Administración Pública (acciones institucionales de los 

órganos del Estado), y el órgano fiscalizador más importante en México, es la 

SHCP. 

 
Dicho sistema se conoce como Sistema Nacional de Coordinación Fiscal 

(SNCF), el cual inició en 1948, año en que entró en vigor la Ley de Impuestos 

sobre Ingresos Mercantiles (ISIM). La coordinación que entonces se ofrecía, 

tenía el propósito de evitar la doble tributación en materia de ingresos 

mercantiles. 
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Cabe destacar que las raíces del actual SNCF, se encuentran en la legislación 

y jurisprudencia argentina, ya que en este país surgió la tesis de que: “Para un 

solo territorio debe existir un sólo impuesto y para este efecto, el único ente 

que debe crear impuestos es la Federación, y ésta otorga participaciones a los 

estados y municipios”. 

 
Aunque en aquel entonces, los estados con mayor desarrollo económico 

decidieron no coordinarse fiscalmente, por considerar que obtenían mayores 

ingresos conservando sus propias tasas de tributación, la idea dejó eco en 

otros países, como en México. 

 
El Sistema de Coordinación Fiscal en México se encarga de integrar los 

intereses fiscales del Gobierno Central con los de los estados y los de éstos 

entre sí, evitando conflictos e interferencias entre los estados. 

 
Además, permite que “las figuras tributarias más eficaces desde el punto de 

vista de la política fiscal puedan ser utilizadas por el nivel que 

fundamentalmente debe tomar a su cargo la aplicación de esta política. Si en 

un estado federal cada uno de los niveles políticos pudiera elegir libremente las 

figuras impositivas a establecer, se correría grave riesgo de que el país en su 

conjunto contara con una estructura impositiva que resultara menos eficaz 

desde el punto de vista de la política fiscal”. Es decir, ello perpetuaría la 

desigualdad regional, la cual fragmentaría el sistema en su conjunto. 

 
El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal tiene su base jurídica en la LCF. 

 
 

La LCF que entró en vigor para 1980, deroga la Ley de 1953 y creó el SNCF 

que unió a los estados mediante un convenio en el que éstos se obligaban a 

suspender o derogar impuestos y derechos estatales y municipales a cambio 

de percibir participaciones en ingresos federales, a través de un Fondo General 

que se genera a través de los mismos impuestos federales. 
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El SNCF ha experimentado varios cambios desde su creación. En 1973, al 

establecer una tasa general del 4% al ISIM, se generalizó la coordinación en 

todo el país, pues a los estados renuentes les resultaba política y 

económicamente costoso adicionar a ello sus propios impuestos, ya que 

desalentaría las actividades mercantiles en sus entidades y su posible 

migración a estados que habían aceptado la coordinación. 

 
De esta fecha hasta 1979, las participaciones a los estados y el Distrito Federal 

se conformaban con cuatro parámetros: la participación del ISIM, las 

participaciones sobre impuestos especiales, los impuestos estatales, 

municipales y el cobro de derechos. 

 
Cabe señalar que la LCF también derogó en 1980 el sistema de participaciones 

establecido con el ISIM y después de dicho año, se dictó un convenio de 

adhesión al Sistema de Coordinación Fiscal, mediante el cual: 

 
• Los estados se comprometían a limitar su capacidad recaudadora. 

• La Federación se comprometía a fortalecer el nuevo sistema. 

 
 

Además, entre 1980 y 1987, cuando comenzó a aplicarse el IVA, el esquema 

de participaciones se conformó con tres fondos: 

 
1. El Fondo General de Participaciones (FGP), principal fondo que comprendió 

primero 13% de la recaudación general participable y luego 18.5% en 1993. 

 
2. El Fondo Financiero Complementario (FFC), constituido inicialmente por 

3.5% del FGP y un monto aportado por la Federación, equivalente al 3% del 

FGP. 

 
3. El Fondo de Fomento Municipal (FFM), constituido inicialmente con un 

96.7% del 95% de la recaudación del derecho adicional sobre hidrocarburos y 



16  

por el impuesto adicional de 3% sobre el impuesto general de las 

exportaciones de petróleo crudo y gas natural. En la distribución de este fondo, 

67% se dirigía exclusivamente a los municipios coordinados con la Federación 

en materia de derechos; y del restante 33% participaban todos los municipios, 

coordinados o no. 

 
De 1988 a 1989, la LCF fue reformada con el objeto de incentivar la 

recaudación estatal del IVA, estableciendo que se asignaría el 30% de tal 

recaudación a la entidad, más una participación calculada sobre un fondo 

ajustado equivalente al FGP total. 

 
Con tal modificación legal, las entidades con mayor capacidad recaudadora se 

vieron ampliamente beneficiados en detrimento de las que no tenían dicha 

capacidad. 

 
Para 1990 se dieron otros cambios importantes a la Ley de Coordinación 

Fiscal, a fin de obtener una mejor coordinación fiscal. Tres fueron las reformas 

sustanciales: 

 
a) El aumento al porcentaje distribuido de la Recaudación Federal Participable 

de 18.76%. 

b) La fusión del Fondo General de Participaciones y el Fondo Financiero 

Complementario. 

c) La modificación de la fórmula de distribución de participaciones. 

 
 

Con las anteriores modificaciones, el nuevo esquema de distribución de 

participaciones fijó el Fondo Federal Participable (FFP) que se distribuyó en las 

entidades federativas y Distrito Federal, con 80% para la federación y 20%  

para las entidades federativas y el Distrito Federal. 
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Para 1990 también se puso en vigor el nuevo Convenio de Colaboración 

Administrativa en materia fiscal, con el que se lograron dos objetivos: 

 
a) Suprimir las facultades recaudadoras de los estados. 

b) Incorporar el factor poblacional en la distribución de los recursos, para 

atender mejor el principio de equidad en el gasto. 

 
El SNCF, ha impactado a las entidades federativas ya que los Estados auto- 

limitan su potestad tributaria, no gravando determinadas fuentes económicas 

que son gravadas por la Federación, a cambio de lo cual obtienen una 

participación de la recaudación fiscal que se establece de acuerdo a una 

fórmula, la que a su vez puede ser modificada anualmente. (Instituto de 

Investigaciones Legislativas del Senado de la República, 2001). 

 
Según algunos autores, dicho sistema ha propiciado un mayor centralismo 

tributario y económico, pero según otros ha propiciado la cooperación, con el 

propósito de hacer más eficiente la recaudación en territorio nacional y ejercer 

una redistribución del gasto público, a efecto de evitar que crezcan las brechas 

de la desigualdad social entre las entidades federativas. 

 
1.2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

 
 

En México el marco normativo en el que se desarrolla el Federalismo Fiscal, se 

encuentra delimitado por: la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en los artículos: 25, 26, 31, fracción IV; 73, fracciones VII, IX, XXIII, 

XXIX y XXIX-D; 74, fracción IV; 115, 116, fracción IV, 117, 118 y 124, que en lo 

fundamental establecen las facultades y limitaciones para que los tres fiscos 

puedan concurrir simultáneamente en el establecimiento y recaudación de 

contribuciones, en el ámbito de su competencia federal, estatal o municipal. 
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ARTICULO 25. Corresponde al estado la rectoría del desarrollo nacional para 

garantizar que este sea integral y  sustentable,  que fortalezca  la  soberanía  

de la nación y su régimen democrático y que, mediante el fomento del 

crecimiento económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y la 

riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, 

grupos y clases sociales, cuya seguridad protege esta constitución. 

 
El Estado planeara, conducirá, coordinara y orientara la actividad económica 

nacional, y llevara al cabo la regulación y fomento de las actividades que 

demande el interés general en el marco de libertades que otorga esta 

constitución. 

 
Al desarrollo económico nacional concurrirán, con responsabilidad social, el 

sector público, el sector social y el sector privado, sin menoscabo de otras 

formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de la nación. 

 
El sector público tendrá a su cargo, de manera exclusiva, las áreas 

estratégicas que se señalan en el artículo 28, párrafo cuarto de la constitución, 

manteniendo siempre el gobierno federal la propiedad y el control sobre los 

organismos que en su caso se establezcan. 

 
Asimismo podrá participar por si o con los sectores social y privado, de acuerdo 

con el Marco legal, para impulsar y organizar las áreas prioritarias del 

desarrollo. 

 
Bajo criterios de equidad social y productividad se apoyara e impulsara a las 

empresas de los sectores social y privado de la economía, sujetándolos a las 

modalidades que dicte el interés público y al uso, en beneficio general, de los 

recursos productivos, cuidando su conservación y el medio ambiente. 
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El Gobierno establecerá mediante decretos los mecanismos que faciliten la 

organización y la expansión de la actividad económica del sector social: de los 

ejidos, organizaciones de trabajadores, cooperativas, comunidades, empresas 

que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, 

de todas las formas de organización social para la producción, distribución y 

consumo de bienes y servicios socialmente necesarios. 

 
La Ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los particulares 

y proveerá las condiciones para que el desenvolvimiento del sector privado 

contribuya al desarrollo económico nacional, en los términos que establece 

esta constitución. 

 
ARTICULO 26. El estado organizará un sistema de planeación democrática del 

desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, permanencia y equidad al 

crecimiento de la economía para la independencia y la democratización 

política, social y cultural de la nación. 

 
Los fines del proyecto nacional contenidos en esta constitución determinaran 

los objetivos de la planeación. La planeación será democrática. Mediante la 

participación de los diversos sectores sociales recogerá las aspiraciones y 

demandas de la sociedad para incorporarlas al plan y los programas de 

desarrollo. Habrá un plan nacional de desarrollo al que se sujetaran 

obligatoriamente los programas de la administración pública federal. 

 
La Ley facultará al ejecutivo para que establezca los procedimientos de 

participación y consulta popular en el sistema nacional de planeación 

democrática, y los criterios para la formulación, instrumentación, control y 

evaluación del plan y los programas de desarrollo. Asimismo determinará los 

órganos responsables del proceso de planeación y las bases para que el 

ejecutivo federal coordine mediante convenios con los gobiernos de las 
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entidades federativas e induzca y concierte con los particulares las acciones a 

realizar para su elaboración y ejecución. 

 
En el sistema de planeación democrática, el congreso de la unión tendrá la 

intervención que señale la ley. 

 
Artículo 31 Fracción IV. Es Obligación de los mexicanos contribuir al 

sostenimiento de los gastos de la Federación, Estado y Municipio en los 

que residan de la manera proporcional y equitativa que dispongan las Leyes. 

 
Artículo 73 Fracción VII. Para imponer las contribuciones necesarias a cubrir 

el Presupuesto; 

 
Artículo 73 Fracción IX. Para impedir que en el comercio de Estado a Estado 

se establezcan restricciones; 

 
Artículo 73 Fracción XXIII. Para expedir leyes que establezcan las bases de 

coordinación entre la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los 

Municipios, así como para establecer y organizar a las instituciones de 

seguridad pública en materia federal, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 21 de esta Constitución. 

 
Artículo 73 Fracción XXIX. El Congreso tiene facultad: Para establecer 

contribuciones: 

 
1o. Sobre el comercio exterior; 

 
 

2o. Sobre el aprovechamiento y explotación de los recursos naturales 

comprendidos en los párrafos 4o. y 5o. del artículo 27; 

 
3o. Sobre instituciones de crédito y sociedades de seguros; 
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4o. Sobre servicios públicos concesionados o explotados directamente por 

la Federación, y 

 
5o. Especiales sobre: 

 
 

a) Energía eléctrica; 

 
 

b) Producción y consumo de tabacos labrados; 

 
 

c) Gasolina y otros productos derivados del petróleo; 

 
 

d) Cerillos y fósforos; 

 
 

e) Aguamiel y productos de su fermentación, y (sic) 

 
 

f) Explotación forestal, y 

 
 

g) Producción y consumo de cerveza. 

 
 

Las entidades federativas participarán en el rendimiento de estas 

contribuciones especiales, en la proporción que la ley secundaria federal 

determine. Las legislaturas locales fijarán el porcentaje correspondiente a los 

Municipios, en sus ingresos por concepto del impuesto sobre energía eléctrica; 

 
Artículo 73 Fracción XXIX-D. Para expedir leyes sobre planeación nacional 

del desarrollo económico y social, así como en materia de información 

estadística y geográfica de interés nacional; 

 
Artículo 74 Fracción IV. Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la 

Federación, previo examen, discusión y, en su caso, modificación del Proyecto 

enviado por el Ejecutivo Federal, una vez aprobadas las contribuciones que, a 
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su juicio, deben decretarse para cubrirlo. Asimismo, podrá autorizar en dicho 

Presupuesto las erogaciones plurianuales para aquellos proyectos de inversión 

en infraestructura que se determinen conforme a lo dispuesto en la ley 

reglamentaria; las erogaciones correspondientes deberán incluirse en los 

subsecuentes Presupuestos de Egresos. 

 
. . . . . . . . . . 

 
 

ARTICULO 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de 

gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su 

división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio 

libre, conforme a las bases siguientes: 

 
I) Cada municipio será gobernado por un ayuntamiento de elección popular 

directa, integrado por un presidente municipal y el número de regidores y 

síndicos que la ley determine. La competencia que esta constitución otorga 

al gobierno municipal se ejercerá por el ayuntamiento de manera exclusiva y 

no habrá autoridad intermedia alguna entre este y el gobierno del estado. 

 
Los presidentes municipales, regidores y síndicos de los ayuntamientos, 

electos popularmente por elección directa, no podrán ser reelectos para el 

periodo inmediato. Las personas que por elección indirecta, o por 

nombramiento o designación de alguna autoridad desempeñen las funciones 

propias de esos cargos, cualquiera que sea la denominación que se les dé, 

no podrán ser electas para el periodo inmediato. Todos los funcionarios 

antes mencionados, cuando tengan el carácter de propietarios, no podrán 

ser electos para el periodo inmediato con el carácter de suplentes, pero los 

que tengan el carácter de suplentes sí podrán ser electos para el periodo 

inmediato como propietarios a menos que hayan estado en ejercicio. 

 
Las legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus 
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integrantes, podrán suspender ayuntamientos, declarar que estos han 

desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, 

por alguna de las causas graves que la ley local prevenga, siempre y cuando 

sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir las pruebas y 

hacer los alegatos que a su juicio convengan. 

 
Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido 

por su suplente, o se procederá según lo disponga la ley. 

 
En caso de declararse desaparecido un ayuntamiento o por renuncia o falta 

absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede 

que entren en funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, 

las legislaturas de los estados designarán de entre los vecinos a los 

concejos municipales que concluirán los periodos respectivos; estos 

consejos estarán integrados por el número de miembros que determine la 

ley, quienes deberán cumplir los requisitos de elegibilidad establecidos para 

los regidores; 

 
II) Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su 

patrimonio conforme a la ley. 

 
Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las 

leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los 

estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y 

disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus 

respectivas jurisdicciones, que organicen la administración  pública 

municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios 

públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal. 

 
El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer: 
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a) las bases generales de la administración pública municipal y del 

procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los 

órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los 

particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia 

y legalidad; 

 
b) los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los 

miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el 

patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que 

comprometan al municipio por un plazo mayor al periodo del ayuntamiento; 

 
c) las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se 

refieren tanto las fracciones III y IV de este artículo, como el segundo párrafo 

de la fracción VII del artículo 116 de esta constitución; 

 
d) el procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una 

función o servicio municipal cuando, al no existir el convenio 

correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio de que se 

trate este imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será 

necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando 

menos las dos terceras partes de sus integrantes; y 

 
e) las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con 

los bandos o reglamentos correspondientes. 

 
Las legislaturas estatales emitirán las normas que establezcan los 

procedimientos mediante los cuales se resolverán los conflictos que se 

presenten entre los municipios y el gobierno del estado, o entre aquellos, 

con motivo de los actos derivados de los incisos c) y d) anteriores; 
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III) Los municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos 

siguientes: 

 
a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus 

aguas residuales; 

 
b) Alumbrado público. 

 
 

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos; 

 
 

d) Mercados y centrales de abasto. 

 
 

e) Panteones. 

 
 

f) Rastro. 

 
 

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento; 

 
 

h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta constitución, 

policía preventiva municipal y transito; e 

 
i) Los demás que las legislaturas locales determinen según las condiciones 

territoriales y socioeconómicas de los municipios, así como su capacidad 

administrativa y financiera. 

 
Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las 

funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los municipios 

observaran lo dispuesto por las leyes federales y estatales. 

 
Los municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse 

y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor 
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ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose 

de la asociación de municipios de dos o más estados, deberán contar con la 

aprobación de las legislaturas de los estados respectivas. Asimismo cuando 

a juicio del ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar 

convenios con el estado para que este, de manera directa o a través del 

organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de 

ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el estado y el propio 

municipio; 

 
Las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal, podrán 

coordinarse y asociarse en los términos y para los efectos que prevenga la 

ley. 

 
IV) Los municipios administraran libremente su hacienda, la cual se formará 

de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las 

contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y 

en todo caso: 

 
a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que 

establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su 

fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora así como las 

que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles. 

 
Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que este se 

haga cargo de algunas de las funciones relacionadas con la administración 

de esas contribuciones. 

 
b) Las participaciones federales, que serán cubiertas por la federación a los 

municipios con arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente se 

determinen por las legislaturas de los estados. 
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c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. 

Las Leyes federales no limitaran la facultad de los estados para establecer 

las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán 

exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán 

exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de 

dichas contribuciones. Solo estarán exentos los bienes de dominio público 

de la federación, de los estados o los municipios, salvo que tales bienes 

sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier 

título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto 

público. 

 
Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las 

legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, 

contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y 

construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre 

la propiedad inmobiliaria. 

 
Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los 

municipios, revisaran y fiscalizaran sus cuentas públicas. Los presupuestos 

de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus 

ingresos disponibles. 

 
Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma 

directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a 

la ley; 

 
V) Los municipios, en los términos de las leyes federales y estatales 

relativas, estarán facultados para: 

 
a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo 

urbano municipal; 
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b) Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales; 

 
 

c) Participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales 

deberán estar en concordancia con los planes generales de la materia. 

Cuando la federación o los estados elaboren proyectos de desarrollo 

regional deberán asegurar la participación de los municipios; 

 
d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su 

competencia, en sus jurisdicciones territoriales; 

e) intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana; 

 
 

f) otorgar licencias y permisos para construcciones; 

 
 

g) participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológicas 

y en la elaboración y aplicación de programas de ordenamiento en esta 

materia; 

 
h) intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte 

público de pasajeros cuando aquellos afecten su ámbito territorial; e 

 
i) celebrar convenios para la administración y custodia de las zonas 

federales. 

 
En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo 

tercero del artículo 27 de esta constitución, expedirán los reglamentos y 

disposiciones administrativas que fueren necesarios; 

 
VI) Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de 

dos o más entidades federativas formen o tiendan a formar una continuidad 

demográfica, la federación, las entidades federativas y los municipios 

respectivos, en el ámbito de sus competencias, planearan y regularan de 



29  

manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos centros con apego a la 

ley federal de la materia. 

 
VII) La policía preventiva municipal estará al mando del presidente 

municipal, en los términos del reglamento correspondiente. Aquella acatará 

las órdenes que el gobernador del estado le transmita en aquellos casos que 

este juzgue como de fuerza mayor o alteración grave del orden público. 

 
El ejecutivo federal tendrá el mando de la fuerza pública en los lugares 

donde resida habitual o transitoriamente; 

 
VIII) Las leyes de los estados introducirán el principio de la representación 

proporcional en la elección de los ayuntamientos de todos los municipios. 

Las relaciones de trabajo entre los municipios y sus trabajadores, se regirán 

por las leyes que expidan las legislaturas de los estados con base en lo 

dispuesto en el artículo 123 de esta constitución, y sus disposiciones 

reglamentarias. 

 
ARTICULO 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, 

en ejecutivo, legislativo y judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos 

poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un 

solo individuo. 

 
VII) La federación y los estados, en los términos de ley, podrán convenir la 

asunción por parte de estos del ejercicio de sus funciones, la ejecución y 

operación de obras y la prestación de servicios públicos, cuando el 

desarrollo económico y social lo haga necesario. 

 
Los estados estarán facultados para celebrar esos convenios con sus 

municipios, a efecto de que estos asuman la prestación de los servicios o la 

atención de las funciones a las que se refiere el párrafo anterior 
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Artículo 117. Los Estados no pueden, en ningún caso: 

 
 

I. Celebrar alianza, tratado o coalición con otro Estado ni con las Potencias 

extranjeras; 

 
II. Derogada. 

 
 

III. Acuñar moneda, emitir papel moneda, estampillas ni papel sellado; 

 
 

IV. Gravar el tránsito de personas o cosas que atraviesen su territorio; 

 
 

V. Prohibir ni gravar directa ni indirectamente la entrada a su territorio, ni la 

salida de él, a ninguna mercancía nacional o extranjera; 

 
VI. Gravar la circulación ni el consumo de efectos nacionales o extranjeros, 

con impuestos o derechos cuya exención se efectúe por aduanas locales, 

requiera inspección o registro de bultos o exija documentación que 

acompañe la mercancía; 

 
VII. Expedir ni mantener en vigor leyes o disposiciones fiscales que importen 

diferencias de impuesto o requisitos por razón de la procedencia de 

mercancías nacionales o extranjeras, ya sea que esta diferencia se 

establezca respecto de la producción similar de la localidad, o ya entre 

producciones semejantes de distinta procedencia; 

 
VIII. Contraer directa o indirectamente obligaciones o empréstitos con 

gobiernos de otras naciones, con sociedades o particulares extranjeros, o 

cuando deban pagarse en moneda extranjera o fuera del territorio nacional. 

 
Los Estados y los Municipios no podrán contraer obligaciones o empréstitos 

sino cuando se destinen a inversiones públicas productivas, inclusive los que 
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contraigan organismos descentralizados y empresas públicas, conforme a las 

bases que establezcan las legislaturas en una Ley y por los conceptos y hasta 

por los montos que las mismas fijen anualmente en los respectivos 

presupuestos. Los ejecutivos informarán de su ejercicio al rendir la cuenta 

pública, y 

 
IX. Gravar la producción, el acopio o la venta del tabaco en rama, en forma 

distinta o con cuotas mayores de las que el Congreso de la Unión autorice. 

 
………. 

 
 

Artículo 118. Tampoco pueden, sin consentimiento del Congreso de la Unión: 

 
 

I. Establecer derechos de tonelaje, ni otro alguno de puertos, ni imponer 

contribuciones o derechos sobre importaciones o exportaciones; 

 
II. Tener, en ningún tiempo, tropa permanente ni buques de guerra, y 

 
 

III. Hacer la guerra por sí a alguna potencia extranjera, exceptuándose los 

casos de invasión y de peligro tan inminente que no admita demora. En 

estos casos darán cuenta inmediata al Presidente de la República. 

 
Artículo 124. Las facultades que no están expresamente concedidas por esta 

Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los 

Estados. 

 
1.3 Ley de Coordinación Fiscal 

 
 

Artículo 1°. Esta Ley tiene por objeto coordinar el sistema fiscal de la 

Federación con los de los Estados, Municipios y Distrito Federal, establecer la 

participación que corresponda a sus haciendas públicas en los ingresos 
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federales; distribuir entre ellos dichas participaciones; fijar reglas de 

colaboración administrativa entre las diversas autoridades fiscales; constituir 

los organismos en materia de coordinación fiscal y dar las bases de su 

organización y funcionamiento. 

 
Cuando en esta Ley se utilice la expresión entidades, ésta se referirá a los 

Estados y al Distrito Federal. 

 
La SHCP celebrará convenio con las Entidades que soliciten adherirse al 

SNCF que establece esta Ley. Dichas Entidades participarán en el total de los 

impuestos federales y en los otros ingresos que señale esta Ley mediante la 

distribución de los fondos que en la misma se establecen. 

 
Artículo 2º. El Fondo General de Participaciones se constituirá con el 20% de 

la recaudación federal participable que obtenga la federación en un ejercicio. 

 
La recaudación federal participable será la que obtenga la Federación por 

todos sus impuestos, así como por los derechos sobre la extracción de petróleo 

y de minería, disminuidos con el total de las devoluciones por los mismos 

conceptos. 

 
No se incluirán en la recaudación federal participable, los impuestos 

adicionales del 3% sobre el impuesto general de exportación de petróleo crudo, 

gas natural y sus derivados y del 2% en las demás exportaciones; ni tampoco 

los derechos adicionales o extraordinarios, sobre la extracción de petróleo. 

 
Tampoco se incluirán en la recaudación federal participable los incentivos que 

se establezcan en los convenios de colaboración administrativa; ni el impuesto 

sobre automóviles nuevos; ni la parte de la recaudación correspondiente al 

impuesto especial sobre producción y servicios en que participen las entidades 

en los términos del artículo 3o.-A de esta Ley; ni la parte correspondiente al 
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régimen de pequeños contribuyentes; ni la recaudación obtenida en términos 

de lo previsto en los artículos 2o., fracción II, inciso B) y 2o.-A, fracción II, de la 

LIEPS; ni las cantidades que se distribuyan a las entidades federativas de 

acuerdo con lo previsto en los artículos 4o.-A y 4o.-B de esta Ley; ni el 

excedente de los ingresos que obtenga la Federación por aplicar una tasa 

superior al 1% a los ingresos por la obtención de premios a que se refieren los 

artículos 163 y 202 de la LISR. 

 
El Fondo General de Participaciones se distribuirá conforme a la fórmula 

siguiente: 

 

Pi,t = Pi,07 + FGP07,t (0.6C1 + 0.3 C2 

 

 
i,t + 0.1C3i,t ) 

 

 

PIBi,t−1 n 

C1i,t = 
PIBi,t−2 

 
 

PIBi,t−1  n 
PIB 

i
 

i i,t−2 

 

 

 C2 = IEi,t ni 
 

 

 
1  3 IE 

i,t IE n IEi,t = 


 i,t− j  

i,t i 

i con 
3 j=1 IEi,t − j−1 

 

 

 
C3 = IEi,t −1ni 

 
 

i,t 

 IE 
i 

i,t −1ni 

 

 

Donde: 

 
 

C1i,t, C2i,t, y C3i,t son los coeficientes de distribución del Fondo General 

de Participaciones de la entidad i en el año en que se efectúa el cálculo. 

i,t 

 

i 
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Pi,t es la participación del fondo a que se refiere este artículo, de la 

entidad i en el año t. 

 
Pi,07 es la participación del fondo a que se refiere este artículo que la 

entidad i recibió en el año 2007. 

 
FGP07,t es el crecimiento en el Fondo General de Participaciones 

entre el año 2007 y el año t. 

 
PIBi,t-1 es la información oficial del Producto Interno Bruto del último año 

que hubiere dado a conocer el Instituto Nacional de Estadística, 

Geografía e Informática para la entidad i. 

 
PIBi,t-2 es la información oficial del Producto Interno Bruto del año 

anterior al definido en la variable anterior que hubiere dado a conocer el 

Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática para la entidad 

i. 

 
IEi,t es la información relativa a la recaudación de impuestos y derechos 

locales de la entidad i en el año t contenida en la última cuenta pública 

oficial. Para tal efecto, se considerarán impuestos y derechos locales 

todos aquellos que se recauden a nivel estatal, así como el impuesto 

predial y los derechos por suministro de agua. La Comisión Permanente 

de Funcionarios Fiscales podrá aprobar otros impuestos y derechos 

respecto de los cuales exista información certera y verificable, 

atendiendo a criterios de equidad entre las entidades federativas. 

 
IEi,t es un promedio móvil de tres años de las tasas de crecimiento en 

la recaudación de los impuestos y derechos locales de la entidad i, 

referidos en la variable anterior. 
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ni es la última información oficial de población que hubiere dado a 

conocer el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática 

para la entidad i. 

 
i es la suma sobre todas las entidades de la variable que le sigue. 

 
 

Las entidades deberán rendir cuenta comprobada de la totalidad de la 

recaudación que efectúen de cada uno de sus impuestos y derechos locales. 

La fórmula anterior no será aplicable en el evento de que en el año de cálculo 

la recaudación federal participable sea inferior a la observada en el año 2007. 

En dicho supuesto, la distribución se realizará en función de la cantidad 

efectivamente generada en el año de cálculo y de acuerdo al coeficiente 

efectivo que cada entidad haya recibido de dicho Fondo en el año 2007. La 

SHCP podrá solicitar a las entidades la información que estime necesaria para 

verificar las cifras recaudatorias locales presentadas por las entidades. 

 
También se adicionará al Fondo General un monto equivalente al 80% del 

impuesto recaudado en 1989 por las entidades federativas, por concepto de las 

bases especiales de tributación. Dicho monto se actualizará en los términos del 

artículo 17-A del Código Fiscal de la Federación, desde el sexto mes de 1989 

hasta el sexto mes del ejercicio en el que se efectúe la distribución. Este monto 

se dividirá entre doce y se distribuirá mensualmente a las entidades, en la 

proporción que representa la recaudación de estas bases de cada entidad, 

respecto del 80% de la recaudación por bases especiales de tributación en el 

año de 1989. 

 
Adicionalmente, las entidades participarán en los accesorios de las 

contribuciones que forman parte de la recaudación federal participable, que se 

señalen en los convenios respectivos. En los productos de la Federación 

relacionados con bienes o bosques, que las leyes definen como nacionales, 

ubicados en el territorio de cada entidad, ésta recibirá el 50% de su monto, 
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cuando provenga de venta o arrendamiento de terrenos nacionales o de la 

explotación de tales terrenos o de bosques nacionales. 

 
Noveno párrafo (Se deroga) 

 
 

Asimismo, las citadas entidades adheridas al SNCF podrán celebrar con la 

Federación convenio de colaboración administrativa en materia del impuesto 

sobre automóviles nuevos, supuesto en el cual la entidad de que se trate 

recibirá el 100% de la recaudación que se obtenga por este impuesto, del que 

corresponderá cuando menos el 20% a los municipios de la entidad, que se 

distribuirá entre ellos en la forma que determine la legislatura respectiva. 

 
Artículo 2-A. En el rendimiento de las contribuciones que a continuación se 

señalan, participarán los Municipios, en la forma siguiente: 

 
I) En la proporción de la recaudación federal participable que a 

continuación se señala participarán los municipios, en la forma siguiente: 

 
0.136% de la recaudación federal participable, a aquellos Municipios 

colindantes con la frontera o los litorales por los que se realicen 

materialmente la entrada al país o la salida de él de los bienes que se 

importen o exporten, siempre que la entidad federativa de que se trate 

celebre convenio con la Federación en materia de vigilancia y control de 

introducción ilegal al territorio nacional de mercancías de procedencia 

extranjera y en dichos convenios se establezcan descuentos en las 

participaciones a que se refiere esta fracción, en los casos en que se 

detecten mercancías de procedencia extranjera respecto de las cuales 

no se acredite su legal estancia en el país. 
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La distribución entre los municipios se realizará mediante la aplicación 

del coeficiente de participación que se determinará para cada uno de 

ellos conforme a la siguiente fórmula: 

 

CCiT = Bi / TB 

Dónde: 
 
 

CCiT es el coeficiente de participación de los municipios colindantes i en 

el año para el que se efectúa el cálculo. 

 
TB es la suma de Bi. 

i es cada entidad. 

Bi = (CCiT-1) (IPDAiT-1) / IPDAT-2 

 
 

Donde: 

 
 

CCiT-1 = Coeficiente de participaciones del municipio i en el año 

inmediato anterior a aquel para el cual se efectúa el cálculo. 

 
IPDAiT-1 = Recaudación local de predial y de los derechos de agua en 

el municipio i en el año inmediato anterior para el cual se 

efectúa el cálculo. 

 
IPDAiT-2 = Recaudación local del predial y de los derechos de agua en 

el municipio i en el segundo año inmediato anterior para el 

cual se efectúa el cálculo. 

 
II) 3.17% del derecho adicional sobre la extracción de petróleo, excluyendo 

el derecho extraordinario sobre el mismo, a los municipios colindantes 
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con la frontera o litorales por los que se realice materialmente la salida 

del país de dichos productos. 

 
Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios, por conducto de 

Petróleos Mexicanos, informará mensualmente a la SHCP los montos y 

municipios a que se refiere el párrafo anterior. 

 
III) 1% de la recaudación federal participable, en la siguiente forma: 

 
 

a) El 16.8% se destinará a formar un Fondo de Fomento Municipal. 

 
 

b) El 83.2% incrementará dicho Fondo de Fomento Municipal y sólo 

corresponderá a las entidades que se coordinen en materia de 

derechos, siempre que se ajusten estrictamente a los lineamientos 

establecidos en el artículo 10-A de esta Ley. 

 
El Fondo de Fomento Municipal se distribuirá entre las entidades conforme a la 

fórmula siguiente: 

 

R
i,t−1 n 

C
i,t 

= 
R

i,t−2 
 

 

R
i,t−1 n 

R 
i 

i i,t−2 

 

 

Donde: 

 
 

Ci,t es el coeficiente de distribución del Fondo de Fomento Municipal de la 

entidad i en el año en que se efectúa el cálculo. 

 
Fi,t es la participación del fondo al que se refiere este artículo de la 

entidad i en el año t. 

 

i 
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Fi,07 es la participación del fondo al que se refiere este artículo que la 

entidad i recibió en el año 2007. 

 
FFM07,t es el crecimiento en el Fondo de Fomento Municipal entre el 

año 2007 y el periodo t. 

 
Ri,t es la recaudación local de predial y de los derechos de agua de la 

entidad i en el año t. 

 
ni es la última información oficial de población que hubiere dado a 

conocer el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática para 

la entidad i. 

 
Los Estados entregarán íntegramente a sus municipios las cantidades que 

reciban del Fondo de Fomento Municipal, de acuerdo con lo que establezcan 

las legislaturas locales, garantizando que no sea menor a lo recaudado por los 

conceptos que se dejan de recibir por la coordinación en materia de derechos. 

 
Las cantidades que correspondan a los Municipios en los términos de las 

fracciones I y II, se pagarán por la Federación directamente a dichos 

municipios. 

 
La fórmula del Fondo de Fomento Municipal no será aplicable en el evento de 

que en el año que se calcula el monto de dicho Fondo sea inferior al obtenido 

en el año 2007. En dicho supuesto, la distribución se realizará en relación con 

la cantidad efectivamente generada en el año que se calcula y de acuerdo al 

coeficiente efectivo que cada entidad haya recibido del Fondo de Fomento 

Municipal en el 2007. 

 
Artículo 3º. Primer y segundo párrafos (Se derogados). 
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La SHCP tiene la obligación de publicar en el Diario Oficial de la Federación el 

calendario de entrega, porcentaje, fórmulas y variables utilizadas, así como el 

monto, estimados, que recibirá cada Entidad Federativa del fondo general y del 

fondo de fomento municipal, para cada ejercicio fiscal a más tardar el 31 de 

enero del ejercicio de que se trate. 

 
En los informes trimestrales sobre las finanzas públicas que la SHCP entrega a 

la Cámara de Diputados deberá incluir la evolución de la recaudación federal 

participable, el importe de las participaciones entregadas de cada fondo a las 

entidades en ese lapso y, en su caso, el ajuste realizado al término de cada 

ejercicio fiscal. 

 
Artículo 3-A. Las entidades federativas adheridas al SNCF, participarán de la 

recaudación que se obtenga del impuesto especial sobre producción y 

servicios, por la realización de los actos o actividades gravados con dicho 

impuesto sobre los bienes que a continuación se mencionan, conforme a las 

proporciones siguientes: 

 
I) El 20% de la recaudación, si se trata de cerveza, bebidas refrescantes, 

alcohol, bebidas alcohólicas fermentadas y bebidas alcohólicas. 

 
II) El 8% de la recaudación si se trata de tabacos labrados. 

Esta participación se distribuirá en función del porcentaje que represente la 

enajenación de cada uno de los bienes a que se refiere este artículo en cada 

entidad federativa, de la enajenación nacional, y se liquidará conforme a lo 

establecido en el artículo 7o. de esta Ley. 

 
Los municipios recibirán como mínimo el 20% de la participación que le 

corresponda al estado. 
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Artículo 3-B. Los Municipios de los Estados y el Distrito Federal participarán 

con el 80% de la recaudación que se obtenga de los contribuyentes que 

tributen en la Sección Tercera del Capítulo VI del Título IV de la LISR, que a 

partir del 1o. de enero de 2000 se incorporen al Registro Federal de 

Contribuyentes como resultado de actos de verificación de las autoridades 

municipales. La Federación establecerá los mecanismos administrativos para 

que se formalice la aceptación del Municipio para la aplicación de la presente 

disposición, los términos y formas para realizar los actos de verificación a 

contribuyentes sin registro, así como para coadyuvar con la Federación en la 

detección y fiscalización de contribuyentes que tributen en este régimen. 

 
Los Municipios recibirán esta participación durante todos los ejercicios fiscales 

en que los contribuyentes que las generen permanezcan en dicho régimen, 

domiciliados en su localidad. Asimismo, podrán convenir con los gobiernos de 

los Estados la coadyuvancia de estos últimos, en cuyo caso los Municipios 

participarán del 75% de la recaudación que se obtenga de los contribuyentes 

que tributen en la Sección Tercera del Capítulo VI del Título IV de la LISR, que 

a partir del 1o. de enero de 2000 se incorporen al Registro Federal de 

Contribuyentes como resultado de actos de verificación de las autoridades 

municipales, los Estados con el 10% y la Federación con el 15%, de dicha 

recaudación. 

 
Esta participación se distribuirá directamente con base en el impuesto pagado 

por el contribuyente domiciliado en su localidad y se liquidará en el mes 

siguiente al del pago de las contribuciones. 

 
Artículo 4º. El Fondo de Fiscalización estará conformado por un monto 

equivalente al 1.25% de la recaudación federal participable de cada ejercicio. 
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n 

El Fondo a que se refiere este artículo se distribuirá en forma trimestral a las 

entidades que se ajusten estrictamente a lo establecido en el artículo 10-A de 

esta Ley, de acuerdo a la siguiente fórmula: 
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Donde: 

 
 

Ti,t es la participación de la entidad i en el año t. 

 

Ti,07 es la participación que la entidad i recibió en el año 2007, por 

concepto de coordinación de derechos (1% de la recaudación federal 

participable) y por la reserva de contingencia (0.25% de la recaudación 

federal participable). 

 
FOFIE07,t es el crecimiento en el fondo de fiscalización entre el año 

2007 y el año t. 

 
CVi,t son las cifras virtuales de la entidad i en el año t que dé a conocer 

el SAT. 

 
PIBi,t-1 es la información oficial del Producto Interno Bruto del último año 

que dé a conocer el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 

Informática para la entidad i. 

 
VMi,t es el valor de la mercancía embargada o asegurada por la entidad 

i en el año t que dé a conocer el SAT. 

 
RRi,t es la recaudación del régimen de pequeños contribuyentes de la 

entidad i en el año t que dé a conocer el SAT. 

 
RIi,t es la recaudación del régimen de contribuyentes intermedios de la 

entidad i en el año t que dé a conocer el SAT. 
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ni es la última información oficial de población que dé a conocer el 

Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática para la entidad 

i. 

 

 
i es la suma sobre todas las entidades de la variable que le sigue. 

 
 

La fórmula del Fondo de Fiscalización no será aplicable en el evento de que en 

el año de cálculo dicho Fondo sea inferior a la participación que la totalidad de 

las entidades hayan recibido en el 2007 por concepto de coordinación de 

derechos y reserva de contingencia. En dicho supuesto, la distribución se 

realizará en función de la cantidad efectivamente generada en el año de 

cálculo y de acuerdo al coeficiente efectivo que cada entidad haya recibido por 

concepto de coordinación de derechos y reserva de contingencia en el año 

2007. 

 
Los municipios recibirán como mínimo el 20% de la recaudación que del Fondo 

de Fiscalización corresponda a las entidades federativas. Tratándose del 

Distrito Federal, la distribución de dichos recursos se efectuará a sus 

demarcaciones territoriales. 

 
La SHCP podrá verificar el cumplimiento de las labores de fiscalización 

efectuadas por las entidades federativas en los términos de este artículo. 

 
Artículo 4o-A. La recaudación derivada de la aplicación de las cuotas  

previstas en el artículo 2o-A, fracción II de la LIEPS, se dividirá en dos partes: 

 
I) Del total recaudado 9/11 corresponderá a las entidades federativas en 

función del consumo efectuado en su territorio, siempre y cuando se 

encuentren adheridas al SNCF y celebren con la Federación, a través de 

la SHCP, convenio de colaboración en términos del artículo 13 de esta 
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Ley, mediante el cual se sujeten, entre otras cosas, al cumplimiento de 

las obligaciones siguientes: 

 
a) Administrar la totalidad de la recaudación del impuesto dentro de su 

territorio. 

 
b) Reintegrar a la Federación las cantidades equivalentes a los 2/11 

restantes del total recaudado por la aplicación de las cuotas, a fin de 

que se proceda a su distribución en términos de la fracción II de este 

artículo, o bien, manifestar su autorización para que la Federación 

compense dichas cantidades contra sus participaciones federales, 

en términos de lo establecido en el artículo 9o. de esta Ley. 

 
c) Destinar los recursos que correspondan a la entidad por la 

administración del impuesto a la compensación de las pérdidas en 

participaciones estatales que sufran sus municipios y en el caso del 

Distrito Federal sus demarcaciones territoriales, derivadas de 

modificaciones en la forma de distribución de la entidad a sus 

municipios o demarcaciones territoriales. 

 
d) Incluir en las publicaciones a que se refiere el artículo 6o., último 

párrafo de esta Ley, el destino de los recursos que corresponderán a 

sus municipios y en el caso del Distrito Federal sus demarcaciones 

territoriales, así como acreditar su cumplimiento a la SHCP. 

 
Los recursos que obtengan las entidades federativas, municipios y 

demarcaciones territoriales, de acuerdo a lo previsto en esta 

fracción, podrán afectarse en términos del artículo 9o. de esta Ley, 

siempre que la afectación correspondiente en ningún caso exceda 

del 25% de los recursos que les correspondan. 
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 

Tratándose de obligaciones pagaderas en dos o más ejercicios 

fiscales, para cada año podrá destinarse al servicio de las mismas lo 

que resulte mayor entre aplicar el porcentaje a que se refiere el 

párrafo anterior a los recursos correspondientes al año de que se 

trate o a los recursos correspondientes al año en que las 

obligaciones hayan sido contratadas. 

 
II) Del total recaudado con motivo de la aplicación de las cuotas, 2/11 se 

destinarán a un Fondo de Compensación, el cual se distribuirá entre las 

10 entidades federativas que, de acuerdo con la última información 

oficial del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, 

tengan los menores niveles de Producto Interno Bruto per cápita no 

minero y no petrolero. Éste se obtendrá de la diferencia entre el 

Producto Interno Bruto Estatal total y el Producto Interno Bruto Estatal 

Minero, incluyendo todos los rubros contenidos en el mismo. 

 
El Fondo de Compensación se distribuirá conforme a la fórmula 

siguiente: 

 

1 

T = 
PIBpci,t −1 

FC
 

 

i,t 1 t 

i     PIBpci,t −1 

 

 

Donde: 

 
 

Ti,t es la transferencia de la entidad i en el año t. 

 

PIBpci,t-1 es el último Producto Interno Bruto per cápita no minero y 

no petrolero de la entidad i construido con los últimos datos oficiales 

del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática. 
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FCt es el Fondo de Compensación en el año t. 

 
i es la sumatoria de la variable que le sigue. 

 
 

La SHCP enterará a las entidades federativas las cantidades a que se 

refiere esta fracción, dentro del mes siguiente al entero o compensación 

de dichas cantidades por parte de las entidades federativas que 

administren el impuesto. 

 
La Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales conjuntamente con  

la SHCP, deberán presentar al Congreso de la Unión una evaluación 

sobre los resultados y desempeño del Fondo a que se refiere esta 

fracción, así como sobre la conveniencia de conservar o modificar las 

reglas de su distribución. Dicha evaluación deberá presentarse en el 

mes de enero del año 2018 y posteriormente cada 5 años en caso de no 

modificarse las reglas de distribución. 

 
Los municipios y demarcaciones territoriales recibirán como mínimo el 20% de 

la recaudación que corresponda a las entidades federativas en términos de 

este artículo. La distribución del porcentaje mencionado por parte de las 

entidades federativas a los municipios y demarcaciones territoriales deberá 

realizarse cuando menos en un 70% atendiendo a los niveles de población. 

 
[Los recursos que reciban las entidades federativas, municipios y 

demarcaciones territoriales, en términos de este artículo, deberán destinarse 

exclusivamente a infraestructura vial, sea rural o urbana; infraestructura 

hidráulica; movilidad urbana, y por lo menos 12.5 por ciento a programas para 

la protección y conservación ambiental.] 

Nota: Último párrafo declarado inválido por sentencia de la SCJN a Acción de Inconstitucionalidad DOF 11-07-2008 
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Artículo 4o-B- El Fondo de Extracción de Hidrocarburos estará conformado 

con el 0.6 por ciento del importe obtenido por el derecho ordinario sobre 

hidrocarburos pagado por Pemex Exploración y Producción, en términos de lo 

previsto en el artículo 254 de la Ley Federal de Derechos. 

 
El Fondo a que se refiere este artículo será distribuido entre aquellas entidades 

federativas que formen parte de la clasificación de extracción de petróleo y gas 

definida en el último censo económico realizado por el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía, de acuerdo a la fórmula siguiente: 

 
 

 

 

En donde FEXHIt se refiere al Fondo de Extracción de Hidrocarburos en 

el año a repartir. 

 
 

Es el coeficiente relativo a la extracción de petróleo y gas. 
 

 

 
 

Es el coeficiente relativo a la producción de gas asociado y no asociado. 

 
 

EXPi,t-1 es el valor de extracción bruta de los hidrocarburos de la entidad 

federativa i conforme a la clasificación de extracción de petróleo y gas 

definida en el último censo económico realizado por el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía. 
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EXGi,t-1 es el volumen de producción de gas natural asociado y no 

asociado de la entidad federativa i, en el año anterior para el cual se realiza 

el cálculo, según el Sistema de Información Energética. 

 
 

i es la sumatoria de la variable que le sigue, sobre las entidades que 

formen parte de la clasificación de extracción de petróleo y gas definida en el 

último censo económico realizado por el Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía. 

 
La SHCP enterará a las entidades federativas las cantidades correspondientes, 

a más tardar el día 25 del mes posterior a la presentación de los pagos 

provisionales a que se refiere el artículo 255 de la Ley Federal de Derechos. 

Asimismo, dicha dependencia efectuará el ajuste que corresponda a los 

enteros mensuales provisionales, de acuerdo con la declaración definitiva a 

que se refiere el artículo 254 de dicha Ley. 

 
Los municipios recibirán cuando menos el 20% de los recursos percibidos por 

las entidades federativas. 

 
Artículo 5º. Los cálculos de participaciones a que se refieren los artículos 2o. y 

2o.-A de esta Ley se harán para todas las entidades, aunque algunas o varias 

de ellas no se encuentren adheridas al SNCF. Las participaciones que 

correspondan a las entidades que dejen de estar adheridas al SNCF serán 

deducidas del Fondo General de Participaciones, del Fondo de Fomento 

Municipal y del Fondo de Fiscalización. 

 
Artículo 6º. Las participaciones federales que recibirán los Municipios del total 

del Fondo General de Participaciones incluyendo sus incrementos, nunca 

serán inferiores al 20% de las cantidades que correspondan al Estado, el cual 

habrá de cubrírselas. Las legislaturas locales establecerán su distribución entre 

los Municipios mediante disposiciones de carácter general. 
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La Federación entregará las participaciones a los municipios por conducto de 

los Estados; dentro de los cinco días siguientes a aquel en que el Estado las 

reciba; el retraso dará lugar al pago de intereses, a la tasa de recargos que 

establece el Congreso de la Unión para los casos de pago a plazos de 

contribuciones; en caso de incumplimiento la Federación hará la entrega 

directa a los Municipios descontando la participación del monto que 

corresponda al Estado, previa opinión de la Comisión Permanente de 

Funcionarios Fiscales. 

 
Los municipios y, tratándose del Distrito Federal, sus demarcaciones 

territoriales, recibirán como mínimo el 20% de la recaudación que corresponda 

al Estado en los términos del último párrafo del artículo 2o. de esta Ley. 

 
Las participaciones serán cubiertas en efectivo, no en obra, sin 

condicionamiento alguno y no podrán ser objeto de deducciones, sin perjuicio 

de lo dispuesto en el artículo 9 de esta Ley. Los Gobiernos de las entidades, 

quince días después de que la SHCP publique en el Diario Oficial de la 

Federación el calendario de entrega, porcentaje, fórmulas y  variables 

utilizadas, así como el monto, estimados, a que está obligada conforme al 

artículo 3 de esta Ley, deberán publicar en el Periódico Oficial de la entidad los 

mismos datos antes referidos, de las participaciones que las entidades reciban 

y de las que tengan obligación de participar a sus municipios o Demarcaciones 

Territoriales. También deberán publicar trimestralmente el importe de las 

participaciones entregadas y, en su caso, el ajuste realizado al término de cada 

ejercicio fiscal. La SHCP publicará en el Diario Oficial de la Federación la lista 

de las entidades que incumplan con esta disposición. 

 
Artículo 7º. El Fondo General de Participaciones se determinará por cada 

ejercicio fiscal de la Federación, la cual en forma provisional hará un cálculo 

mensual considerando la recaudación federal participable obtenida en el mes 
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inmediato anterior. En igual forma se procederá con las participaciones a que 

se refieren los artículos 2o.-A, fracciones I y III, y 3o.-A de esta Ley. 

 
Las Entidades dentro del mismo mes en que se realice el cálculo mencionado 

en el párrafo que antecede, recibirán las cantidades que les correspondan 

conforme a esta Ley, en concepto de anticipos a cuenta de participaciones. 

 
Cada cuatro meses la Federación realizará un ajuste de las participaciones, 

efectuando el cálculo sobre la recaudación obtenida en ese período. Las 

diferencias resultantes serán liquidadas dentro de los dos meses siguientes. 

 
A más tardar dentro de los 30 días posteriores a que el Ejecutivo Federal 

presente la Cuenta Pública del año anterior a la Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la Unión para su revisión, la Federación determinará las 

participaciones que correspondan a la recaudación obtenida en el ejercicio, 

aplicará las cantidades que hubiera afectado provisionalmente a los Fondos y 

formulará de inmediato las liquidaciones que procedan. 

 
Durante los primeros cinco meses de cada ejercicio, las participaciones en el 

Fondo General de Participaciones a que se refiere la fórmula del artículo 2o., 

así como las que se establecen en los artículos 2o.-A, fracciones I y III y 3o.-A 

de esta Ley, se calcularán provisionalmente con los coeficientes del ejercicio 

inmediato anterior, en tanto se cuente con la información necesaria para 

calcular los nuevos coeficientes. 

 
Artículo 8º. Para los efectos de las participaciones a que esta Ley se refiere y 

de los incentivos que se establezcan en los convenios de colaboración 

administrativa, las Entidades, los Municipios y la Federación estarán al 

resultado de la determinación y pago, que hubieren efectuado de créditos 

fiscales derivados de la aplicación de leyes sobre ingresos federales. 
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La Federación por conducto de la SHCP informará bajo los lineamientos que se 

establezcan, del comportamiento de las participaciones a las partes 

beneficiadas. 

 
Artículo 9º: Las participaciones que correspondan a las Entidades y Municipios 

son inembargables; no pueden afectarse a fines específicos, ni estar sujetas a 

retención, salvo para el pago de obligaciones contraídas por las Entidades o 

Municipios, con autorización de las legislaturas locales e inscritas a petición de 

dichas Entidades ante la SHCP en el Registro de Obligaciones y Empréstitos 

de Entidades y Municipios, a favor de la Federación, de las Instituciones de 

Crédito que operen en territorio nacional, así como de las personas físicas o 

morales de nacionalidad mexicana. 

 
Las obligaciones de los Municipios se registrarán cuando cuenten con la 

garantía solidaria del Estado, salvo cuando a juicio de la SHCP tengan 

suficientes participaciones para responder a sus compromisos. 

 
Las Entidades y Municipios efectuarán los pagos de las obligaciones 

garantizadas con la afectación de sus participaciones, de acuerdo con los 

mecanismos y sistemas de registro establecidos en sus leyes estatales de 

deuda. En todo caso las Entidades Federativas deberán contar con un registro 

único de obligaciones y empréstitos, así como publicar en forma periódica su 

información con respecto a los registros de su deuda. 

 
No estarán sujetas a lo dispuesto en el primer párrafo de este artículo, las 

compensaciones que se requieran efectuar a las Entidades como  

consecuencia de ajustes en participaciones o de descuentos originados del 

incumplimiento de metas pactadas con la Federación en materia de 

administración de contribuciones. Asimismo, procederán las compensaciones 

entre las participaciones federales e incentivos de las Entidades y de los 
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Municipios y las obligaciones que tengan con la Federación, cuando exista 

acuerdo entre las partes interesadas o esta ley así lo autorice. 

 
El Gobierno Federal, por conducto de la SHCP, y los gobiernos de las 

entidades que se hubieren adherido al SNCF, podrán celebrar convenios de 

coordinación en materia contable y de información de finanzas públicas. 

 
En el reglamento que expida el Ejecutivo Federal se señalarán los requisitos 

para el registro de las obligaciones de Entidades y Municipios. 

 
Artículo 9-A. La Federación, a través de la SHCP, y los estados y municipios 

en donde existan puentes de peaje operados por la primera, podrán convenir 

en crear fondos cuyos recursos se destinen a la construcción, mantenimiento, 

reparación y ampliación de obras de vialidad en aquellos municipios donde se 

ubiquen dichos puentes o, en su caso, a la realización de obras de 

infraestructura o gasto de inversión, de impacto regional directamente en la 

zona donde se encuentre el cobro del peaje, sin que en ningún caso tales 

recursos se destinen al gasto corriente. 

 
La aportación a los fondos mencionados se hará por el Estado, por el municipio 

o, cuando así lo acordaren, por ambos, en un 20% del monto que aporte la 

Federación, sin que la aportación de ésta exceda de un 25% del monto total de 

los ingresos brutos que obtenga por la operación del puente de peaje de que 

se trate. La aportación federal se distribuirá como sigue: municipios 50% y 

estados 50%. 

 
Para que un municipio donde exista un puente o varios pueda ser sujeto de 

participación de estos fondos, deberá acreditar un nivel recaudatorio de al 

menos un 50% más uno de la recaudación potencial de su impuesto predial en 

el año inmediato anterior a la firma del convenio; en su defecto, podrá convenir 

un acuerdo de mejora recaudatoria de la Hacienda Pública local con la 
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Federación, para poder aplicar a la creación de estos fondos en el ejercicio 

fiscal siguiente, siempre y cuando cumpla con el requisito de recaudación 

señalado con anterioridad. 

 
En el caso de que el nivel recaudatorio, una vez firmado el convenio, se 

encuentre por debajo del 50%, la cantidad de recursos se verá reducida de 

manera proporcional a la disminución porcentual del nivel recaudatorio. Si en el 

momento de firmar nuevamente el convenio, el municipio se encuentra en este 

supuesto, no será sujeto de refrendo el convenio citado hasta no cumplir 

nuevamente con el nivel recaudatorio exigido y hasta el próximo ejercicio fiscal. 

 
El aforo vehicular de los puentes estará sujeto a las disposiciones aplicables de 

la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental. 

 
Lo señalado en el presente artículo no será aplicable tratándose de los puentes 

administrados por el fideicomiso número 1936 del Fondo de Apoyo al Rescate 

Carretero. 

 
1.4 Sistema Nacional de Coordinación Fiscal 

 
 

Artículo 10. Las Entidades que deseen adherirse al SNCF para recibir las 

participaciones que establezca esta Ley, lo harán mediante convenio que 

celebren con la SHCP, que deberá ser autorizado o aprobado por su 

legislatura. También, con autorización de la legislatura podrán dar por 

terminado el convenio. 

 
La SHCP y el Gobierno de la Entidad de que se trate, ordenarán la publicación 

en el Diario Oficial de la Federación y en el Periódico Oficial de la Entidad, 

respectivamente, del convenio celebrado, por el cual la Entidad se adhiera; del 

acto por el que se separe del sistema; y de los decretos de la Legislatura de la 
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Entidad por los cuales se autoricen o se aprueben dichos actos, que surtirán 

efectos a partir del día siguiente a la publicación que se efectúe en último lugar. 

 
La adhesión al SNCF deberá llevarse a cabo integralmente y no sólo en 

relación con algunos de los ingresos de la Federación. 

Las Entidades que no deseen adherirse al SNCF, participarán en los impuestos 

especiales a que se refiere el inciso 5o. de la fracción XXIX, del artículo 73 

constitucional, en los términos que establecen las leyes respectivas. 

 
Artículo 10-A. Las entidades federativas que opten por coordinarse en 

derechos, no mantendrán en vigor derechos estatales o municipales por: 

 
I) Licencias, anuencias previas al otorgamiento de las mismas, en general 

concesiones, permisos o autorizaciones, o bien obligaciones y requisitos que 

condicionen el ejercicio de actividades comerciales o industriales y de 

prestación de servicios. Asimismo, los que resulten como consecuencia de 

permitir o tolerar excepciones a una disposición administrativa tales como la 

ampliación de horario, con excepción de las siguientes: 

 
a) Licencias de construcción. 

 
 

b) Licencias o permisos para efectuar conexiones a las redes públicas de 

agua y alcantarillado. 

c) Licencias para fraccionar o lotificar terrenos. 

 
 

d) Licencias para conducir vehículos. 

 
 

e) Expedición de placas y tarjeta para la circulación de vehículos. 

 
 

f) Licencias, permisos o autorizaciones para el funcionamiento de 

establecimientos o locales, cuyos giros sean la enajenación de bebidas 
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alcohólicas o la prestación de servicios que incluyan el expendio de dichas 

bebidas, siempre que se efectúen total o parcialmente con el público en 

general. 

 
g) Licencias, permisos o autorizaciones para la colocación de anuncios y 

carteles o la realización de publicidad, excepto los que se realicen por medio 

de televisión, radio, periódicos y revistas. 

 
II) Registros o cualquier acto relacionado con los mismos, a excepción de los 

siguientes: 

 
a) Registro Civil 

 
 

b) Registro de la Propiedad y del Comercio. 

 
 

III) Uso de las vías públicas o la tenencia de bienes sobre las mismas. No se 

considerarán comprendidos dentro de lo dispuesto en esta fracción los 

derechos de estacionamiento de vehículos, el uso de la vía pública por 

comerciantes ambulantes o con puestos fijos o semifijos, ni por el uso o 

tenencia de anuncios. 

 
IV) Actos de inspección y vigilancia. 

 
 

Los derechos locales o municipales no podrán ser diferenciales considerando 

el tipo de actividad a que se dedique el contribuyente, excepto tratándose de 

derechos diferenciales por los conceptos a los que se refieren los incisos del a) 

al g) de la fracción I y la fracción III. 

 
Las certificaciones de documentos así como la reposición de éstos por extravío 

o destrucción parcial o total, no quedará comprendida dentro de lo dispuesto en 

las fracciones I y II de este artículo. Tampoco quedan comprendidas las 
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concesiones por el uso o aprovechamiento de bienes pertenecientes a las 

Entidades Federativas o a los Municipios. 

 
En ningún caso lo dispuesto en este artículo, se entenderá que limita la  

facultad de los Estados y Municipios para requerir licencias, registros, permisos 

o autorizaciones, otorgar concesiones y realizar actos de inspección y 

vigilancia. Para el ejercicio de estas facultades no se podrá exigir cobro alguno, 

con las salvedades expresamente señaladas en este artículo. 

 
Para los efectos de coordinación con las Entidades, se considerarán derechos, 

aún cuando tengan una denominación distinta en la legislación local 

correspondiente, las contribuciones que tengan las características de derecho 

conforme al CFF y la Ley de Ingresos de la Federación. 

 
También se considerarán como derechos para los efectos de este artículo, las 

contribuciones u otros cobros, cualquiera que sea su denominación, que 

tengan la característica de derechos de acuerdo con el CFF, aun cuando se 

cobren por concepto de aportaciones, cooperaciones, donativos, productos, 

aprovechamientos o como garantía de pago por posibles infracciones. 

 
Artículo 10-B. Las Entidades podrán no coordinarse en derechos sin perjuicio 

de continuar adheridas al SNCF. 

 
La SHCP hará la declaratoria de las Entidades que no tienen establecido o 

suspendan el cobro de los derechos a que se refiere el artículo anterior y que, 

por lo tanto, están coordinadas en esta materia, la cual se publicará en el 

Periódico Oficial de la Entidad y en el Diario Oficial de la Federación. 

 
Cuando en la legislación de alguna entidad o municipio se establezcan 

derechos que contravengan lo dispuesto en el artículo que antecede, la SHCP 

hará del conocimiento de la entidad de que se trate la violación específica, para 
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que en un plazo de cinco días manifieste lo que a su derecho convenga. 

Transcurrido dicho plazo la propia Secretaría, en su caso, emitirá la 

declaratoria correspondiente, misma que se publicará en el Diario Oficial de la 

Federación y empezará a regir a partir del día siguiente al de su publicación, 

quedando sin efectos la coordinación en materia de derechos en esta última 

fecha. En el caso de que el Estado esté inconforme con esta declaratoria, 

podrá acudir ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los términos  

del artículo 12 de esta Ley. 

 
Artículo 10-C. Las entidades adheridas al SNCF, sin que se considere un 

incumplimiento de los convenios a que se refiere el artículo 10 de esta Ley ni 

de lo dispuesto en el artículo 41 de la LIVA, y en adición a los impuestos a que 

hace referencia el artículo 43 de este último ordenamiento, podrán establecer 

impuestos locales a la venta o consumo final de los bienes cuya enajenación  

se encuentre gravada por la LIEPS, siempre que no se trate de bienes cuyo 

gravamen se encuentre reservado a la Federación, dicha venta o consumo final 

se realice dentro del territorio de la entidad de que se trate y se cumplan los 

requisitos siguientes: 

 
I) No se establezcan tratamientos especiales de ningún tipo. 

 
 

II) La tasa única aplicable sea del 4.5% sobre el precio de enajenación 

del bien de que se trate. 

 
III) La base no incluya los impuestos al valor agregado ni especial sobre 

producción y servicios. 

IV) El impuesto no sea acreditable contra otros impuestos locales o 

federales. 

 
V) No se traslade en forma expresa y por separado el impuesto a las 

personas que adquieran los bienes. El traslado del impuesto deberá 
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incluirse en el precio correspondiente, sin que se considere que 

forma parte del precio de venta al público, ni se entienda violatorio 

de precios o tarifas, incluyendo los oficiales. 

VI) El impuesto se cause en el momento en que efectivamente se 

perciban los ingresos y sobre el monto que de ellos se perciba. 

 
VII) El impuesto no se aplique en dos o más etapas del proceso de 

comercialización. 

 
VIII) [Tratándose de gasolinas y diesel, el monto recaudado se destine 

exclusivamente a infraestructura vial, rural y urbana; hidráulica: así 

como a programas ambientales, entre otros, de movilidad urbana.] 

Nota: Fracción VIII declarada inválida por sentencia de la SCJN a Acción de Inconstitucionalidad DOF  11-07- 

2008 

 

 
Las entidades podrán convenir con el Ejecutivo Federal, a través de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, que los impuestos locales que en 

términos de este artículo, en su caso, establezca la entidad, se paguen en las 

mismas declaraciones del impuesto sobre la renta identificados por entidad. 

 
Los municipios recibirán como mínimo el 20% de la recaudación que 

corresponda a las entidades federativas en términos de este artículo. 

Tratándose del Distrito Federal, la distribución de dichos recursos se efectuará 

a sus demarcaciones territoriales. 

 
Artículo 10-D. Para los efectos de lo previsto en el artículo 10-C de esta Ley, 

se estará a lo siguiente: 

 
I) Serán aplicables las definiciones establecidas en la Ley del 

Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. 

II) [Salvo que se trate de gasolina y diesel,] se considerará que la venta 

o consumo final de los bienes se efectúa en el territorio de una 
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entidad cuando en el mismo se realice la entrega de los mismos por 

parte del productor, envasador, distribuidor o importador, según sea 

el caso, para su posterior venta al público en general o consumo. 

Nota: Primer párrafo de la fracción II declarado inválido por sentencia de la SCJN la Acción de 

Inconstitucionalidad DOF 11-07-2008. (En la porción normativa que señala “Salvo que se trate de gasolina y diesel”) 

 
 

[Tratándose de gasolina y diesel se considerará que la venta final se 

lleva a cabo en el territorio de una entidad cuando en el mismo se 

realice la entrega al consumidor final, con independencia del 

domicilio fiscal del contribuyente o del consumidor.] 

Nota: Segundo  párrafo de la fracción II declarado inválido por sentencia de la SCJN a Acción de 

Inconstitucionalidad DOF 11-07-2008 

 

 
10- D, fracción II, exclusivamente en la porción normativa de su primer párrafo 

que señala “Salvo que se trate de gasolina y diesel”, así como por lo que se 

refiere a la totalidad del párrafo segundo de la citada fracción. 

 
Artículo 10-E. Las entidades que estén adheridas al Sistema Nacional de 

Coordinación Fiscal deberán llevar un registro estatal vehicular, que se 

integrará con los datos de los vehículos que los contribuyentes inscriban o 

registren en la circunscripción territorial de cada entidad. 

 
Los datos de los vehículos y de los contribuyentes que deberá contener el 

registro estatal vehicular serán: 

 
I) El número de identificación vehicular. 

 
 

II) Las características esenciales del vehículo: marca, modelo, año 

modelo, número de cilindros, origen o procedencia, número de 

motor, número de chasis y número de placas. 

 
III) El nombre, denominación o razón social, domicilio del propietario y, 

en su caso, el Registro Federal de Contribuyentes. 
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Para efecto de intercambio de información, el registro estatal vehicular estará 

enlazado a los medios o sistemas de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público que se determinen mediante disposiciones de carácter general. 

 
Artículo 11. Cuando alguna entidad que se hubiera adherido al Sistema 

Nacional de Coordinación Fiscal viole lo previsto por los artículos 73 fracción 

XXIX, 117 fracciones IV a VII y IX o 118 fracción I, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos o falte al cumplimiento del o de los  

convenios celebrados con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, ésta, 

oyendo a la entidad afectada y teniendo en cuenta el dictamen técnico que 

formule la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales, podrá disminuir las 

participaciones de la entidad en una cantidad equivalente al monto estimado de 

la recaudación que la misma obtenga o del estímulo fiscal que otorgue, en 

contravención a dichas disposiciones. 

 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público comunicará esta resolución a la 

entidad de que se trate, señalando la violación que la motiva, para cuya 

corrección la entidad contará con un plazo mínimo de tres meses. Si la entidad 

no efectuara la corrección se considerará que deja de estar adherida al 

Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. La Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público hará la declaratoria correspondiente, la notificará a la entidad de que se 

trate y ordenará la publicación de la misma en el Diario Oficial de la 

Federación. Dicha declaratoria surtirá sus efectos 90 días después de su 

publicación. 

 
Las cantidades en que se reduzcan las participaciones de una entidad, en los 

términos de este precepto, incrementarán al Fondo General de Participaciones 

en el siguiente año. 

 
Artículo 11-A.- Las personas que resulten afectadas por incumplimiento de las 

disposiciones del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal y de las de 
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coordinación en materia de derechos podrán presentar recurso de 

inconformidad ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público dentro de los 

cuarenta y cinco días hábiles siguientes a aquél en que haya surtido efectos la 

notificación del requerimiento o, en su caso, a partir de la fecha de pago de la 

contribución que corresponda. No procederá la interposición del recurso de 

inconformidad cuando se refiera a la interpretación directa del texto 

constitucional. 

 
El recurso de inconformidad, podrá presentarse por un conjunto de 

contribuyentes que tengan un representante común. Para estos efectos los 

sindicatos, las cámaras de comercio y de industria y sus confederaciones, 

podrán fungir como representantes. 

 
El recurso de inconformidad se tramitará conforme a las disposiciones que 

sobre el recurso de revocación establece el Código Fiscal de la Federación, 

con las siguientes modalidades: 

 
I) La Secretaría de Hacienda y Crédito Público oirá a la entidad de que se 

trate. 

 
II) La Secretaría de Hacienda y Crédito Público solicitará un dictamen 

técnico a la Junta de Coordinación Fiscal. 

 
III) El plazo para resolver el recurso será de un mes a partir de la fecha en 

que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público reciba el dictamen a 

que se refiere la fracción anterior. 

 
IV) La resolución podrá ordenar a la Tesorería de la Federación la 

devolución de las cantidades indebidamente cobradas, con cargo a las 

participaciones de la entidad. A estas devoluciones les será aplicable lo 

que al respecto establece el Código Fiscal de la Federación. 
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La resolución podrá ser impugnada por los promoventes del recurso ante el 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y por la entidad afectada 

ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los términos establecidos 

en el artículo 12 de la presente Ley. 

 
Quinto párrafo (Se deroga). 

 
 

Artículo 12.- La Entidad inconforme con la declaratoria por la que se considera 

que deja de estar adherida al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal podrá 

ocurrir ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, conforme al artículo 105 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial Federal, demandando la anulación de la 

declaratoria que se haya dictado conforme al artículo anterior de esta Ley. 

 
Desde la admisión de la demanda se suspenderán los efectos de la 

declaratoria impugnada, por 150 días. El fallo de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación producirá efectos 30 días después de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenará la publicación en el Diario 

Oficial de la Federación, tanto de la suspensión de los efectos de la 

declaratoria impugnada, como de los puntos resolutivos del fallo de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación. 

 
En caso de que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público infringiera las 

disposiciones legales y convenios relativos a la coordinación fiscal en perjuicio 

de un entidad federativa, ésta podrá reclamar su cumplimiento ante la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, siguiendo, en lo aplicable el procedimiento 

establecido en la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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Artículo 13. El Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, y los Gobiernos de las Entidades que se hubieran adherido al 

Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, podrán celebrar convenios de 

coordinación en materia de administración de ingresos federales, que 

comprenderán las funciones de Registro Federal de Contribuyentes, 

recaudación, fiscalización y administración, que serán ejercidas por las 

autoridades fiscales de las Entidades o de los Municipios cuando así se pacte 

expresamente. 

 
En los convenios a que se refiere este artículo se especificarán los ingresos de 

que se trate, las facultades que ejercerán y las limitaciones de las mismas. 

Dichos convenios se publicarán en el Periódico Oficial de la Entidad y en el 

Diario Oficial de la Federación, y surtirán sus efectos a partir de las fechas que 

en el propio convenio se establezcan o, en su defecto, a partir del día siguiente 

de la publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

 
La Federación o la Entidad podrán dar por terminados parcial o totalmente los 

convenios a que se refiere este precepto, terminación que será publicada y 

tendrá efectos conforme al párrafo anterior. 

 
En los convenios señalados en este precepto se fijarán las percepciones que 

recibirán las Entidades o sus Municipios, por las actividades de administración 

fiscal que realicen. 

 
Artículo 14. Las autoridades fiscales de las entidades que se encuentren 

adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal y las de sus Municipios, 

en su caso, serán consideradas, en el ejercicio de las facultades a que se 

refieren los convenios o acuerdos respectivos, como autoridades fiscales 

federales. En contra de los actos que realicen cuando actúen de conformidad 

con este precepto, sólo procederán los recursos y medios de defensa que 

establezcan las leyes federales. 
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La Secretaría de Hacienda y Crédito Público conservará la facultad de fijar a 

las entidades y a sus Municipios los criterios generales de interpretación y de 

aplicación de las disposiciones fiscales y de las reglas de colaboración 

administrativa que señalen los convenios y acuerdos respectivos. 

 
Artículo 15. La recaudación de los ingresos federales se hará por las oficinas 

autorizadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o por las oficinas 

autorizadas por las entidades, según se establezca en los convenios o 

acuerdos respectivos. 

 
Cuando la entidad recaude ingresos federales, los concentrará directamente a 

dicha Secretaría y rendirá cuenta pormenorizada de recaudación. La 

Secretaría, también directamente, hará el pago a las entidades de las 

cantidades que les correspondan en el Fondo establecido en el artículo 2o. y 

pondrá a su disposición la información correspondiente. Se podrá establecer, si 

existe acuerdo entre las partes interesadas, un procedimiento de 

compensación permanente. 

 
Las entidades coordinadas con la Federación en materia de automóviles 

nuevos, deberán rendir cuenta comprobada por la totalidad de la recaudación 

que efectúen de cada uno de estos impuestos. 

 
La falta de entero en los plazos establecidos dará lugar a que las cantidades 

respectivas se actualicen por inflación y a que se causen, a cargo de la Entidad 

o de la Federación, intereses a la tasa de recargos que establezca anualmente 

el Congreso de la Unión para los casos de autorizaciones de pago a plazo de 

contribuciones. 

 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá compensar las cantidades 

no concentradas por la entidad, con las cantidades que a ésta correspondan en 

los fondos de participaciones establecidos por esta Ley. 
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Artículo 15-A.- (Se derogado). 

 
 

1.5 Organismos del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal 

 
 

Artículo 16. El Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público y los gobiernos de las entidades, por medio de su órgano 

hacendario, participarán en el desarrollo, vigilancia y perfeccionamiento del 

Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, a través de: 

 
I) La Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales. 

 
 

II) La Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales. 

 
 

III) El Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas 

(INDETEC). 

 
IV) La Junta de Coordinación Fiscal. 

 
 

Artículo 17. La Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales se integrará por el 

Secretario de Hacienda y Crédito Público y por el titular del órgano hacendarlo 

de cada entidad. La Reunión será presidida conjuntamente por el Secretario de 

Hacienda y Crédito Público y el funcionario de mayor jerarquía presente en la 

Reunión, de la entidad en que ésta se lleve a cabo. 

 
El Secretario de Hacienda y Crédito Público podrá ser suplido por el 

Subsecretario de Ingresos, y los titulares del área hacendaria de las entidades 

por la persona que al efecto designen. 

 
Artículo 18. La Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales sesionará, cuando 

menos una vez al año en el lugar del territorio nacional que elijan sus 
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integrantes. Será convocada por el Secretario de Hacienda y Crédito Público o 

por la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales. 

 
En la convocatoria se señalarán los asuntos de que deba ocuparse la Reunión. 

 
 

Artículo 19. Serán facultades de la Reunión Nacional de Funcionarios 

Fiscales: 

 
I) Aprobar los reglamentos de funcionamiento de la propia Reunión Nacional, 

de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales, del Instituto para el 

Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas y de la Junta de Coordinación 

Fiscal. 

 
II) Establecer, en su caso, las aportaciones ordinarias y extraordinarias que 

deban cubrir la Federación y las entidades, para el sostenimiento de los 

órganos citados en la fracción anterior. 

 
III) Fungir como asamblea general del Instituto para el Desarrollo Técnico de 

las Haciendas Públicas y aprobar sus presupuestos y programas. 

 
IV) Proponer al Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Hacienda 

y Crédito Público y a los Gobiernos de las Entidades por conducto del titular de 

su órgano hacendario, las medidas que estime convenientes para actualizar o 

mejorar el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 

 
Artículo 20. La Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales se integrará 

conforme a las siguientes reglas: 

 
I) Estará formada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y por ocho 

entidades. Será presidida conjuntamente por el Secretario de Hacienda y 

Crédito Público, que podrá ser suplido por el Subsecretario de Ingresos de 
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dicha Secretaría, y por el titular del órgano hacendario que elija la Comisión 

entre sus miembros. En esta elección no participará la Secretaría de Hacienda 

y Crédito Público. 

 
II) Las entidades estarán representadas por las ocho que al efecto elijan, las 

cuales actuarán a través del titular de su órgano hacendario o por la persona 

que éste designe para suplirlo. 

 
III) Las entidades que integren la Comisión Permanente serán elegidas por 

cada uno de los grupos que a continuación se expresan, debiendo 

representarlos en forma rotativa: 

 
GRUPO UNO: Baja California, Baja California Sur, Sonora y Sinaloa. 

GRUPO DOS: Chihuahua, Coahuila, Durango y Zacatecas. 

GRUPO TRES: Hidalgo, Nuevo León, Tamaulipas y Tlaxcala. 

GRUPO CUATRO: Aguascalientes, Colima, Jalisco y Nayarit. 

GRUPO CINCO: Guanajuato, Michoacán, Querétaro y San Luis Potosí. 

GRUPO SEIS: Distrito Federal, Guerrero, México y Morelos. 

GRUPO SIETE: Chiapas, Oaxaca, Puebla y Veracruz. 

 
 

GRUPO OCHO: Campeche, Quintana Roo, Tabasco y Yucatán. 

 
 

IV) Las entidades miembros de la Comisión Permanente durarán en su 

encargo dos años y se renovarán anualmente por mitad; pero continuarán en 
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funciones, aún después de terminado su período, en tanto no sean elegidas las 

que deban sustituirlas. 

 
V) La Comisión Permanente será convocada por el Secretario de Hacienda y 

Crédito Público, por el Subsecretario de Ingresos o por tres de los miembros de 

dicha Comisión. En la convocatoria se señalarán los asuntos que deban 

tratarse. 

 
Artículo 21. Serán facultades de la Comisión Permanente de Funcionarios 

Fiscales: 

 
I) Preparar las Reuniones Nacionales de Funcionarios Fiscales y establecer 

los asuntos de que deban ocuparse. 

 
II) Preparar los proyectos de distribución de aportaciones ordinarias y 

extraordinarias que deban cubrir la Federación y las Entidades para el 

sostenimiento de los órganos de coordinación, los cuales someterá a la 

aprobación de la Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales. 

 
III) Fungir como consejo directivo del Instituto para el Desarrollo Técnico de 

las Haciendas Públicas y formular informes de las actividades de dicho Instituto 

y de la propia Comisión Permanente, que someterá a la aprobación de la 

Reunión Nacional. 

 
IV) Vigilar la creación e incremento de los fondos señalados en esta Ley, su 

distribución entre las Entidades y las liquidaciones anuales que de dichos 

fondos formule la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como vigilar la 

determinación, liquidación y pago de participaciones a los Municipios que de 

acuerdo con esta Ley deben efectuar la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público y las Entidades; 
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V) Formular los dictámenes técnicos a que se refiere el artículo 11 de esta 

Ley. 

 
VI) Las demás que le encomienden la Reunión Nacional de Funcionarios 

Fiscales, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y los titulares de los 

órganos hacendarios de las entidades. 

 
Artículo 22. El Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas 

(INDETEC), es un organismo público, con personalidad jurídica y patrimonio 

propios, con las siguientes funciones: 

 
I) Realizar estudios relativos al sistema nacional de coordinación fiscal. 

 
 

II) Hacer estudios permanentes de la legislación tributaria vigente en la 

Federación y en cada una de las entidades, así como de las respectivas 

administraciones. 

 
III) Sugerir medidas encaminadas a coordinar la acción impositiva federal y 

local, para lograr la más equitativa distribución de los ingresos entre la 

Federación y las entidades. 

 
IV) Desempeñar las funciones de secretaría técnica de la Reunión Nacional 

y de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales. 

 
V) Actuar como consultor técnico de las haciendas públicas. 

 
 

VI) Promover el desarrollo técnico de las haciendas públicas municipales. 

 
 

VII) Capacitar técnicos y funcionarios fiscales. 
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VIII) Desarrollar los programas que apruebe la Reunión Nacional de 

Funcionarios Fiscales. 

 
Para el desempeño de las funciones indicadas el Instituto podrá participar en 

programas con otras instituciones u organismos que realicen actividades 

similares. 

 
Artículo 23. Los órganos del Instituto a que se refiere el artículo anterior, 

serán: 

 
I) El director general, que tendrá la representación del mismo. 

 
 

II) La asamblea general que aprobará sus estatutos, reglamentos, 

programas y presupuesto. La Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales 

Fungirá como asamblea general del Instituto. 

 
III) El consejo directivo que tendrá las facultades que señalen los estatutos. 

Fungirá como consejo directivo la Comisión Permanente de Funcionarios 

Fiscales. 

Artículo 24. La Junta de Coordinación Fiscal se integra por los representantes 

que designen la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y los titulares de los 

órganos hacendarios de las ocho entidades que forman la Comisión 

Permanente de Funcionarios Fiscales. 

 
1.6 Convenio de Adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal 

que celebran la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno 

del Estado de Quintana Roo. 

 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos 

Mexicanos.- Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
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CONVENIO de Adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal que 

celebran la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno del Estado 

de Quintana Roo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a la que en lo 

sucesivo se le denominará la "Secretaría", representada por su titular, el C. 

licenciado Guillermo Prieto Fortún, Subsecretario de Ingresos y el Gobierno del 

Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, al que en lo sucesivo se le 

denominará el "Estado", representado por los CC. licenciado Jesús Martínez 

Ross, licenciado José N. Irabién Medina y Jorge Jesús Mazurca Ferreyro, en 

su carácter de Gobernador Constitucional, Secretario General de Gobierno y 

Secretario de Finanzas del Estado, respectivamente, con fundamento en los 

siguientes artículos de la Legislación Federal: 31 fracción XV de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal, en relación con los artículos 

2o., 10, 11 y 12 de la Ley de Coordinación Política del Estado de Quintana 

Roo; 14 fracción VII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y 248 de la Ley de 

Hacienda del propio Estado y Decreto de 31 de mayo de 1975 publicado en el 

Periódico Oficial de la misma fecha, y 

 
CONSIDERANDO: 

PRIMERO. Que el pacto federal establecido en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos requiere una mejor distribución de recursos fiscales 

entre Federación, Estados y Municipios; pues solo fortaleciendo las haciendas 

públicas de los diversos niveles de gobierno se puede aspirar a sustentar en 

realidades la soberanía de los Estados y la autonomía política y administrativa 

de los Municipios. 

 
SEGUNDO. Que el sistema fiscal nacional debe ser armónico evitando en lo 

posible la superposición de gravámenes federales, estatales y municipales, 

cuyo conjunto puede producir cargas fiscales excesivas en los contribuyentes, 

además de múltiples intervenciones de vigilancia por parte de las diversas 

autoridades en esta materia. 
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TERCERO. Que los convenios únicos de coordinación celebrados entre el 

Ejecutivo Federal y los Gobiernos, de los Estados, en los años 1977 y 1978, 

consignaron el compromiso del propio Ejecutivo Federal de proponer al H. 

Congreso de la Unión la expedición de una Ley de Coordinación Fiscal entre la 

Federación y los Estados, que regule las relaciones fiscales entre ambos 

órdenes de gobierno y fortalezca las finanzas públicas locales y que el 

Ejecutivo Federal, en cumplimiento de dicho compromiso presentó al H. 

Congreso de la Unión, en noviembre de 1978 la iniciativa de referencia, la cual 

fue aprobada. 

 
CUARTO. Que las participaciones en impuestos federales a favor de Estados y 

Municipios se han venido estableciendo sólo sobre algunos de los impuestos 

de la Federación en proporciones y conforme a procedimientos de distribución 

que varían en cada una de las leyes que las otorgan y que, en su conjunto 

dichas participaciones, si bien han venido en aumento, el incremento de las 

mismas representa una proporción cada vez menos de los recursos fiscales 

totales de la Federación. 

 
QUINTO. Que la nueva Ley de Coordinación Fiscal establece un Sistema 

Nacional de Coordinación Fiscal, al que se pueden adherir los Estados 

mediante convenios que celebren con la Secretaría de Hacienda Viernes 28 de 

Diciembre de 1979 DIARIO OFICIAL y Crédito Público, de acuerdo con los 

cuales las entidades recibirán por cientos fijos de todos los impuestos 

federales, lo que representará para las entidades federativas, no sólo mayores 

recursos, sino proporciones constantes de la recaudación federal, a cambio de 

lo cual dichas entidades se obligan a no mantener en vigor impuestos estatales 

o municipales que contraríen las limitaciones señaladas en la Ley del Impuesto 

al Valor Agregado y en las leyes sobre impuesto especiales que sólo puede 

establecer la Federación, de acuerdo con la Constitución Política. 
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SEXTO. Que dotar de mayores recursos a los Estados otorga a éstos la base 

económica para que hagan lo mismo con sus municipios, ya que el 

fortalecimiento de la institución municipal constituye la base y garantía de 

nuestro desarrollo democrático. 

 
SEPTIMO. Que es preciso establecer en los convenios que se celebren no sólo 

el conjunto de recursos destinados a las entidades federativas, sino también  

las formulas conforme a las cuales participará cada entidad y precisar los 

procedimientos que deban seguirse para identificar el origen por entidad 

federativa de diversos impuestos de la Federación, facilitando así la aplicación 

de dichas fórmulas. 

 
Por lo expuesto, la Secretaría y el Estado acuerdan celebrar el presente 

Convenio, en los términos de las siguientes: 

 
CLAUSULAS: 

 
 

PRIMERA. El Estado conviene con la Secretaría en adherirse al Sistema 

Nacional de Coordinación Fiscal, en los términos de la Ley de Coordinación 

Fiscal, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal, de este Convenio, y 

de sus anexos, que se consideran formante parte integrante del mismo. La Ley 

de Coordinación Fiscal citada en este documento, es la publicada en el "Diario 

Oficial" de la Federación de 27 de diciembre de 1978. 

 
SEGUNDA. Para los fines de los artículos 2o. de la Ley de Coordinación Fiscal 

y Quinto Transitorio del mismo ordenamiento, se entenderá por "ingresos 

totales anuales que obtenga la Federación por concepto de impuestos", las 

cantidades percibidas durante el año de calendario de que se trate, excluyendo 

los impuestos adicionales a que se refiere el párrafo final del artículo 2o. citado 

y el monto de las devoluciones y compensaciones efectuadas durante el mismo 

período. 
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Los estímulos fiscales que otorgue la Federación en relación con ingresos 

federales, serán tomados en cuenta para los efectos del párrafo anterior, como 

impuestos realmente cobrados. Las devoluciones de impuestos pagados 

previamente no se considerarán, para los efectos de esta cláusula, como 

estímulo fiscal. 

 
Respecto de los recargos por impuestos federales, se conviene que el monto 

de los percibidos en cada año de calendario, se apliquen los mismos por 

cientos utilizados para el cálculo de Fondo general de Participaciones y del 

Fondo Financiero Complementario de Participaciones y que las cantidades 

resultantes se adicionen, por la Federación, al Fondo respectivo. El monto de 

los recargos no se sumará a los impuestos cuyo origen por entidad federativa 

sea plenamente identificable, a que se refieren las cláusulas siguientes. 

 
TERCERA. Para los efectos del artículo 3o. de la Ley de Coordinación Fiscal, 

se consideran impuestos federales, cuyo origen por entidad federativa es 

plenamente identificable, los siguientes: 

I) Al valor agregado. 

II) Sobre producción y consumo de cerveza. 

III) Sobre Envasamiento de bebidas alcohólicas. 

IV) Sobre compraventa de primera mano de aguas envasadas y refrescos. 

V) Sobre tabacos labrados. 

VI) Sobre venta de gasolina. 

VII) Sobre enajenación de vehículos nuevos. 

VIII) Sobre tenencia o uso de vehículos. 

IX) Al ingreso global de las empresas, sobre erogaciones por remuneración al 

trabajo personal prestado bajo la dirección y dependencia de un patrón, sobre 

la renta por la prestación de servicios personales subordinados a que deba ser 

retenido y al valor agregado pagado mediante el sistema de estimativa, 

correspondientes a causantes menores del impuesto sobre la renta, y a 

causantes personas físicas sujetas a bases especiales de tributación en 
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actividades agrícolas, ganaderas, de pesca y conexas en materia del citado 

impuesto sobre la renta. 

 
CUARTA. Para identificar el origen del impuesto al valor agregado por entidad 

federativa, se procederá como sigue: 

I) Cuando el contribuyente sólo tenga uno o varios establecimientos en una 

entidad federativa será asignable para ésta: 

a) El impuesto del ejercicio que resulte a cargo del contribuyente. 

b) El impuesto al valor agregado pagado en aduana con motivo de la 

importación de bienes tangibles durante el ejercicio. 

c) Las diferencias por impuesto al valor agregado correspondientes a ejercicios 

anteriores, que hubieran sido pagadas por el contribuyente en el ejercicio de 

que se trate. 

 
Si el resultado de estas operaciones fuere negativo, no precederá asignación. 

 
 

II) Cuando el contribuyente tenga establecimientos en dos o más entidades 

federativas, el impuesto asignable a que se refiere la fracción I, se prorrateará 

entre las entidades donde el contribuyente tenga establecimientos. 

 
El prorrateo se hará dividiendo la cantidad que resulte de aplicar las tasas del 

impuesto al valor agregado que correspondan a la enajenación, otorgamiento 

del uso o goce temporal de bienes y prestación de servicios efectuados por el 

conjunto de establecimientos que el contribuyente tenga en cada entidad, entre 

la cantidad que se obtenga de realizar la misma operación para todos los 

establecimientos del contribuyente. Los Viernes 28 de Diciembre de 1979 

DIARIO OFICIAL cocientes así obtenidos se multiplicarán por el impuesto 

asignable y los resultados serán las cantidades que correspondan a cada 

entidad federativa. 
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El impuesto al valor agregado se asignará en el año de calendario en que 

termine el ejercicio. Las diferencias de ejercicios anteriores se asignarán en el 

año en que se paguen. No se considerará identificable el origen de este 

impuesto, cuando se trate de contribuyentes que no estén obligados a 

presentar declaración del ejercicio. 

Para efectos de esta cláusula se entenderá por impuesto del ejercicio y por 

establecimiento, los que señale el Reglamento de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado. 

 
QUINTA. Se identificará el origen de los impuestos a que se refieren las 

fracciones II a VII de la Cláusula Tercera de este Convenio, por entidad 

federativa, conforme a las siguientes reglas: 

I) El impuesto asignable será: 

a) El impuesto del ejercicio. 

b) Las diferencias de impuesto pagadas por los contribuyentes 

correspondientes a ejercicios anteriores. 

 
Si el resultado de estas operaciones fuere negativo, no procederá asignación. 

 
 

Para los efectos de esta cláusula se entenderá como impuesto del ejercicio, el 

causado durante el ejercicio del impuesto al valor agregado del contribuyente. 

 
II) El impuesto asignable se distribuirá entre las entidades federativas, de 

acuerdo a los por cientos siguientes: 

Impuesto Entidades productoras consumidoras 

Producción y consumo de Cerveza................ 6% 94% 

Envasamiento de Bebidas Alcohólicas............ --- 100% 

Compraventa de Primera Mano de Aguas Envasadas y Refrescos... 40% 60% 

Tabacos Labrados....... 10% 90% 

Venta de Gasolina...... --- 100% 

Enajenación de vehículos Nuevos............ --- 100% 
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Cuando los contribuyentes tengan fábricas en dos o más entidades federativas, 

el impuesto correspondiente a las entidades productoras se asignará entre 

ellas en proporción al impuesto causado por la producción en cada entidad 

durante el ejercicio de que se trate. 

 
El impuesto correspondiente a las entidades consumidoras se asignará entre 

ellas en proporción al impuesto causado correspondiente a los productos 

distribuidos para su venta en cada entidad, en el ejercicio de que se trate. 

 
Tratándose de contribuyentes del impuesto sobre tabacos labrados, cuyo 

capital sea menor de $10,000.00, el monto total del impuesto asignable 

corresponderá a la entidad donde se elaboren los productos. 

 
Los impuestos a que se refiere esta cláusula se asignarán en el año de 

calendario en que termine el ejercicio del impuesto al valor agregado. No se 

considerará identificable el origen de dichos impuestos, cuando se causen por 

contribuyentes no obligados a presentar la declaración del ejercicio del 

impuesto al valor agregado. 

 
SEXTA. La identificación del origen del impuesto sobre tenencia o uso de 

automóviles, por entidad federativa, se efectuará asignando el monto total del 

impuesto pagado por los contribuyentes, a la entidad federativa donde la 

paguen, en el mismo año en que se realice dicho pago. 

 
SEPTIMA. Tratándose de causantes menores del impuesto sobre la renta y de 

causantes personas físicas sujetos a bases especiales de tributación en 

actividades agrícolas, ganaderas, de pesca y conexas, se identificará el origen 

por entidad federativa de los siguientes impuestos: al ingreso global de las 

empresas, sobre erogaciones por remuneración al trabajo personal prestado 

bajo la dirección y dependencia de un patrón, sobre la renta por prestación de 

servicios personales subordinados que deba retenerse y al valor agregado 
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pagado mediante el sistema de estimativa. La asignación se hará conforme a 

las siguientes reglas: 

 
I) El impuesto asignable será el monto que resulte de sumar el impuesto 

pagado por los contribuyentes, correspondiente a impuestos causados o 

retenidos en el ejercicio de que se trate y las diferencias de impuesto pagadas 

durante el mismo período, correspondientes a ejercicios anteriores. 

 
II) El monto determinado conforme a la fracción anterior será asignado a la 

entidad federativa donde se pague el impuesto, en el año de calendario en que 

se efectúe dicho pago. 

 
OCTAVA. Para los efectos del artículo 7o. de la Ley de Coordinación Fiscal, se 

conviene que los anticipos mensuales del Fondo General de Participaciones, 

que recibirá el Estado a partir de enero de 1980, se calcularán aplicando el por 

ciento que le corresponda en dicho Fondo a la cantidad que la Federación 

afecte al mismo en el mes de que se trate. Mientras no se determine el cambio 

anual que proceda en el por ciento mencionado, éste se continuará utilizando 

para el cálculo de los anticipos mensuales al Estado. 

 
La afectación mensual al Fondo General de Participaciones se Llevará a cabo 

tomando como base los ingresos totales que hubiera percibido la Federación, 

en el mes inmediato anterior por concepto de impuestos, especificados en la 

Cláusula Segunda, adicionados con el monto de los recargos  

correspondientes, tal como unos y otros los conozca el día 20 del mes en que 

se deba efectuar la afectación. En enero de 1980 ésta se calculará sobre la 

recaudación de impuestos totales y recargos obtenidos en el mes de diciembre 

de 1979. 

 
NOVENA. Para los efectos de distribuir entre las entidades federativas el 

Fondo Financiero Complementario de Participaciones, se estará a lo siguiente: 
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I) El 50% del Fondo se distribuirá ente todas las entidades federativas por 

partes iguales. 

II) El otro 50% del Fondo se distribuirá entre las mismas entidades, conforme a 

las siguientes reglas: 

a) La suma de las erogaciones en cada entidad federativa por concepto de 

participaciones en impuestos federales y de gasto corriente federal en 

educación primaria y secundaria, se dividirá entre la cantidad de habitantes de 

la entidad, obteniéndose así lo que en los cálculos siguientes se denominará 

"erogación por habitante". 

b) Se dividirá la unidad o número 1 entre la "erogación por habitante" y al 

resultado se le denomina "factor". 

c) Se determinará un primer por ciento que será el que el "factor" de cada 

entidad federativa represente en la suma de los "factores" de todas las 

entidades. 

d) Adicionalmente se calculará un "segundo por ciento", en la siguiente forma: 

1) El "factor" de cada entidad se multiplicará por la cantidad de sus 

habitantes. 

2) Se determinará el por ciento que el producto obtenido en cada entidad, 

conforme al subinciso que antecede, represente en el total de los mismos 

productos de todas las entidades federativas. 

e) El promedio aritmético del "primer por ciento" y del "segundo por ciento" será 

el tanto por ciento en que cada entidad federativa participará en esta parte del 

Fondo. 

 
DECIMA. Los anticipos mensuales que corresponden al Estado, del Fondo 

Financiero Complementario de Participaciones y las afectaciones al mismo que 

también mensualmente debe efectuar la Federación, se calcularán conforme a 

las mismas reglas y bases señaladas en la Cláusula Octava. 

 
DECIMA PRIMERA. En el supuesto de que parte de la información necesaria 

para la determinación de los coeficientes o por cientos de participaciones no se 
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obtenga oportunamente, la información no obtenida se estimará con base en 

los procedimientos que a efecto apruebe la Comisión Permanente de 

Funcionarios Fiscales. 

 
DECIMA SEGUNDA. El Distrito Federal, en su carácter de entidad federativa, 

incorporado por la Ley al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, será 

tomado en cuenta en todos los cálculos y distribución de participaciones, de 

acuerdo con las mismas reglas aplicables al Estado y a las demás entidades 

federativas. 

 
México, D. F., a 1o. de noviembre de 1979.- Por el Estado: el Gobernador 

Constitucional, Jesús Martínez Ross.- Rúbrica.- El Secretario General de 

Gobierno, José N. Irabién Medina.- Rúbrica.- El Secretario de Finanzas, Jorge 

Jesús Marzuca Ferreyro.- Rúbrica.- Por la Secretaría: El Secretario de 

Hacienda y Crédito Público, David Ibarra.- Rúbrica.- El Subsecretario de 

Ingresos, Guillermo Prieto Fortún.- Rúbrica. 

 
 

CAPITULO 2 

CONVENIO DE COLABORACION ADMINISTRATIVA EN 
MATERIA FISCAL FEDERAL QUE CELEBRAN EL GOBIERNO 

FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARIA DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PUBLICO Y EL GOBIERNO DEL 

ESTADO DE QUINTANA ROO 

 

 
2.1 Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal, 

vigente del 1º de Enero de 1997 al 05 de Febrero de 2009 

 
El Gobierno Federal por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público, a la que en lo sucesivo se denominará la “Secretaría”, representada 

por su titular el C. Dr. Guillermo Ortiz Martínez y el Gobierno del Estado Libre y 

Soberano de Quintana Roo al que en lo sucesivo se denominará el “Estado”, 
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representado por los CC. Ing. Mario E. Villanueva Madrid, Dr. Héctor Esquiliano 

Solís y Lic. José Chejin Pulido, en su carácter de Gobernador Constitucional, 

Secretario General de Gobierno y Secretario de Hacienda del Estado, 

respectivamente, con fundamento en los siguientes artículos de la legislación 

federal: 25, 26 y 116 fracción VII de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, 31 fracciones II, XI, XIV, XV y XXV de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, 6o. fracción XVIII del Reglamento Interior de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en relación con los artículos 13, 14 y 

15 de la Ley de Coordinación Fiscal; y en la legislación estatal, en los artículos: 

75 fracciones XXlll y XXXlll, 91 fracciones l y ll, 93 y 143 de la Constitución 

Política del Estado de Quintana Roo; 13, 14 y 29 fracción VIII de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública del Estado de Quintana Roo; 229 de la 

Ley de Hacienda del Estado y 28 fracción III del Código Fiscal del propio 

Estado, y 

 
CONSIDERANDO: 

 
 

Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagra los 

principios normativos de la conducción del desarrollo económico y social de la 

Nación y establece las bases para la integración y funcionamiento de la 

planeación nacional, como instrumento para lograr el ejercicio de las 

atribuciones que la propia Constitución y las leyes otorgan al Estado como 

rector de la vida económica, social, política y cultural del país. 

 
Que dentro del Sistema Nacional de Planeación, la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público desarrolla una función de apoyo al proyectar y calcular los 

ingresos públicos tomando en cuenta las necesidades del gasto y el equilibrio 

financiero del erario federal y que un marco jurídico adecuado permitirá el 

cumplimiento de los objetivos y prioridades para que el Plan Nacional de 

Desarrollo 1995-2000 y los programas que contiene, se realicen de manera 

efectiva, reconociendo, en todo momento que los cambios que imperan al 
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presente, pueden obligar su modificación y actualización. Que el Plan propone 

impulsar un nuevo federalismo para fortalecer a los Estados y los Municipios y 

fomentar la descentralización y el desarrollo regional, por lo que impulsar la 

colaboración administrativa entre la Federación y los gobiernos locales en 

materia fiscal, tiene el doble propósito de otorgar simultáneamente mayores 

ingresos y atribuciones a las entidades federativas, en correspondencia con 

sus responsabilidades institucionales y sus funciones públicas. 

 
Que en el marco del pacto federal, entendido éste como una relación política, 

económica y social que implica la corresponsabilidad de todas las entidades, el 

Plan Nacional de Desarrollo identifica al Sistema Nacional de Coordinación 

Fiscal como un instrumento clave del federalismo, dinámico y perfectible, a 

través de una transformación y actualización permanente, basada en la 

realidad, mediante un proceso de examen, evaluación y modificación tanto en 

materia legislativa como en administración. 

 
Que dentro del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, la colaboración 

administrativa ha sido objeto de estrategia y redefinición de quehaceres y 

responsabilidades de las entidades federativas, Municipios y el Gobierno 

Federal, por esta razón han sido celebrados convenios y anexos que a su vez 

han sido substituidos por otros en los que las labores específicas a realizar son 

el resultado de las políticas nacionales. 

 
Que lo anterior significa también, que las entidades y sus Municipios no son 

meros receptores de ingresos provenientes de participaciones, sino que son 

parte actuante de la administración tributaria nacional, pues de ellas depende 

también en forma esencial la mejoría en los sistemas de administración de los 

conceptos denominados ingresos coordinados, siendo algunos tan importantes 

como el impuesto al valor agregado. 
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Que el esfuerzo desarrollado por las entidades federativas es congruente con 

las directrices de la Planeación Nacional y las enseñanzas y experiencias 

acumuladas en la operación de los convenios de colaboración administrativa y 

sus anexos han demostrado un desenvolvimiento de la capacidad 

administrativa de las entidades federativas y Municipios, lo cual ha hecho 

posible el incremento de los recursos a los tres niveles de gobierno. 

 
Que la firma de un convenio en el que además de continuar con las facultades 

delegadas a los Estados, éstas se amplíen, obedece a la necesidad de 

instrumentar y darle aplicación al contenido del Plan Nacional de Desarrollo 

1995-2000 en el que se establece que “debe mejorar la colaboración 

administrativa entre la Federación y los gobiernos locales en materia fiscal. En 

particular, deben aprovecharse las ventajas comparativas de cada nivel de 

gobierno para realizar las tareas de fiscalización y deben introducirse 

incentivos que premien a los gobiernos locales cuando contribuyan a lograr un 

cumplimiento amplio y correcto de las obligaciones fiscales”. 

 
Que por lo anteriormente expuesto, se hace necesaria la concertación de un 

nuevo convenio de colaboración administrativa entre la Federación y el Estado 

en el que se incluyan nuevas facultades y responsabilidades como son las 

correspondientes a la realización de actos de comprobación en materia del 

impuesto al valor agregado sin la presencia de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, bajo un programa coordinado, que se denominará 

“fiscalización concurrente”. 

 
Que igualmente el Estado, podrá realizar actos de comprobación del impuesto 

sobre la renta e impuesto al activo, simultáneamente con la revisión al 

impuesto al valor agregado, con las excepciones que en el propio convenio se 

establecen. 
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Que asimismo, son delegadas al Estado facultades en materia del impuesto 

especial sobre producción y servicios, tratándose de contribuyentes sujetos a 

régimen simplificado en el impuesto sobre la renta, en los mismos términos que 

se establecen para el impuesto al valor agregado. 

 
Que como consecuencia de dicha delegación en materia de los impuestos al 

valor agregado, sobre la renta, al activo y especial sobre producción y 

servicios, el Estado llevará a cabo todos los actos de determinación del 

impuesto omitido y sus accesorios, incluso a través del procedimiento 

administrativo de ejecución, exigencia y seguimiento de la garantía del interés 

fiscal y asimismo, resolverá sobre los recursos administrativos, en los términos 

del Código Fiscal de la Federación cuando éstos se interpongan en contra de 

las resoluciones dictadas por el Estado y que tratándose de la intervención en 

juicio, el Gobierno Federal ha considerado conveniente que el Estado asuma la 

defensa de las resoluciones que él mismo haya emitido en el ejercicio de sus 

funciones, independientemente de la intervención que a la Secretaría 

corresponda. 

 
Que por otra parte, el Estado se obliga a cumplir las metas fijadas en el 

convenio en materia de verificación del padrón de contribuyentes y en caso 

contrario le serán aplicables los descuentos correspondientes, cuyas 

cantidades una vez descontadas de sus participaciones o incentivos, serán 

distribuidas al resto de las entidades que hayan cumplido con sus metas, de 

conformidad con la fórmula establecida basada en excedentes de 

contribuyentes verificados. 

 
Que también es de resaltarse que, en apoyo a la presencia fiscal, se ampliarán 

las facultades del Estado en la función recaudatoria de algunos ingresos 

coordinados y sus accesorios. Estos serán recibidos en las instituciones de 

crédito autorizadas por la entidad o en las oficinas recaudadoras que autorice 

el propio Estado; se autoliquidarán y, en su caso, reintegrarán a la Tesorería de 
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la Federación lo correspondiente. De esta manera, se liga el esfuerzo 

recaudatorio con la obtención de recursos inmediatos. 

Que igualmente, se incluye la obligación del Estado de continuar con la 

integración y actualización de un registro estatal vehicular, independientemente 

de que el impuesto sobre tenencia o uso de vehículos sea del orden federal o 

estatal. Este instrumento de control protege por una parte, la integración de la 

industria automotriz nacional y, por otra, facilita el cumplimiento de las 

obligaciones fiscales en esta materia y constituye fuente de información, tanto 

en el ámbito tributario como en otras instancias gubernamentales. 

 
Que por otra parte, las entidades federativas continuarán con las facultades 

delegadas en materia aduanera, sobre vehículos de procedencia extranjera de 

ilegal estancia o tenencia en el país. 

 
Que en lo que respecta a incentivos económicos a recibir por el Estado y sus 

Municipios, además de los conceptos por los que hasta la fecha ha percibido, 

se incluyen expresamente los correspondientes a: los impuestos sobre la renta 

y al activo; en el impuesto al valor agregado: 100% de las multas impuestas por 

la falta del dictamen fiscal; 100% de las multas impuestas por la omisión de 

obligaciones del contribuyente; en el impuesto especial sobre producción y 

servicios: 100% del monto efectivamente pagado de los créditos determinados 

y sus correspondientes accesorios. Asimismo, el incremento del 21% a 50% 

por las actividades de vigilancia del cumplimiento de obligaciones fiscales y del 

65% al 80%, tratándose de gastos de ejecución en esta materia. 

 
Que en materia de verificación de vehículos de procedencia extranjera, excepto 

automóviles deportivos y/o de lujo, el Estado percibirá el 100% de los vehículos 

embargados precautoriamente por él u otros con un valor equivalente, una vez 

que hayan sido adjudicados al fisco federal. Además para el caso de que los 

vehículos se encuentren inutilizados permanentemente para la circulación, la 
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entidad podrá enajenarlos y percibirá el 95% del producto neto de dicha 

enajenación. 

 
Que toda vez que la administración de los ingresos federales a que este 

Convenio se contrae, serán realizados por el Estado y sus Municipios, es 

indispensable que la programación, normatividad y evaluación de estas tareas 

esté en manos del Gobierno Federal y que ello garantiza la uniformidad de los 

sistemas en todo el país, respecto del sentido y alcance de las normas 

tributarias para que los contribuyentes reciban igual trato por parte de las 

autoridades fiscales y para que se establezcan las bases de operación con la 

necesaria uniformidad y asimismo se evalúe la eficiencia en el manejo de los 

ingresos federales operados por el Estado, siempre dentro de un marco de 

respeto a las autoridades estatales competentes en materia fiscal. Las 

entidades federativas podrán formular propuestas sobre la determinación de 

sus metas y de los actos de fiscalización para la programación conjunta. 

 
Que el sistema de compensación de fondos y rendición de la cuenta 

comprobada requiere un procedimiento que perfeccione al que actualmente se 

sigue. Que por todo lo anterior, la Secretaría y el Estado, acuerdan celebrar el 

presente Convenio, en los términos de las siguientes: 

 
CLÁUSULAS: 

SECCIÓN I 

DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 

 
 

PRIMERA. El objetivo del presente Convenio es que las funciones de 

administración de los ingresos federales, que se señalan en la siguiente 

cláusula, se asuman por parte del Estado, a fin de ejecutar acciones en materia 

hacendaría dentro del marco de la planeación nacional del desarrollo. 

 
SEGUNDA. La Secretaría y el Estado convienen coordinarse en: 
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I. Impuesto al valor agregado, respecto de las facultades que en este 

Convenio se establecen expresamente, en las cláusulas séptimas y 

octava. 

II. Impuesto sobre la renta e impuesto al activo, en los términos que se 

establecen en las cláusulas séptima y octava. 

III. Impuesto especial sobre producción y servicios, en los términos que se 

establecen en las cláusulas séptima y octava. 

IV. Impuesto sobre tenencia o uso de vehículos, excepto aeronaves, en los 

términos de la cláusula novena. 

V. Multas impuestas por las autoridades administrativas federales no 

fiscales, a infractores domiciliados dentro de la circunscripción territorial 

del Estado, excepto las destinadas a un fin específico y las participables 

con terceros, así como las impuestas por la Secretaría y sus organismos 

desconcentrados, en los términos de la cláusula décima. 

VI. El ejercicio de las facultades relacionadas con las siguientes actividades: 

a) Las referidas en el artículo 41 del Código Fiscal de la Federación, en 

relación con las contribuciones y en los términos que se establecen en la 

cláusula decimoprimera. 

b) La comprobación del cumplimiento de las obligaciones establecidas en 

los artículos 29 y 42 fracción V del Código Fiscal de la Federación, en 

los términos señalados en la cláusula decimosegunda. 

c) Las de verificación de la legal estancia o tenencia en territorio nacional 

de vehículos de procedencia extranjera, en los términos de la cláusula 

decimotercera. 

 
2.2 Anexo No. 3 al Convenio de Colaboración Administrativa en Materia 

Fiscal Federal, Celebrado entre el Gobierno Federal, por conducto de la 

Secretaria de Hacienda y Crédito Público, y el Gobierno del Estado de 

Quintana Roo 
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Se decretó las reformas al artículo 139 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 

para establecer, que las entidades federativas con las que se celebre convenio 

de coordinación en la materia de que se trata, podrán estimar el ingreso 

gravable del contribuyente y determinar cuotas fijas para cobrar el impuesto 

respectivo. 

(Publicado el día 24 de noviembre del 2004). 

 
 

2.3 Anexo No. 5 al Convenio de Colaboración Administrativa en Materia 

Fiscal Federal que Celebran el Gobierno Federal, por conducto de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y el Gobierno del Estado de 

Quintana Roo. 

 
Fue conferido en base al artículo 191 de la Ley Federal de Derechos, que 

paguen los contratistas de obra pública y de servicios relacionados con la 

misma, financiados con recursos comprendidos en el Convenio Único de 

Desarrollo, por el servicio de vigilancia, inspección y control que las leyes de la 

materia encomendaban a la entonces Secretaría de la Contraloría General de la 

Federación, actualmente Secretaría de la Función Pública. 

(Publicado el día 19 de julio del 2004). 

 
 

2.4 Anexo No. 7 al Convenio de Colaboración Administrativa en Materia 

Fiscal que Celebran el Gobierno Federal, por Conducto de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, y el Gobierno del Estado de Quintana Roo. 

 
Establecer que los contribuyentes que tributen en el citado régimen intermedio, 

efectúen un pago mensual a la tasa del 5% aplicable a la utilidad fiscal 

determinada, de conformidad con el artículo 127 de la Ley del Impuesto sobre 

la Renta. 

(Publicado el día 24 de marzo del 2003). 
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2.5 Acuerdo por el que se Modifica el Convenio de Colaboración 

Administrativa en Materia Fiscal Federal, Celebrado entre el Gobierno 

Federal, por Conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y el 

Gobierno del Estado de Quintana Roo y se Suscribe el Anexo No. 9 de 

dicho Convenio. 

 
Se aprobó la adición del artículo 191-F y de un último párrafo al artículo 199-B 

de la Ley Federal de derechos, sobre los ingresos que se obtengan por el 

cobro de los derechos a que se refieren los artículos 191-D, 191-E y 199-B, 

percibirán la totalidad de los ingresos que se generen. 

(Publicado el día 09 de septiembre del 2004). 

 
 

2.6 Anexo No. 10 al Convenio de Colaboración Administrativa en Materia 

Fiscal Federal que Celebran el Gobierno Federal, por Conducto de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y el Gobierno del Estado de 

Quintana Roo. 

 
La condonación total o parcial de recargos y multas será acordada por la 

autoridad, atendiendo a la situación financiera del contribuyente, a su 

posibilidad de pago y en función de la carga financiera que representen tales 

recargos y multas para el propio contribuyente. (Décimo primero de la Ley de 

Ingresos de la Federación para el ejercicio Fiscal 2004). 

(Publicado el día 24 de octubre del 2004). 

 
 

Por el Estado: el Gobernador Constitucional, Joaquín Ernesto Hendricks 

Díaz.- Rúbrica.- El Secretario de Gobierno, Efraín Villanueva Arcos.- 

Rúbrica.- El Secretario de Hacienda, Jorge Antonio Brito Alpuche.- Rúbrica.- 

Por la Secretaría: el Secretario de Hacienda y Crédito Público, José Francisco 

Gil Díaz.- Rúbrica. 
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2.7 Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal 

que Celebran el Gobierno Federal por Conducto de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público y el Gobierno del Estado de Quintana Roo. 

Publicado el día 27 de febrero del 2009 en el Periódico Oficial del Estado y el día 6 del 

mismo mes y año en el Diario Oficial de la Federación. 

 

El Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público, a la que en lo sucesivo se denominará la “Secretaría”, representada 

por su titular el C. Agustín Guillermo Carstens Carstens y el Gobierno del 

Estado Libre y Soberano de Quintana Roo al que en lo sucesivo se denominará 

la “entidad”, representada por los CC. Lic. Félix Arturo González Canto,  

Rosario Ortiz Yeladaqui y Lic. Fredy Efrén Marrufo Martín, en su carácter de 

Gobernador Constitucional, Secretaria de Gobierno y Secretario de Hacienda, 

respectivamente,, con fundamento en los siguientes artículos de la legislación 

federal: 25, 26 y 116 fracción VII de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, 31 fracciones II, XI, XIV, XV y XXV de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, 6o. fracción XVIII del Reglamento Interior de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en relación con los artículos 13, 14 y 

15 de la Ley de Coordinación Fiscal, y en la legislación estatal, en los artículos: 

75 fracción XXIII, 91 fracciones I y II, 93 y 153 de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 11, 19 fracciones I y III, 27, 30 

fracción VII, 31 fracción VIII y 33 fracciones I y XX de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública del Estado de Quintana Roo; 229 de la Ley  de 

Hacienda del Estado; y 28 fracción III del Código Fiscal del propio Estado, y 

 
CONSIDERANDO: 

 
 

Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagra a la 

planeación nacional como un instrumento idóneo para promover una política de 

desarrollo que refuerce las bases sociales del Estado y la viabilidad de 

nuestras instituciones, que confiera transparencia a las acciones de gobierno y 

que impulse la actividad económica, social, política y cultural del país; Que una 
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muestra clara del federalismo de nuestro país es el Sistema Nacional de 

Coordinación Fiscal, en el que participan todas las entidades federativas y el 

Gobierno Federal, y que constituye un espacio de acercamiento, de diálogo y 

de organización de acciones conjuntas en relación con la administración de las 

finanzas públicas del país; 

 
Que la colaboración administrativa en materia fiscal federal es congruente y 

respetuosa de las atribuciones constitucionales que corresponden a cada uno 

de los órdenes de gobierno; 

 
Que el gran esfuerzo desarrollado por las entidades federativas y los 

municipios, así como la experiencia acumulada por la operación de los 

Convenios de Colaboración Administrativa en materia Fiscal Federal y sus 

Anexos, han demostrado un desenvolvimiento de la capacidad administrativa 

de los tres órdenes de gobierno; sin embargo, se deben realizar acciones para 

perfeccionar la colaboración administrativa en materia fiscal federal a efecto de 

mejorar la eficiencia recaudatoria e impulsar una mayor autonomía financiera 

de las entidades federativas y municipios; 

 
Que para los efectos anteriores es conveniente que las entidades federativas y 

los municipios, como parte actuante de la administración tributaria nacional, 

tengan una mayor intervención dentro del esquema de coordinación fiscal; 

 
Que recientemente fueron publicadas las leyes de los impuestos empresarial a 

tasa única y a los depósitos en efectivo, vigentes a partir del 1 de enero y 1 de 

julio de 2008, respectivamente, en cuya administración es conveniente que 

participen las entidades en iguales términos y con los mismos incentivos que 

aplican actualmente respecto de los impuestos al valor agregado, sobre la 

renta, al activo, en la parte que corresponda a ejercicios anteriores a la 

abrogación de la ley que lo regulaba, y especial sobre producción y servicios; 
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Que con el presente Convenio la entidad continuará ejerciendo las funciones 

de administración de los impuestos sobre la renta respecto de algunos 

regímenes; sobre tenencia o uso de vehículos, y sobre automóviles nuevos, 

también ejercerá las funciones que tiene, respecto de la administración en su 

totalidad del régimen de pequeños contribuyentes, en materia de los impuestos 

sobre la renta y al valor agregado, incluyendo la correspondiente al impuesto 

empresarial a tasa única; 

 
Que de igual manera es importante mantener en este Convenio las 

disposiciones para que la entidad pueda seguir ejerciendo diversas facultades 

para la debida administración de todos los ingresos coordinados, tales como, 

revisar las resoluciones administrativas de carácter individual no favorables a 

un particular; determinar y notificar a los contadores públicos registrados las 

irregularidades de su actuación profesional, y las relativas a la vigilancia del 

uso de equipos de comprobación fiscal y al cumplimiento de obligaciones, entre 

otras; 

 
Que también se hace necesario establecer en este Convenio la participación 

de la entidad en los programas de intercambio de padrones y registros de 

contribuyentes; de actualización en la captura de los avisos al Registro Federal 

de Contribuyentes por parte de los pequeños contribuyentes, y del uso de la 

clave del Registro Federal de Contribuyentes o en su defecto de la Clave Única 

de Registro de Población, en los trámites de los contribuyentes; 

 
Que se estima conveniente mantener en este Convenio la posibilidad 

establecida en el artículo 13 de la Ley de Coordinación Fiscal de que la entidad 

pueda ejercer, a través de las autoridades fiscales municipales, cuando así lo 

acuerden expresamente, las funciones operativas de administración 

relacionadas con los pequeños contribuyentes, previa la publicación del 

Convenio de cada municipio en el órgano de difusión oficial de la entidad; 
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Que en aras de continuar fortaleciendo a las haciendas públicas locales, es 

conveniente incorporar dentro de las actividades coordinadas las relativas a la 

aplicación del procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivos 

los créditos fiscales determinados por la Federación, previamente acordados 

entre ésta y la entidad; 

 
Que para dar mayor claridad en la entrega de incentivos, se estima 

conveniente prever que en los casos en que una entidad inicie el ejercicio de 

las facultades de comprobación y debido al cambio de domicilio fiscal del 

contribuyente a otra entidad esta última continúe con dicho ejercicio, los 

incentivos correspondientes se percibirán de conformidad con la normatividad 

que al efecto emita la Secretaría y que si el contribuyente paga contribuciones 

el mismo día que se le deja el citatorio para notificar la orden respectiva o bien 

en que le fue notificado el acto de fiscalización, la entidad percibirá los 

incentivos siempre que desahogue los procedimientos que confirmen que el 

pago cubre adeudos fiscales, lo cual deberá constar en la última acta parcial, 

en el oficio de observaciones o en el oficio de conclusión, según se trate; 

 
Que para fortalecer los ingresos de la entidad, se estima conveniente 

incrementar del 50% al 100% los incentivos aplicables al monto de los 

impuestos, actualizaciones y recargos que se recauden por la entidad con 

motivo de los requerimientos formulados por la misma y, tratándose de los 

impuestos sobre la renta y al activo, del 75% al 100% del monto efectivamente 

pagado de los créditos determinados y que hayan quedado firmes, cuando las 

entidades cumplan con el programa operativo anual; de igual forma, resulta 

conveniente que este último porcentaje aplique en el caso de los impuestos 

empresarial a tasa única y a los depósitos en efectivo; 

 
Que es importante establecer expresamente que las actividades de planeación, 

programación y evaluación de las actividades de fiscalización se realizarán por 

la Secretaría con opinión de la entidad y que la Secretaría podrá ejercer su 
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facultad de verificación, aun cuando la entidad se encuentre ejerciendo las 

facultades delegadas; 

 
Que resulta conveniente prever que la Secretaría proporcionará a la entidad un 

Código de Conducta que norme la actuación de las autoridades estatales en el 

ejercicio de las facultades delegadas y, en caso de incumplimiento al citado 

código, la entidad aplicará las medidas correctivas que correspondan; 

 
Que en virtud de la reforma al artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, es necesario establecer que, tratándose de sus 

propias resoluciones, la entidad puede interponer recurso de revisión ante el 

Tribunal Colegiado de Circuito competente; 

 
Que resulta innecesario señalar expresamente que los servidores públicos que 

manejen fondos y recursos federales se encuentran sujetos a las disposiciones 

federales aplicables en materia de responsabilidades, pues el artículo 108 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ya establece dicha 

previsión; 

 
Que se considera conveniente ampliar las facultades de las entidades 

federativas tratándose de sus actos de comprobación en materia de los 

impuestos al valor agregado, sobre la renta, al activo, especial sobre 

producción y servicios, empresarial a tasa única y a los depósitos en efectivo, 

autorizándolas para que realicen el aseguramiento de bienes o negociaciones y 

para que practiquen el levantamiento del embargo precautorio; así como para 

que tramiten y resuelvan los recursos de revocación, intervengan en los juicios 

de nulidad e interpongan el recurso de revisión, tratándose de los conceptos de 

vigilancia del cumplimiento de obligaciones, de verificación del uso de equipos 

y sistemas electrónicos de registro fiscal, de máquinas registradoras de 

comprobación fiscal, de la expedición de comprobantes fiscales, así como de 



96  

que los envases o recipientes de bebidas alcohólicas tengan adherido el 

marbete o precinto correspondiente; 

 
Que en ese contexto, se considera necesaria la concertación de un nuevo 

Convenio de Colaboración Administrativa en materia Fiscal Federal entre la 

Federación y las entidades federativas, así como con los municipios, cuando 

así lo convengan expresamente, en el que se incluyan los aspectos 

mencionados, y se incorporen las facultades y responsabilidades en materia de 

los impuestos que ya tienen delegadas las entidades y los municipios a través 

de los Anexos que son comunes a todas ellas, y que por todo lo anterior, la 

Secretaría y la entidad, acuerdan celebrar el presente Convenio, en los 

términos de las siguientes: 

 
CLÁUSULAS: 

SECCIÓN I 

DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 

 
 

PRIMERA. El objeto del presente Convenio es que las funciones de 

administración de los ingresos federales, que se señalan en la siguiente 

cláusula, se asuman por parte de la entidad, a fin de ejecutar acciones en 

materia fiscal dentro del marco de la planeación nacional del desarrollo. 

 
SEGUNDA. La Secretaría y la entidad convienen coordinarse en: 

I. Impuesto al valor agregado, en los términos que se establecen en las 

cláusulas octava, novena, décima y décima primera de este Convenio. 

II. Impuesto sobre la renta, en los términos que se establecen en las cláusulas 

octava, novena, décima, décima primera y décima segunda de este Convenio. 

III. Impuesto al activo, en los términos que se establecen en las cláusulas 

octava, novena y décima de este Convenio. 

IV. Impuesto especial sobre producción y servicios, en los términos que se 

establecen en las cláusulas octava, novena y décima de este Convenio. 
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V. Impuesto empresarial a tasa única, en los términos que se establecen 

en las cláusulas octava, novena, décima y décima primera de este 

Convenio. 

VI. Impuesto a los depósitos en efectivo, en los términos que se 

establecen en las cláusulas octava, novena y décima de este Convenio. 

VII. Impuesto sobre tenencia o uso de vehículos, excepto aeronaves, en los 

términos de la cláusula décima tercera de este Convenio. 

VIII. Impuesto sobre automóviles nuevos, en los términos de la cláusula décima 

cuarta de este Convenio. 

IX. Multas impuestas por las autoridades administrativas federales no fiscales a 

infractores domiciliados dentro de la circunscripción territorial de la entidad, 

excepto las destinadas a un fin específico y las participables a terceros, así 

como las impuestas por la Secretaría y sus órganos desconcentrados, en los 

términos de la cláusula décima quinta de este Convenio. 

X. El ejercicio de las facultades relacionadas con las siguientes actividades: 

a) Las referidas en el artículo 41 del Código Fiscal de la Federación, en los 

términos que se establecen en la cláusula décima sexta de este 

Convenio. 

b) La comprobación del cumplimiento de las obligaciones establecidas en 

los artículos 29 y 42, fracciones IV y V, del Código Fiscal de la 

Federación, en los términos señalados en la cláusula décima séptima de 

este Convenio. 

c) Las relativas a la aplicación del procedimiento administrativo de 

ejecución para hacer efectivos los créditos fiscales determinados por la 

Federación a que se refiere la cláusula décima octava de este Convenio. 

d) Las de verificación del cumplimiento de las obligaciones fiscales y 

aduaneras, derivadas de la introducción al territorio nacional de las 

mercancías y los vehículos de procedencia extranjera, excepto 

aeronaves, así como su legal almacenaje, estancia o tenencia, 

transporte o manejo en el país cuando circulen en su territorio y, en su 
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caso, la determinación de créditos fiscales, en términos del Anexo 

correspondiente al presente Convenio. 

e) Las de promoción del uso de los certificados de la Firma Electrónica 

Avanzada, para la realización de los trámites y servicios electrónicos, de 

acuerdo a lo establecido en la cláusula séptima de este Convenio. 

XI. El ejercicio de las facultades relacionadas con derechos federales 

establecidos en la Ley Federal de Derechos, en los términos de los 

correspondientes Anexos al presente Convenio. 

 
TERCERA. La administración de los ingresos coordinados y el ejercicio de las 

facultades a que se refiere la cláusula segunda de este Convenio se efectuarán 

por la entidad, en relación con las personas que tengan su domicilio fiscal 

dentro de su territorio y estén obligadas al cumplimiento de las disposiciones 

fiscales que regulen dichos ingresos y actividades. Lo anterior, con las 

salvedades que expresamente se establecen en este Convenio. 

 
Por ingresos coordinados se entenderán aquellos ingresos federales en cuya 

administración participe la entidad, ya sea integral o parcialmente, en los 

términos de este Convenio. 

 
CUARTA. Las facultades de la Secretaría, que conforme a este Convenio se 

delegan a la entidad, serán ejercidas por el gobernador de la entidad o por las 

autoridades fiscales de la misma que, conforme a las disposiciones jurídicas 

locales, estén facultadas para administrar, comprobar, determinar y cobrar 

ingresos federales. 

 
A falta de las disposiciones a que se refiere el párrafo anterior, las citadas 

facultades serán ejercidas por las autoridades fiscales de la propia entidad que 

realicen funciones de igual naturaleza a las mencionadas en el presente 

Convenio, en relación con ingresos locales. En ese contexto, la entidad 

ejercerá la coordinación y control de las instituciones de crédito y de las 
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oficinas recaudadoras o auxiliares que autorice la misma para efectos de la 

recaudación, recepción de declaraciones, avisos y demás documentos a que 

se refiere el presente Convenio. 

 
Mediante pacto expreso con la Secretaría, la entidad, por conducto de sus 

municipios, podrá ejercer, parcial o totalmente, las facultades que se le 

confieren en este Convenio. 

 
En relación con las obligaciones y el ejercicio de las facultades conferidas 

conforme al presente instrumento en materia de ingresos coordinados, la 

Secretaría y la entidad convienen en que esta última las ejerza en los términos 

de las disposiciones jurídicas federales aplicables, incluso la normatividad, 

lineamientos, políticas y criterios que para tal efecto emita la Secretaría. 

 
QUINTA. La entidad informará en todos los casos a la Secretaría, a través de 

la administración local jurídica territorialmente competente, sobre la presunta 

comisión de cualquier delito fiscal federal de que se tenga conocimiento con 

motivo de sus actuaciones derivadas de este Convenio, salvo los de 

defraudación fiscal y sus equiparables. 

 
Tratándose de los delitos de defraudación fiscal y sus equiparables, la entidad 

deberá informar de estos casos a la Secretaría por conducto de la 

administración local de auditoría fiscal territorialmente competente. 

 
SEXTA. La entidad y la Secretaría se suministrarán recíprocamente la 

información que requieran respecto de las actividades y los ingresos 

coordinados a que se refiere este Convenio. 

 
La Secretaría, junto con la entidad, creará una base de datos con información 

común a la que cada una de las partes podrá tener acceso para instrumentar 
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programas de verificación y sobre el ejercicio de facultades de comprobación 

del cumplimiento de obligaciones fiscales. 

 
Para los efectos del párrafo anterior, la Secretaría podrá suministrar, previo 

acuerdo con la entidad, la información adicional de que disponga de los 

contribuyentes, siempre que no se encuentre obligada a guardar reserva sobre 

la misma. 

 
La entidad proporcionará a la Secretaría la información que esta última 

determine, relacionada con los datos generales e información de las 

operaciones que dicha entidad realice con los contribuyentes, de conformidad 

con las facultades, atribuciones y funciones delegadas a través de este 

Convenio en la forma, los medios y la periodicidad que establezca la 

Secretaría. 

 
La Secretaría podrá permitir la conexión de los equipos de cómputo de la 

entidad a sus sistemas de información, así como la entidad a la Secretaría, a 

fin de que cuenten con acceso directo para instrumentar programas de 

verificación, fiscalización y cobranza. Lo anterior, de conformidad con las 

disposiciones aplicables. 

 
SÉPTIMA. La entidad proporcionará a la Secretaría información de los  

registros vehiculares, de catastro, de la propiedad y del comercio, así como los 

sistemas de información y padrones que utilice para el control de 

contribuciones locales de acuerdo a los lineamientos que al efecto se emitan 

por la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales. Asimismo, la entidad 

será el conducto para recabar y suministrar a la Secretaría la información 

correspondiente a los municipios. 

 
La Secretaría y la entidad podrán celebrar convenios específicos para llevar a 

cabo acciones de manera conjunta —tales como realizar recorridos e 
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implementar metodologías para la obtención de información, incluyendo la 

correspondiente al Programa de Actualización del Registro Federal de 

Contribuyentes— para informar y asesorar a los contribuyentes acerca del 

exacto cumplimiento de sus obligaciones fiscales y aduaneras y promover su 

incorporación voluntaria o actualización de sus datos en el Registro Federal de 

Contribuyentes, de conformidad con lo dispuesto en la fracción III del artículo 

33 del Código Fiscal de la Federación. 

 
La entidad promoverá el uso de la clave del Registro Federal de 

Contribuyentes o, en su defecto, de la Clave Única de Registro de Población, 

en los trámites de pago de sus contribuciones y, en general, para la realización 

de trámites que impliquen el desempeño de una actividad económica por la 

que se deba estar inscrito en el mencionado registro. 

 
La entidad participará en un Programa Nacional de Cultura Contributiva, para lo 

cual llevará a cabo la planeación, implementación, seguimiento y evaluación de 

acciones de formación cívica y de cultura fiscal dentro de su propio sistema 

educativo, a efecto de fomentar los vínculos de identidad y economía nacional 

necesarios para la promoción de una cultura fiscal solidaria que sustente el 

cumplimiento voluntario y oportuno de las obligaciones fiscales. A efecto de 

establecer los mecanismos que garanticen el cumplimiento del mencionado 

programa, el Servicio de Administración Tributaria propondrá la suscripción de 

las correspondientes bases de coordinación con la entidad. 

 
La entidad fomentará entre sus municipios tanto su incorporación al programa 

referido en el párrafo que antecede como el establecimiento de los 

mecanismos de transparencia y rendición de cuentas de los incentivos 

económicos que perciben en los términos de este Convenio, 

independientemente de lo dispuesto en la Sección IV del mismo. 
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La Secretaría y la entidad podrán establecer mecanismos conjuntos de 

coordinación para la implantación y uso de los certificados de Firma Electrónica 

Avanzada emitidos por el Servicio de Administración Tributaria, en los trámites 

y servicios electrónicos de la entidad. 

 
Para los efectos del párrafo anterior, la Secretaría proporcionará a la entidad la 

asesoría para el diseño del servicio o trámite electrónico y para el 

establecimiento de la infraestructura necesaria para la generación de los 

certificados de los contribuyentes. El Servicio de Administración Tributaria 

propondrá las bases de coordinación que, para garantizar el cumplimiento de lo 

señalado, deban suscribirse con la entidad. 

 
SECCIÓN II 

DE LAS FACULTADES Y OBLIGACIONES 

 
 

OCTAVA. Tratándose de los ingresos coordinados a que se refieren la cláusula 

novena a décima cuarta, décima sexta y décima séptima del presente 

Convenio, en lo conducente, la entidad ejercerá las siguientes facultades: 

l. En materia de recaudación, comprobación, determinación y cobro: 

a) Recibir y, en su caso, exigir las declaraciones, avisos y demás 

documentos que establezcan las disposiciones fiscales y recaudar los 

pagos respectivos a través de las instituciones de crédito o en las 

oficinas recaudadoras o auxiliares que autorice la entidad, así como 

revisar, determinar y cobrar las diferencias que provengan de errores 

aritméticos. 

b) Comprobar el cumplimiento de las disposiciones fiscales y determinar 

los impuestos de que se trate, su actualización y accesorios a cargo de 

los contribuyentes, responsables solidarios y demás obligados, con 

motivo del ejercicio de sus facultades. 
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c) Las establecidas en el artículo 41 del Código Fiscal de la Federación. 

Esta facultad no será ejercida por la entidad tratándose de lo dispuesto 

en la cláusula décima séptima del presente Convenio. 

d) Notificar los actos administrativos y las resoluciones dictadas por la 

entidad, relativas al impuesto de que se trate y sus accesorios, 

requerimientos o solicitudes de informes emitidos por la entidad, así 

como recaudar, en su caso, el importe correspondiente. 

e) Llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución, para hacer 

efectivos los créditos fiscales que la entidad determine. 

f) Diseñar, emitir y publicar en el órgano de difusión oficial de la entidad los 

formatos para el pago de los ingresos coordinados a que se refiere este 

Convenio, los cuales deberán contener como mínimo los requisitos que 

establezca la Secretaría a través del Servicio de Administración 

Tributaria, siempre y cuando no exista forma oficial aprobada por la 

Secretaría. 

II. En materia de multas relacionadas con los ingresos coordinados de que se 

trata: 

a) Imponer, notificar y recaudar las que correspondan por infracciones al 

Código Fiscal de la Federación y demás disposiciones fiscales federales 

relacionadas con el cumplimiento de las obligaciones fiscales, cuando 

dichas infracciones hayan sido descubiertas por la entidad. 

b) Condonar y reducir las multas que imponga en el ejercicio de las 

facultades referidas en esta cláusula, de acuerdo con las disposiciones 

jurídicas federales aplicables y con la normatividad respectiva. 

III. En materia de autorizaciones: 

a) Otorgar las correspondientes al pago de créditos fiscales a plazo, ya sea 

diferido o en parcialidades, debiéndose garantizar el interés fiscal, en 

términos del Código Fiscal de la Federación y su Reglamento. 

b) Recibir y resolver las solicitudes presentadas por los contribuyentes 

respecto de la devolución de cantidades pagadas indebidamente a la 

entidad y, en su caso, efectuar el pago correspondiente; verificar la 
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procedencia de las compensaciones efectuadas por los contribuyentes. 

Asimismo, determinar y cobrar las devoluciones o compensaciones 

improcedentes e imponer las multas que correspondan. Lo anterior con 

las salvedades a que se refiere la cláusula décima cuarta de este 

Convenio. 

IV. En materia de cancelación de créditos fiscales derivados de los ingresos a 

que se refiere la cláusula segunda de este Convenio, la entidad la llevará a 

cabo de conformidad con las disposiciones fiscales federales aplicables y con 

la normatividad que al efecto emita la Secretaría. 

V. En materia de declaratorias de prescripción de créditos fiscales y de 

extinción de facultades de la autoridad fiscal, tratándose de los ingresos a que 

se refiere la cláusula segunda de este Convenio, la entidad las tramitará y 

resolverá en los términos previstos en el Código Fiscal de la Federación y 

demás disposiciones jurídicas federales aplicables. 

VI. En materia de resoluciones administrativas de carácter individual no 

favorables a un particular, la entidad revisará y, en su caso, modificará o 

revocará las que haya emitido en los términos del penúltimo y último párrafo 

del artículo 36 del Código Fiscal de la Federación. 

VII. En materia de recursos administrativos, la entidad tramitará y resolverá los 

establecidos en el Código Fiscal de la Federación, en relación con actos o 

resoluciones de la misma, emitidos en ejercicio de las facultades que le 

confiere este Convenio. 

VIII. En materia de juicios, la entidad intervendrá como parte en los que se 

susciten con motivo de las facultades delegadas por virtud de este Convenio. 

De igual manera, ésta asumirá la responsabilidad en la defensa de los mismos, 

sin perjuicio de la intervención que corresponde a la Secretaría. Para este 

efecto la entidad contará con la asesoría legal de la Secretaría, en la forma y 

términos que se le solicite. 

La entidad informará periódicamente a la Secretaría, de acuerdo con los 

lineamientos que al efecto señale esta última, la situación en que se 
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encuentren los juicios en que haya intervenido y de las resoluciones que 

recaigan sobre los mismos. 

IX. En materia del recurso de revisión, la entidad se encuentra facultada para 

interponer dicho recurso en contra de sentencias y resoluciones, ante el 

Tribunal Colegiado de Circuito competente, por conducto de las Salas, 

Secciones o Pleno del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 

relación con los juicios en que la propia entidad haya intervenido como parte. 

X. En materia de consultas, la entidad resolverá las que sobre situaciones 

reales y concretas le hagan los interesados individualmente, conforme a la 

normatividad emitida al efecto por la Secretaría, misma que será remitida a la 

propia entidad, así como sus modificaciones. 

 
NOVENA. En materia de los impuestos al valor agregado, sobre la renta, al 

activo, empresarial a tasa única, especial sobre producción y servicios y a los 

depósitos en efectivo, la entidad, en ejercicio de las facultades de 

comprobación, tendrá las atribuciones relativas a la verificación del 

cumplimiento de las disposiciones fiscales, incluyendo las de ordenar y 

practicar visitas e inspecciones en el domicilio fiscal o establecimiento de los 

contribuyentes, de los responsables solidarios y de los terceros relacionados 

con ellos; así como en las oficinas de la autoridad competente. 

 
La entidad estará facultada para dejar sin efectos las órdenes de visita 

domiciliaria y los oficios de solicitud de información y documentación, así como 

todos los actos que deriven de ellos, en los casos y de conformidad con la 

normatividad que para tal efecto se emita, asimismo podrán reponer el 

procedimiento de las visitas domiciliarias de conformidad con lo dispuesto en la 

fracción VIII del artículo 46 del Código Fiscal de la Federación. 

 
Quedan excluidos del ejercicio de las facultades previstas en esta cláusula los 

siguientes contribuyentes: 
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A. Los que integran el sistema financiero a que se refiere el tercer párrafo 

del artículo 8o. de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

B. Las sociedades mercantiles que cuenten con autorización de la 

Secretaría para operar como controladoras y las controladas, en los 

términos del Capítulo VI del Título II, de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta. 

C. Los organismos descentralizados y las empresas de participación estatal 

mayoritaria de la Federación, sujetas a control presupuestario directo o 

indirecto. 

D. Los demás contribuyentes que sean considerados como grandes 

contribuyentes en los términos de las disposiciones jurídicas federales 

aplicables y del Reglamento Interior del Servicio de Administración 

Tributaria, excepto cuando éstos sean sujetos de revisiones en materia 

de comercio exterior. 

E. Las demás entidades y sujetos respecto de los cuales no tengan 

competencia las administraciones locales del Servicio de Administración 

Tributaria. 

 
Para los efectos del párrafo anterior la Secretaría, por conducto de la 

Administración General de Servicios al Contribuyente del Servicio de 

Administración Tributaria, proporcionará mensualmente a la entidad la 

información correspondiente, de acuerdo con los datos contenidos en el 

Registro Federal de Contribuyentes. 

 
Además de lo anterior y de lo dispuesto en la cláusula octava de este 

Convenio, la entidad ejercerá las siguientes facultades: 

I. En materia de determinación de impuestos omitidos, su actualización y 

accesorios: 

a) Determinar los impuestos omitidos, su actualización, así como los 

accesorios a cargo de los contribuyentes fiscalizados por la propia 

entidad, responsables solidarios y demás obligados, con base en 
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hechos que conozca con motivo del ejercicio de sus facultades de 

comprobación, conforme a las disposiciones jurídicas federales 

aplicables. 

b)  Ordenar y practicar el embargo precautorio o aseguramiento de bienes, 

en los casos que proceda de conformidad con lo dispuesto en las 

disposiciones jurídicas federales aplicables. 

c) Dictar las resoluciones que procedan en materia de participación de los 

trabajadores en las utilidades de las empresas, cuando se desprendan 

del ejercicio de las facultades de comprobación delegadas en la 

presente cláusula. 

II. En materia de dictámenes: 

a) Notificar a los contadores públicos registrados los hechos irregulares 

que se detecten respecto de su actuación profesional, otorgando un 

plazo de quince días hábiles a efecto de que manifiesten lo que a su 

derecho convenga y ofrezcan las pruebas documentales que consideren 

pertinentes y determinar la existencia o no de las irregularidades 

correspondientes. 

b) Reportar al Comité de Programación, dentro de los treinta días hábiles 

siguientes a su recepción, los dictámenes en los que el contador público 

registrado haya manifestado diferencias de impuestos. Cuando se 

incumpla lo anterior, será la Secretaría quien efectuará la revisión de 

dichos dictámenes. Será facultad exclusiva de la Secretaría aplicar la 

sanción que, en su caso, corresponda a los contadores públicos 

registrados por las irregularidades en su actuación profesional 

determinadas por la entidad, en términos del Código Fiscal de la 

Federación. 

 
DÉCIMA. En materia de los impuestos al valor agregado, sobre la renta, al 

activo, especial sobre producción y servicios, empresarial a tasa única y a los 

depósitos en efectivo, la entidad tendrá las siguientes obligaciones: 
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I. Vigilar el cumplimiento de las obligaciones fiscales y llevar a cabo la 

determinación y cobro de los impuestos, su actualización y accesorios, a cargo 

de los contribuyentes, responsables solidarios y demás sujetos obligados, con 

motivo del ejercicio de sus facultades. 

II. Cumplir con el programa operativo anual que determine la Secretaría, 

previamente concertado con la entidad. 

III. Ejercer las facultades de comprobación, en los términos establecidos en el 

Código Fiscal de la Federación y demás disposiciones jurídicas federales 

aplicables. 

 
DÉCIMA PRIMERA. Sin perjuicio de lo dispuesto en las cláusulas novena, 

décima y décima segunda del presente Convenio, la Secretaría y la entidad 

convienen en coordinarse para que esta última ejerza las siguientes funciones 

operativas de administración relacionadas con los contribuyentes que tributen 

en el régimen de pequeños contribuyentes previsto en la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, tratándose de los ingresos derivados del impuesto sobre la 

renta que se paguen en los términos de la Sección III del Capítulo II del Título 

IV de la referida Ley, los derivados del impuesto al valor agregado que se 

paguen en los términos del artículo 2o.C de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado, así como los derivados del impuesto empresarial a tasa única que 

se paguen en los términos del artículo 17 de la Ley del Impuesto Empresarial a 

Tasa Única: 

I. Para la administración de los ingresos antes referidos la entidad ejercerá las 

funciones administrativas de inscripción y de actualización del Registro Federal 

de Contribuyentes, recaudación, comprobación, determinación y cobro en los 

términos de las disposiciones jurídicas federales aplicables y conforme a lo 

dispuesto en las siguientes fracciones de esta cláusula, así como en la cláusula 

octava de este Convenio. 

II. En materia de recaudación, comprobación, determinación y cobro de los 

ingresos referidos, la entidad ejercerá las siguientes facultades: 
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a) Estimar el valor de las actividades mensuales y el ingreso gravable; así 

como determinar las cuotas para el pago de los impuestos sobre la 

renta, al valor agregado y empresarial a tasa única de los contribuyentes 

a que se refiere esta cláusula, con sujeción a lo previsto en las leyes del 

Impuesto sobre la Renta, del Impuesto al Valor Agregado y del Impuesto 

Empresarial a Tasa Única, así como en la normatividad federal  

aplicable. 

Además de lo anterior, la entidad podrá recaudar en una sola cuota los 

impuestos sobre la renta, al valor agregado y empresarial a tasa única a cargo 

de los pequeños contribuyentes a que se refiere esta cláusula, en los términos 

de las disposiciones jurídicas federales aplicables. 

b) Determinar e identificar los montos que, de la cuota a que se refiere el 

inciso anterior, corresponden a los impuestos sobre la renta, al valor 

agregado y empresarial a tasa única. 

c) Para el ejercicio de las facultades establecidas en el artículo 41 del 

Código Fiscal de la Federación, la entidad llevará a cabo el control de 

las obligaciones de los contribuyentes a que se refiere esta cláusula. 

Las herramientas que expida y/o autorice el Servicio de Administración 

Tributaria podrán ser utilizadas como el medio de identificación de los 

contribuyentes sujetos al régimen a que se refiere esta cláusula, ante las 

autoridades de la entidad. 

III. La entidad llevará a cabo los actos de comprobación referidos en esta 

cláusula conforme al programa operativo anual a que se refiere la fracción II de 

la cláusula décima del presente Convenio, en los términos establecidos en el 

Código Fiscal de la Federación y demás disposiciones jurídicas federales 

aplicables. 

IV. En materia de autorizaciones relacionadas con los ingresos referidos en 

esta cláusula, la entidad ejercerá las siguientes facultades: 

a) Resolver sobre la procedencia de los saldos a favor en las 

compensaciones efectuadas por los contribuyentes en materia de 
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impuesto sobre la renta, en términos del Código Fiscal de la Federación 

y su Reglamento. 

b) Condonar los créditos fiscales derivados de los ingresos a que se refiere 

esta cláusula, de conformidad con las disposiciones jurídicas federales 

aplicables y la normatividad que al efecto emita la Secretaría. 

c) Autorizar, de conformidad con las disposiciones jurídicas federales 

aplicables, la ampliación de los periodos de pago de la cuota de los 

impuestos sobre la renta, al valor agregado y empresarial a tasa única, a 

bimestral, trimestral, o semestral, tomando en consideración la rama de 

actividad o la circunscripción territorial de los contribuyentes. 

V. La entidad proporcionará a los contribuyentes a que se refiere esta cláusula 

los servicios de asistencia gratuita en el cumplimiento de sus obligaciones 

fiscales, de acuerdo con los programas que la propia entidad determine. 

VI. En materia de Registro Federal de Contribuyentes: 

a) La entidad llevará a cabo el programa de actualización en la captura de 

los avisos al Registro Federal de Contribuyentes, de conformidad con la 

normatividad que para tal efecto emita la Secretaría, a fin de ejercer las 

funciones a que se refiere esta cláusula en relación con los 

contribuyentes referidos. 

b) La entidad mantendrá actualizado el Registro Federal de Contribuyentes 

de la Secretaría respecto de los contribuyentes a que se refiere esta 

cláusula, para lo cual practicará visitas tendientes a localizar a 

contribuyentes no registrados o irregularmente registrados y procederá a 

la correspondiente inscripción de los mismos en el citado registro, en los 

términos que establezca la Secretaría, a través del Servicio de 

Administración Tributaria. 

c) Para mantener actualizado el Registro Federal de Contribuyentes 

respecto de los contribuyentes a que se refiere esta cláusula, la entidad 

efectuará la recepción de los avisos previstos en las disposiciones 

fiscales que presenten dichos contribuyentes. 
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Las actividades relacionadas con los avisos deberán realizarse con estricto 

apego a la normatividad aplicable. 

En los términos del artículo 13 de la Ley de Coordinación Fiscal, la entidad 

podrá ejercer, a través de las autoridades fiscales municipales, las funciones 

operativas de administración referidas en esta cláusula, en relación con los 

ingresos de que se trata, cuando así lo acuerden expresamente y se publique 

el Convenio de cada municipio en el órgano de difusión oficial de la entidad. 

 
DÉCIMA SEGUNDA. La entidad ejercerá las funciones operativas de 

administración de los ingresos generados en su territorio derivados del 

impuesto sobre la renta, tratándose de los contribuyentes que tributen, dentro 

del régimen intermedio de las personas físicas con actividades empresariales 

en los términos del artículo 136Bis de la Ley del Impuesto sobre la Renta; así 

como de los contribuyentes que tributen en los términos del artículo 154 Bis de 

dicho ordenamiento, en relación con los ingresos por la ganancia de la 

enajenación de terrenos, construcciones o terrenos y construcciones, ubicados 

dentro de la circunscripción territorial de la misma. 

 
Para la administración de los ingresos referidos en el párrafo que antecede, 

respecto de las funciones administrativas de recaudación, comprobación, 

determinación y cobro en los términos de la legislación federal aplicable y 

conforme a lo dispuesto en esta cláusula, así como en la cláusula octava de 

este Convenio, la entidad ejercerá las siguientes facultades: 

I. Recibir las declaraciones relativas a los establecimientos ubicados en su 

territorio, distintos a los del domicilio fiscal de la empresa matriz o principal, que 

presenten los contribuyentes por las operaciones que correspondan a dichos 

establecimientos. Lo anterior adicionalmente a lo dispuesto en el inciso a) de la 

fracción I de la cláusula octava de este Convenio. 

II. Para el ejercicio de las facultades establecidas en el artículo 41 del Código 

Fiscal de la Federación, la entidad llevará a cabo el control de las obligaciones 

de los contribuyentes a que se refiere esta cláusula. 
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III. Para el ejercicio de las facultades establecidas en el artículo 41B del Código 

Fiscal de la Federación, la entidad llevará a cabo la verificación para constatar 

los datos proporcionados al Registro Federal de Contribuyentes, relacionados 

con la identidad, domicilio y demás datos que los contribuyentes a que se 

refiere esta cláusula hayan manifestado para los efectos de dicho registro. Lo 

anterior, de conformidad con la normatividad que para tal efecto emita la 

Secretaría. 

 
La entidad llevará a cabo los actos de comprobación referidos en esta cláusula 

conforme al programa operativo anual a que se refiere la fracción II de la 

cláusula décima de este Convenio, en los términos establecidos en el Código 

Fiscal de la Federación y demás disposiciones jurídicas federales aplicables. 

 
DÉCIMA TERCERA. El registro y control de vehículos, excepto aeronaves, así 

como las funciones operativas de administración del impuesto sobre tenencia o 

uso de vehículos, excepto aeronaves, que se señalan en las fracciones 

siguientes, así como las establecidas en la cláusula octava de este Convenio 

se ejercerán por la entidad. Para la administración del citado impuesto, la 

entidad ejercerá las funciones inherentes a la recaudación, comprobación, 

determinación y cobro en los términos de las disposiciones jurídicas federales 

aplicables. 

l. En materia de registro y control vehicular, excepto aeronaves, la entidad 

establecerá el registro estatal vehicular, relativo a los vehículos que les expida 

placas de circulación en su jurisdicción territorial y lo mantendrá actualizado 

para su integración a los medios o sistemas que para los efectos de 

intercambio de información determine la Secretaría. 

Para control y vigilancia del registro vehicular, la entidad ejercerá por conducto 

de sus autoridades fiscales, las siguientes facultades: 

a) Efectuar los trámites de inscripción, bajas, cambios y rectificaciones que 

procedan en el registro, conforme a las reglas generales que expida la 

Secretaría. 
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b) Realizar actos de verificación y comprobación para mantener  

actualizado el registro estatal vehicular, conforme a la normatividad 

correspondiente. 

c) Recibir y, en su caso, requerir los avisos, manifestaciones y demás 

documentos que conforme a las diversas disposiciones jurídicas 

federales aplicables deban presentarse. 

d) Informar a la Secretaría de los movimientos efectuados en el registro 

estatal vehicular en los medios magnéticos y con la periodicidad que 

establezca dicha Secretaría. 

II. La entidad tendrá la obligación de negar el otorgamiento de tarjeta, placas  

de circulación o cualquier otro documento que permita la circulación de los 

vehículos, en los casos en que no se acredite su legal estancia en el país en el 

régimen de importación definitiva. 

 
DÉCIMA CUARTA. Para la administración del impuesto sobre automóviles 

nuevos, la entidad ejercerá las funciones administrativas de recaudación, 

comprobación, determinación y cobro en los términos de las disposiciones 

jurídicas federales aplicables. 

Lo anterior, con excepción del impuesto proveniente de los automóviles 

importados en definitiva por personas distintas al fabricante, al ensamblador, a 

sus distribuidores autorizados o a los importadores de automóviles que cuenten 

con registro ante la Secretaría de Economía como empresa comercial para 

importar autos usados. 

En materia de recaudación, comprobación, determinación y cobro del impuesto 

sobre automóviles nuevos, la entidad ejercerá las facultades a que se refiere la 

cláusula octava del presente Convenio y además estará a las siguientes 

disposiciones: 

I. Recibir las declaraciones relativas a los establecimientos ubicados en su 

territorio, distintos a los del domicilio fiscal de la empresa matriz o principal, que 

presenten los contribuyentes por las operaciones que correspondan a dichos 

establecimientos. 
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A la cuenta mensual comprobada de ingresos coordinados a que se refiere la 

Sección IV de este Convenio, se anexará copia de las declaraciones 

mensuales y del ejercicio que presenten los contribuyentes de la entidad. 

II. Para los efectos de esta cláusula y en los términos de la Ley Federal del 

Impuesto sobre Automóviles Nuevos, no procederá la devolución ni 

compensación del impuesto de que se trata, aun cuando el automóvil se 

devuelva al enajenante. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, tratándose del pago de lo 

indebido, la entidad efectuará la devolución de las cantidades de conformidad 

con las disposiciones jurídicas federales aplicables. 

 
DÉCIMA QUINTA. Tratándose de las multas impuestas por las autoridades 

administrativas federales no fiscales, a infractores domiciliados dentro de la 

circunscripción territorial de la entidad, excepto las destinadas a un fin 

específico y las participables a terceros, así como las impuestas por la 

Secretaría y sus órganos desconcentrados, la Secretaría conviene con la 

entidad, en los términos del artículo 13 de la Ley de Coordinación Fiscal, en 

que esta última efectuará a través de las autoridades fiscales municipales, 

cuando así lo acuerden expresamente y se publique el convenio respectivo en 

el órgano de difusión oficial de la entidad, las siguientes facultades: 

I. Requerir el pago de las multas referidas, determinar sus correspondientes 

accesorios y recaudar dichos conceptos, incluso a través del procedimiento 

administrativo de ejecución, tratándose de infractores domiciliados en la 

entidad o, en su caso, en el municipio de que se trate. 

La recaudación de las multas mencionadas en esta cláusula se efectuará por el 

municipio de que se trate o, en su caso, por la entidad, a través de las 

instituciones de crédito o en las oficinas recaudadoras o auxiliares que autorice 

la misma. 

II. Efectuar la devolución de las cantidades pagadas indebidamente. 

III. Autorizar el pago de las multas a que se refiere esta cláusula, ya sea 

diferido o en parcialidades, debiéndose garantizar el interés fiscal, en los 
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términos del Código Fiscal de la Federación. La entidad podrá ejercer 

directamente las facultades a que se refiere esta cláusula. 

 
DÉCIMA SEXTA. Cuando las personas obligadas a presentar declaraciones no 

lo hagan dentro de los plazos señalados en las disposiciones fiscales, la 

entidad ejercerá las facultades que establece el artículo 41 del Código Fiscal 

de la Federación, para lo cual se estará a lo siguiente: 

I. La entidad exigirá de los contribuyentes la presentación de la declaración o 

documento respectivos en materia de: 

a) Impuesto sobre la renta propio o retenido. 

b) Impuesto al valor agregado. 

c) Impuesto al activo. 

d) Impuesto especial sobre producción y servicios. 

e) Impuesto empresarial a tasa única. 

f) Impuesto a los depósitos en efectivo. 

II. La Secretaría proporcionará a la entidad los datos de los contribuyentes que 

no presentaron sus declaraciones en los plazos señalados por las 

disposiciones fiscales a efecto de que la entidad exija su cumplimiento. 

III. La entidad ejercerá las siguientes facultades: 

a) Emitir requerimientos a través de los cuales exija la presentación de 

declaraciones y, en su caso, el pago de los impuestos omitidos, su 

actualización y accesorios. 

a) Notificar los requerimientos que se emitan y las demás resoluciones que 

se emitan conforme a esta cláusula. 

b) Imponer las multas previstas en el Código Fiscal de la Federación por 

presentar, previo requerimiento, una declaración extemporánea, así 

como por no cumplir con los requerimientos o cumplirlos fuera de los 

plazos señalados para los mismos. 

c) Hacer efectiva al contribuyente o responsable solidario que haya 

incurrido en la omisión, una cantidad igual a la contribución que hubiere 

determinado en la última o cualquiera de las seis últimas declaraciones 
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de que se trate, o la que resulte para dichos periodos de la 

determinación formulada por la autoridad, según corresponda, cuando 

haya omitido presentar oportunamente alguna declaración subsecuente 

para el pago de contribuciones propias o retenidas. 

d) Hacer efectiva al contribuyente, con carácter provisional, una cantidad 

igual a la que a éste corresponda determinar, cuando la omisión sea de 

una declaración de la que se conozca de manera fehaciente la cantidad 

a la que le es aplicable la tasa o cuota. 

e) Embargar precautoriamente bienes o negociaciones cuando el 

contribuyente haya omitido presentar declaraciones en los últimos tres 

ejercicios o cuando no atienda el requerimiento de la autoridad. 

f) Llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución, a fin de que 

se hagan efectivos los créditos fiscales y sus accesorios, que se 

generen con motivo de los actos a que se refieren los incisos c), d) y f) 

de esta fracción. 

IV. En materia de autorizaciones, la entidad ejercerá la facultad de resolver 

sobre la solicitud de devolución y verificará la procedencia de las 

compensaciones efectuadas por los contribuyentes, tratándose de las multas 

que le hubieran sido pagadas y que por resolución administrativa hubieran sido 

revocadas o quedado sin efectos y, en su caso, la facultad de efectuar el pago 

correspondiente. 

V. La entidad proporcionará a la Secretaría, en la forma y términos que ésta 

señale en la normatividad que emita al respecto, la información sobre los 

resultados que obtenga con motivo de su actuación. 

 
DÉCIMA SÉPTIMA. En relación con lo dispuesto en los artículos 29 y 42, 

fracciones IV y V, del Código Fiscal de la Federación, la Secretaría y la entidad 

convienen en que esta última ejerza las siguientes facultades: 

I. Verificar, a través de visitas de inspección, con base en una programación 

compartida y coordinada por la Secretaría, el uso de los equipos y sistemas 

electrónicos de registro fiscal, máquinas registradoras de comprobación fiscal 
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en establecimientos o locales ubicados en el territorio de la entidad, la 

expedición de comprobantes fiscales, así como que los envases o recipientes 

de bebidas alcohólicas tengan adherido el marbete o precinto correspondiente 

o, en su caso, que los envases que contenían dichas bebidas hayan sido 

destruidos, de conformidad con el procedimiento previsto en el artículo 49 del 

Código Fiscal de la Federación, y de acuerdo con la normatividad emitida para 

tal efecto por la Secretaría. 

II. Revisar los dictámenes formulados por contadores públicos registrados 

sobre los estados financieros de los contribuyentes y sobre las operaciones de 

enajenación de acciones que realicen, así como la declaratoria por solicitudes 

de devolución de saldos a favor del impuesto al valor agregado y cualquier otro 

dictamen que tenga repercusión para efectos fiscales formulado por contador 

público registrado y su relación con el cumplimiento de disposiciones fiscales. 

Para el ejercicio de las facultades a que se refiere esta cláusula, la Secretaría 

proporcionará a la entidad el registro de los contribuyentes obligados a expedir 

comprobantes fiscales en los términos del Código Fiscal de la Federación. 

 
DÉCIMA OCTAVA. La Secretaría y la entidad convienen en que esta última 

ejerza las facultades inherentes a la recuperación de los créditos fiscales 

determinados por la Federación que al efecto acuerden, incluso mediante el 

procedimiento administrativo de ejecución, en términos del Código Fiscal de la 

Federación. 

 
Para el ejercicio de las facultades a que se refiere el párrafo anterior, la 

Secretaría proporcionará a la entidad la información de los créditos fiscales que 

podrán ser recuperados, de acuerdo a la normatividad que para tal efecto emita 

la propia Secretaría. 

 
Los bienes muebles e inmuebles embargados por la entidad con motivo del 

ejercicio de las acciones a que se refiere esta cláusula, que hayan sido 
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adjudicados a favor del Fisco Federal, se asignarán a aquélla una vez que 

quede firme la resolución respectiva. 

 
DÉCIMA NOVENA. Cuando la entidad se encuentre ejerciendo facultades de 

comprobación y deje de ser competente debido al cambio de domicilio del 

contribuyente sujeto a revisión, por ubicarse en la circunscripción territorial de 

otra entidad, la que inició el acto de fiscalización lo trasladará a la entidad que 

sea competente en virtud del nuevo domicilio fiscal, quien continuará con el 

ejercicio de las facultades iniciadas. 

 
En los casos en que el contribuyente se ubique en el supuesto previsto en el 

párrafo anterior, de igual manera la Secretaría podrá sustituir a la entidad en el 

ejercicio de dichas facultades de comprobación. 

 
La entidad que inició el acto de comprobación conforme a lo previsto en esta 

cláusula deberá publicar en su página de Internet los actos de fiscalización que 

haya emitido, con el objeto de que el contribuyente pueda verificar la veracidad 

de los actos a que esté sujeto. 

 
SECCIÓN III 

DE LOS INCENTIVOS ECONÓMICOS 

 
 

VIGÉSIMA. La entidad percibirá por las actividades de administración fiscal 

que realice con motivo de este Convenio, los siguientes incentivos: 

I. 100% del monto de los créditos fiscales determinados y que hayan quedado 

firmes en materia del impuesto al valor agregado y sus accesorios, con base en 

la acción fiscalizadora que realice sobre dicho gravamen. 

II. 100% de las multas que la misma imponga y que hayan quedado firmes, así 

como de los honorarios de notificación que se generen en materia del Registro 

Federal de Contribuyentes. 
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Tratándose de las multas sobre los impuestos referidos en el primer párrafo de 

la fracción V de esta cláusula, la entidad percibirá en todos los casos el 100% 

de aquéllas que la misma imponga y que hayan quedado firmes. 

Corresponderá a la entidad el 100% de las multas que imponga y que hayan 

quedado firmes, de conformidad con lo dispuesto en el primer párrafo de la 

fracción VIII y en el segundo párrafo de la fracción V de esta cláusula. 

III. 100% del monto que haya quedado firme en materia de los impuestos al 

valor agregado, sobre la renta, al activo, empresarial a tasa única y a los 

depósitos en efectivo, así como sus correspondientes accesorios, cuando en el 

dictamen fiscal se hayan reflejado omisiones en las obligaciones del 

contribuyente y éstas sean requeridas por la entidad. 

IV. 100% de las multas que hayan quedado firmes en materia de los impuestos 

al valor agregado, sobre la renta, al activo, empresarial a tasa única y a los 

depósitos en efectivo, de aquellos contribuyentes que no hayan presentado 

dictamen fiscal en materia de esos impuestos y dicha omisión haya sido 

descubierta por la entidad. 

V. 75% del monto de los créditos fiscales determinados y que hayan quedado 

firmes en materia de los impuestos sobre la renta, al activo, empresarial a tasa 

única y a los depósitos en efectivo, así como sus correspondientes accesorios, 

con base en la acción fiscalizadora que realice la entidad en dichos 

gravámenes. El 25% restante corresponderá a la Federación, con excepción de 

lo dispuesto en el párrafo siguiente. 

La entidad podrá percibir el 100% del monto de los créditos fiscales 

determinados y que hayan quedado firmes en materia de los impuestos a que 

se refiere esta fracción, siempre y cuando cumpla con las metas establecidas 

en el programa operativo anual a que se refiere la fracción II de la cláusula 

décima de este Convenio en un porcentaje que fluctúe entre 95% y 100%. 

VI. 100% del monto de los créditos fiscales determinados y que hayan quedado 

firmes en materia del impuesto especial sobre producción y servicios y sus 

accesorios, con base en la acción fiscalizadora que realice de dicho gravamen. 
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VII. 100% de la recaudación correspondiente a los impuestos sobre la renta, al 

valor agregado y empresarial a tasa única, su actualización, recargos, multas, 

honorarios por notificación, gastos de ejecución y la indemnización a que se 

refiere el séptimo párrafo del artículo 21 del Código Fiscal de la Federación, 

aplicable a los contribuyentes que tributen en los términos de la Sección III del 

Capítulo II del Título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Los incentivos a que se refiere esta fracción no se aplicarán tratándose de la 

determinación de créditos fiscales derivados de actos de comprobación 

efectuados por la entidad en materia de los impuestos sobre la renta, al valor 

agregado y empresarial a tasa única respecto de los contribuyentes a que se 

refiere el párrafo anterior. 

VIII. 100% de la recaudación del impuesto sobre la renta, su actualización, 

recargos, multas, honorarios por notificación, gastos de ejecución y la 

indemnización a que se refiere el séptimo párrafo del artículo 21 del Código 

Fiscal de la Federación, que realicen los contribuyentes a que se refieren los 

artículos 136Bis y 154Bis de la Ley del Impuesto sobre la Renta, por la 

realización de las funciones operativas de administración de dicho impuesto. 

Para el caso de la determinación de créditos fiscales derivados de actos de 

comprobación efectuados por la entidad en materia del impuesto sobre la renta 

en los términos a que se refiere este Convenio, el incentivo que corresponde se 

aplicará sobre la diferencia entre el impuesto, actualización y accesorios 

determinados y el incentivo a que se refiere el párrafo anterior, sin tomar en 

cuenta las multas. 

IX. 100% de la recaudación del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos, 

excepto aeronaves, su actualización, recargos, multas, honorarios por 

notificación, gastos de ejecución y la indemnización a que se refiere el séptimo 

párrafo del artículo 21 del Código Fiscal de la Federación, que se obtengan en 

su territorio, por la realización de las funciones operativas de administración de 

dicho impuesto. 

Cuando las autoridades de la entidad otorguen la documentación y placas a 

que se refiere la fracción II de la cláusula décima tercera de este Convenio, a 
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vehículos cuya importación definitiva al país no sea acreditada, la Secretaría 

hará del conocimiento de la entidad la violación específica descubierta, para 

que en un plazo de cuarenta y cinco días hábiles manifieste lo que a su 

derecho convenga. Transcurrido dicho plazo, la propia Secretaría, en su caso, 

efectuará un descuento de los incentivos o participaciones que correspondan a 

la entidad en términos de ley, sin perjuicio de las otras sanciones establecidas 

en la legislación aplicable. 

X. 100% de la recaudación del impuesto sobre automóviles nuevos, su 

actualización, recargos, multas, honorarios por notificación, gastos de  

ejecución y la indemnización a que se refiere el séptimo párrafo del artículo 21 

del Código Fiscal de la Federación, que se obtengan en su territorio, por la 

realización de las funciones operativas de administración de dicho impuesto. 

La entidad percibirá la recaudación obtenida por la Secretaría tratándose de los 

automóviles importados en definitiva por personas distintas al fabricante, al 

ensamblador, a sus distribuidores autorizados o a los importadores de 

automóviles que cuenten con registro ante la Secretaría de Economía como 

empresa comercial para importar autos usados. 

Para percibir el ingreso referido en el párrafo anterior, la entidad deberá 

acreditar que en su territorio se autorizó el registro del automóvil importado en 

definitiva y que en ella fueron expedidas por primera vez las placas de 

circulación para dicho vehículo. 

XI. 98% del monto que haya quedado firme en materia de las multas impuestas 

por autoridades administrativas federales no fiscales a que se refiere la 

cláusula décima quinta de este Convenio, siempre y cuando su pago se haya 

obtenido derivado de un requerimiento por parte de la entidad, del cual 

corresponderá como incentivo un 90% a sus municipios, siempre y cuando 

éstos efectúen la recaudación. El 2% restante corresponderá a la Federación. 

XII. Por la realización de los actos de vigilancia del cumplimiento de 

obligaciones fiscales, a que se refiere la cláusula décima sexta de este 

Convenio, conforme a lo siguiente: 
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a) 100% del monto que haya quedado firme en materia de los impuestos, 

actualizaciones y recargos que se recauden por la entidad, con motivo 

de los requerimientos formulados por la misma. 

b) 100% de las multas que la misma imponga y que hayan quedado firmes. 

c) 100% de los honorarios que se recauden por la notificación de 

requerimientos para el cumplimiento de obligaciones fiscales, en 

términos del artículo 137, último párrafo, del Código Fiscal de la 

Federación. 

d) 100% de los gastos de ejecución que se recauden en términos del 

artículo 150, fracciones I, II y 

III, del Código Fiscal de la Federación, por la aplicación del procedimiento 

administrativo de ejecución para hacer efectivos los créditos fiscales que se 

determinen conforme a lo señalado en la fracción III de la cláusula décima 

sexta de este Convenio. 

XIII. 100% del monto que haya quedado firme tratándose de las multas 

impuestas como resultado de la acción fiscalizadora del uso de equipos y 

sistemas electrónicos de registro fiscal, máquinas registradoras de 

comprobación fiscal y por la inspección de que los envases o recipientes de 

bebidas alcohólicas tengan adherido el marbete o precinto correspondiente, así 

como por la expedición de comprobantes fiscales y el cobro coactivo de dichas 

multas. 

XIV. Por la realización de las acciones de cobro a que se refiere la cláusula 

décima octava de este Convenio, conforme a lo siguiente: 

a) 75% del monto que haya quedado firme de los créditos fiscales con sus 

correspondientes accesorios. El 25% restante corresponderá a la 

Federación. 

b) 100% de los bienes muebles e inmuebles embargados por la entidad y 

que hayan sido adjudicados a favor del Fisco Federal, que sean 

asignados a la misma en términos de lo dispuesto en el tercer párrafo de 

la cláusula décima octava de este Convenio. 
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La aplicación de los incentivos a que se refiere esta cláusula sólo procederá 

cuando se paguen efectivamente los créditos fiscales respectivos. 

 
En ningún caso corresponderán a la entidad dos o más de los incentivos a que 

se refiere esta cláusula en relación con el mismo pago efectuado por el 

contribuyente o por un tercero. 

 
Cuando los créditos fiscales determinados por la entidad hayan sido pagados 

mediante compensación, ésta percibirá los incentivos a que tenga derecho por 

actos de vigilancia del cumplimiento de obligaciones fiscales, en términos del 

artículo 41 del Código Fiscal de la Federación, y fiscalización, siempre que 

aquélla sea procedente en los términos del artículo 23 del Código Fiscal de la 

Federación y de las reglas generales correspondientes. 

 
La entidad percibirá los incentivos que le correspondan conforme a esta 

cláusula cuando el contribuyente corrija su situación fiscal después de iniciadas 

las facultades de comprobación fiscal. 

 
Cuando el contribuyente pague las contribuciones omitidas el mismo día en 

que le fue dejado el citatorio para notificar la orden respectiva o bien en que le 

fue notificado el acto de fiscalización, la entidad percibirá los incentivos 

económicos que correspondan conforme a la presente cláusula, siempre y 

cuando desahoguen los procedimientos que confirmen que el pago realizado 

cubre los adeudos fiscales a cargo del contribuyente, debiendo constar esta 

circunstancia en la última acta parcial, oficio de observaciones o de conclusión, 

según se trate. 

 
Para los efectos de la cláusula décima novena de este Convenio, la entidad 

percibirá los incentivos que se deriven del ejercicio de las facultades que lleve  

a cabo, de conformidad con la normatividad que para tal efecto emita la 

Secretaría. 
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SECCIÓN IV 

DE LA RENDICIÓN DE CUENTA MENSUAL COMPROBADA DE INGRESOS 

COORDINADOS Y DEL SISTEMA DE COMPENSACIÓN DE FONDOS. 

 
VIGÉSIMA PRIMERA. La entidad, a más tardar el día veinticinco de cada mes 

o día hábil siguiente, enterará a la Tesorería de la Federación, por conducto del 

Banco de México, a través de sus corresponsales, o bien de una institución 

bancaria que la propia Tesorería autorice, mediante abono a la cuenta que le 

sea comunicada, el importe de los ingresos federales captados en el mes 

inmediato anterior, una vez que se haya descontado el 100% de los impuestos 

sobre tenencia o uso de vehículos y sobre automóviles nuevos, incluyendo sus 

correspondientes accesorios recaudados por la entidad en el periodo referido, 

así como el monto de los otros incentivos que le corresponden, en los términos 

de la cláusula vigésima de este Convenio y que sean recaudados directamente 

por ésta. 

 
VIGÉSIMA SEGUNDA. La entidad rendirá a la Secretaría, por conducto de la 

administración local de servicios al contribuyente respectiva del Servicio de 

Administración Tributaria, a más tardar el día diez de cada mes o día hábil 

siguiente, la Cuenta Mensual Comprobada de Ingresos Coordinados, de la cual 

entregará copia a la Unidad de Coordinación con Entidades Federativas de la 

Secretaría. Dicha cuenta incluirá los resultados de lo recibido al último día hábil 

de cada mes. 

 
La entidad enviará a la administración local de servicios al contribuyente 

respectiva del Servicio de Administración Tributaria, así como a la Unidad de 

Coordinación con Entidades Federativas, cifras preliminares dentro de los 

primeros cinco días de cada mes. 

 
VIGÉSIMA TERCERA. Los municipios, en su caso, rendirán a la entidad, 

dentro de los primeros cinco días del mes siguiente a aquél en que se efectuó 
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la recaudación, cuenta de lo recaudado en su circunscripción territorial 

proveniente de los ingresos coordinados que administren directamente en los 

términos de este Convenio y de sus Anexos correspondientes. La entidad 

incluirá los resultados del cobro en la Cuenta Mensual Comprobada de 

Ingresos Coordinados que formule a la Secretaría y enterará, en su caso, a la 

Federación los remanentes que a ésta correspondan. 

 
La entidad presentará a la Secretaría cada dos meses, informes y estados 

comparativos de cartera pendiente de cobro de las multas impuestas por 

autoridades administrativas federales no fiscales y el resumen anual 

correspondiente. 

 
En lo no previsto en esta cláusula, la entidad se ajustará a los sistemas y 

procedimientos relacionados con la concentración de fondos y valores 

propiedad de la Federación o al cuidado de la misma, así como a los relativos 

en materia de rendición de la Cuenta Mensual Comprobada de Ingresos 

Coordinados a que se refiere el presente Convenio. La Secretaría intervendrá 

en cualquier tiempo para verificar el cumplimiento de dichas obligaciones, en 

los términos de las disposiciones respectivas. 

 
VIGÉSIMA CUARTA. La Secretaría, a través de la Tesorería de la Federación, 

cubrirá mensualmente a la entidad los anticipos a cuenta de participaciones en 

los fondos General de Participaciones y de Fomento Municipal, de la siguiente 

manera: 

I. A más tardar al día hábil siguiente del periodo de recaudación del impuesto al 

valor agregado, una cantidad que se calculará mediante la aplicación, a todas 

las entidades federativas, de un coeficiente determinado por la Secretaría de 

1.0 aplicado a las participaciones que le correspondieron a la entidad en el mes 

inmediato anterior al del cálculo del anticipo, en los fondos antes citados. 

II. A más tardar el día veinticinco de cada mes o día hábil siguiente, se 

efectuará la compensación entre las participaciones provisionales del mes y el 
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anticipo del mes inmediato anterior a que se refiere la fracción I de esta 

cláusula, con la finalidad de determinar los saldos correspondientes. El entero 

a la Tesorería de la Federación de los saldos a cargo de la entidad se realizará 

de acuerdo con lo establecido en la cláusula vigésima primera de este 

Convenio. 

 
VIGÉSIMA QUINTA. La Secretaría y la entidad convienen en compensar 

mensualmente los créditos y adeudos que deriven de las cláusulas anteriores. 

Para los efectos del párrafo anterior, a más tardar el día veinticinco de cada 

mes o día hábil siguiente, la Secretaría entregará a la entidad la constancia de 

participaciones del mes corriente y ésta proporcionará a la Tesorería de la 

Federación la constancia de recaudación de ingresos federales del mes 

inmediato anterior. Si de la confrontación de ambos documentos la entidad 

resulta deudora neta de la Federación, le remitirá a la Federación el original del 

recibo de entero por la diferencia resultante al Banco de México a través de sus 

corresponsales o institución bancaria autorizada por la Tesorería de la 

Federación, por el abono en la cuenta establecida para tal fin en los términos 

de la cláusula vigésima primera de este Convenio. 

Si la Federación resulta deudora neta de la entidad le enterará a ésta, en el 

lapso restante del mes, la diferencia entre las participaciones que le 

correspondan y el importe de la constancia de recaudación. 

 
SECCIÓN V 

DE LAS FACULTADES RESERVADAS A LA SECRETARÍA 

 
 

VIGÉSIMA SEXTA. Sin perjuicio de lo dispuesto en la cláusula vigésima octava 

de este Convenio, la Secretaría se reserva las siguientes facultades: 

I. Formular querellas, declaratoria de perjuicio y solicitar el sobreseimiento de 

los procesos penales. 

II. Tramitar   y   resolver   los   recursos  de  revocación que presenten los 

contribuyentes contra las resoluciones definitivas  que determinen 
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contribuciones o accesorios, tratándose de los casos previstos en la cláusula 

décima quinta de este Convenio y de los que queden a cargo del Servicio de 

Administración Tributaria derivado de la aplicación de la cláusula décima 

octava de este Convenio. 

lll. Notificar y recaudar, incluso a través del procedimiento administrativo de 

ejecución, el importe de las determinaciones de los impuestos al valor 

agregado, sobre la renta, al activo, especial sobre producción y servicios, 

empresarial a tasa única y a los depósitos en efectivo, que hubiera 

determinado la propia Secretaría. Lo anterior, con las salvedades que, en su 

caso, se deriven de lo dispuesto en la cláusula décima octava del presente 

Convenio. 

IV. Interponer el recurso de revisión ante el Tribunal Colegiado de Circuito 

competente, por conducto de las Salas, Secciones o Pleno del Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa, tratándose de los casos previstos en la 

cláusula décima quinta de este Convenio y de los que queden a cargo del 

Servicio de Administración Tributaria derivado de la aplicación de la cláusula 

décima octava de este Convenio. 

V. Intervenir en los juicios de amparo en los que se impugne la 

constitucionalidad de una ley o reglamento de naturaleza fiscal. 

 
VIGÉSIMA SÉPTIMA. La Secretaría ejercerá las facultades de planeación, 

programación, normatividad, verificación y evaluación de las actividades e 

ingresos coordinados. La entidad podrá formular propuestas sobre la 

determinación de sus metas, así como de los actos de fiscalización para la 

programación conjunta a través del Comité de Programación. 

Los actos de fiscalización que no hayan sido aprobados en el Comité de 

Programación antes referido, no darán lugar al otorgamiento de incentivos 

económicos. 

Para los efectos de este Convenio, se entenderá por: 
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I. Planeación: El conjunto de procesos a través de los cuales la Secretaría 

genera el diagnóstico y determina objetivos, metas, líneas de acción y 

estrategias específicas en materia de actividades e ingresos coordinados. 

II. Programación: Proceso mediante el cual las metas generales establecidas 

por la Secretaría en la etapa de planeación, se transforman en metas 

específicas y con base en ellas la entidad puede formular sus propuestas para 

autorización del Comité de Programación. 

III. Normatividad: Las disposiciones que se emitan a través de instructivos, 

circulares, manuales de procedimientos y de operación, resoluciones de 

carácter general y criterios que regulan los ingresos federales materia de este 

Convenio, así como la aplicación del mismo, entre otras, las que señalen el 

manejo del sistema de compensación de fondos y de rendición de cuenta 

comprobada. 

La Secretaría escuchará la opinión de la entidad tratándose de la normatividad 

operativa, a fin de que, de ser procedente, se incorpore a los ordenamientos 

federales respectivos. 

IV. Verificación: Actividad encaminada al análisis y revisión de los elementos 

empleados durante el inicio, desarrollo y conclusión del ejercicio de las 

facultades conferidas a la entidad, que tiene por objeto comprobar el cabal 

cumplimiento de los procesos de programación, así como la debida aplicación 

de las disposiciones legales, de los programas y de la normatividad establecida 

por la Secretaría, con el objeto de proponer mejoras y/o cumplir 

adecuadamente con las disposiciones jurídicas o normativas aplicables. 

V. Evaluación: Proceso mediante el cual se determinará o precisará 

periódicamente por parte de la Secretaría el grado de avance en cada uno de 

los programas respecto de las funciones conferidas a la entidad y sus 

municipios, en materia de actividades e ingresos coordinados, así como sus 

posibles desviaciones, modificaciones y la instrumentación de las medidas de 

ajuste necesarias para cumplir con ellos. 
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La planeación, la programación, la normatividad, la verificación y las medidas 

que resulten de la evaluación, serán obligatorias para la entidad. 

 
Las actividades de planeación, programación y evaluación se realizarán por la 

Secretaría con opinión de la entidad. 

 
Cuando derivado del ejercicio de la facultad de evaluación, la Secretaría 

observe el incumplimiento del programa operativo anual, podrá ejercer sus 

facultades de verificación, a efecto de establecer conjuntamente con la entidad, 

las medidas que sean convenientes para el correcto cumplimiento de lo 

dispuesto en el presente Convenio. 

 
También la Secretaría podrá verificar los resultados de las funciones conferidas 

a la entidad en el presente Convenio. 

 
La Secretaría también podrá ejercer su facultad de verificación cuando se 

detecte o se tenga conocimiento que la entidad se ubica en cualquiera de los 

siguientes supuestos: 

a) No reporte información en relación con las facultades delegadas en el 

presente Convenio. 

b) No cumpla las disposiciones jurídicas federales y/o reglamentarias 

aplicables, incluyendo la normatividad que haya sido emitida por la 

Secretaría. 

c) No cumpla alguna de las disposiciones señaladas en el presente 

Convenio. 

 
La Secretaría podrá ejercer sus facultades de verificación en forma aleatoria a 

efecto de revisar que se está cumpliendo adecuadamente con lo establecido en 

los incisos b) y c) de esta fracción. 
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Las autoridades fiscales de la entidad, en los términos del artículo 14 de la Ley 

de Coordinación Fiscal, tendrán el carácter de autoridades fiscales federales. 

 
La Secretaría proporcionará a la entidad un Código de Conducta que uniforme 

la actuación de las autoridades locales en su carácter de autoridades fiscales 

federales. En caso de incumplimiento al citado código, la entidad aplicará las 

medidas correctivas que se establezcan en el mismo. 

 
VIGÉSIMA OCTAVA. La Secretaría podrá en cualquier tiempo ejercer las 

atribuciones a que se refiere este Convenio, aun cuando hayan sido conferidas 

expresamente a la entidad, pudiendo hacerlo en forma separada o conjunta 

con esta última. 

 
SECCIÓN VI 

DE LA EVALUACIÓN 

 
 

VIGÉSIMA NOVENA. Para los efectos de la evaluación a que se refiere la 

cláusula vigésima séptima de este Convenio, la entidad informará 

periódicamente a la Secretaría, en la forma y términos que ésta señale en la 

normatividad que emita al respecto, los resultados que obtenga con motivo de 

su actuación en las funciones delegadas en relación con las actividades e 

ingresos coordinados. 

 
La Secretaría informará periódicamente a la entidad sobre el estado procesal 

de los juicios en los cuales haya asumido el cargo exclusivo de la defensa, así 

como del estado procesal y resoluciones recaídas a los recursos de revisión 

intentados por la Secretaría, en relación con los actos en los que haya 

participado la entidad con motivo de este Convenio. 

 
TRIGÉSIMA. La entidad asistirá a las reuniones anuales de evaluación con las 

administraciones generales y locales competentes del Servicio de 
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Administración Tributaria, en las que participará la Unidad de Coordinación con 

Entidades Federativas de la Secretaría. El objeto de estas reuniones será 

conocer y analizar por parte de la Secretaría los avances y las acciones 

realizadas por la entidad y, en su caso, proponer los ajustes que correspondan. 

 
Se hará un seguimiento de las acciones que se realicen conforme al párrafo 

anterior y los resultados de la evaluación serán informados a la Comisión 

Permanente de Funcionarios Fiscales. 

TRIGÉSIMA PRIMERA. La entidad y la Secretaría acordarán, en su caso, la 

realización de reuniones específicas sobre cada una de las funciones 

delegadas en este Convenio y sus Anexos, que hayan sido objeto de 

observación en las reuniones anuales a que se refiere la cláusula anterior. El 

propósito de estas reuniones será el análisis detallado de los problemas, la 

búsqueda de soluciones y la instrumentación conjunta de acciones que 

deberán llevarse a cabo, así como sus tiempos de operación. Los compromisos 

y resultados que de dichas reuniones se deriven, serán informados a la 

Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales. 

 
SECCIÓN VlI 

DEL CUMPLIMIENTO, VIGENCIA Y TERMINACIÓN DEL CONVENIO 

 
 

TRIGÉSIMA SEGUNDA. La Secretaría convendrá con la entidad los 

programas de trabajo y fijación de metas para el ejercicio de las funciones 

relacionadas con las actividades e ingresos coordinados. La entidad informará 

periódicamente del cumplimiento de dichas metas, a través del Sistema Único 

de Información para Entidades Federativas Integral, o el sistema que determine 

para tal efecto la Secretaría, de acuerdo a la normatividad que emita. 

 
Los acuerdos respectivos serán suscritos, tratándose de las autoridades 

fiscales de la entidad, por el titular de las finanzas y por el funcionario 

responsable del área que maneje la función o el ingreso coordinado sobre el 
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que verse el programa de trabajo respectivo y por la Secretaría, el 

Administrador General del Servicio de Administración Tributaria que 

corresponda, así como por los funcionarios de ese órgano desconcentrado, 

relacionados con los programas de trabajo y fijación de metas en materia de 

coordinación fiscal. 

 
Tratándose del sistema de compensación de fondos, los citados programas de 

trabajo o acuerdos, también deberán estar suscritos por el Tesorero de la 

Federación. 

 
A falta de programas o cuando la entidad no ejerza  alguna de las funciones 

que asume en este Convenio, la Secretaría prestará su apoyo realizando 

temporalmente la función de que se trate. 

 
TRIGÉSIMA TERCERA. En caso de incumplimiento de la normatividad emitida 

para los efectos de las cláusulas novena y décima de este Convenio, la entidad 

dejará de ejercer las facultades de comprobación por el ejercicio de que se 

trate, y no tendrá derecho a recibir los incentivos correspondientes. 

 
TRIGÉSIMA CUARTA. La suspensión de las facultades referidas en la 

cláusula anterior será determinada, aplicada y notificada por la Secretaría 

dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que tenga conocimiento 

del incumplimiento. Para su aplicación, la Secretaría dictará resolución en la 

que precise la naturaleza del incumplimiento. 

 
Una vez notificada la resolución a que se refiere el párrafo anterior, la entidad 

contará con quince días hábiles para ofrecer las pruebas y alegar lo que a su 

derecho convenga. 

 
La Secretaría contará con quince días hábiles para desahogar las pruebas 

aportadas por la entidad, una vez transcurrido el plazo deberá dictar resolución 
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dentro de los diez días hábiles siguientes, en la que se confirme, modifique o 

revoque la resolución determinativa de la suspensión de las citadas facultades, 

debiendo notificarle a la entidad el contenido de la misma. 

 
TRIGÉSIMA QUINTA. La Secretaría podrá tomar a su cargo exclusivo 

cualquiera de las atribuciones que conforme a este Convenio ejerza la entidad, 

cuando ésta incumpla alguna de las obligaciones establecidas en el mismo y 

mediante aviso por escrito efectuado con anticipación. La entidad podrá dejar 

de ejercer alguna o varias de dichas atribuciones, en cuyo caso, dará aviso 

previo por escrito a la Secretaría. 

 
Las decisiones a que se refiere el párrafo anterior se publicarán tanto en el 

órgano de difusión oficial de la entidad como en el Diario Oficial de la 

Federación, a más tardar dentro de los treinta días siguientes a su notificación 

y surtirán efectos al día siguiente de la publicación en este último. 

 
Cualquiera de las partes puede dar por terminado este Convenio mediante 

comunicación escrita a la otra parte. La declaratoria de terminación se 

publicará en el órgano de difusión oficial de la entidad y en el Diario Oficial de 

la Federación a más tardar dentro de los treinta días siguientes a su 

notificación y surtirá efectos al día siguiente de su publicación en este último. Si 

la terminación se solicita por la entidad, dicha solicitud se publicará además en 

el órgano de difusión oficial de la propia entidad. 

 
TRANSITORIAS 

 
 

PRIMERA. Este Convenio se publicará en el órgano de difusión oficial de la 

entidad y en el Diario Oficial de la Federación y entrará en vigor al día siguiente 

de su publicación en este último. 
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SEGUNDA. A partir de la entrada en vigor de este Convenio se deroga el 

Convenio de Colaboración Administrativa en materia Fiscal Federal, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 1996 y modificado 

mediante acuerdos publicados en dicho órgano de difusión el 25 de junio de 

1998, 14 de febrero de 2000 y 20 de junio de 2001, así como los Anexos 

números 2, 3, 7 y 14 al propio Convenio, celebrados por la Secretaría y la 

entidad, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 21 de abril de 1997, 

23 de diciembre de 2004, 9 de mayo de 2003 y 17 de enero de 1995, 

respectivamente. 

 
TERCERA. No obstante lo dispuesto en la transitoria anterior, subsiste la 

vigencia de los Anexos 1, 4, 5, 9, 11, 13 y 17, al Convenio de Colaboración 

Administrativa en materia Fiscal Federal citado en la cláusula que antecede, 

publicados en el Diario Oficial de la Federación el 27 y 29 de enero y 24 de julio 

de 1998, 4 de enero de 1999 y 18 de agosto de 2005; 2 de septiembre de 

2002; 27 de agosto de 2004; 14 de octubre de 2004; 18 de enero de 1995; 20 

de diciembre de 1996 y 5 de febrero de 2008, respectivamente, celebrados por 

la Secretaría y la entidad y, en su caso, por los municipios correspondientes, 

mismos que se entenderán referidos a los términos de este Convenio. 

 
CUARTA. Los asuntos que a la fecha de entrada en vigor del presente 

Convenio se encuentren en trámite, serán resueltos hasta su conclusión en los 

términos del Convenio de Colaboración Administrativa en materia Fiscal 

Federal y sus Anexos referidos en la cláusula segunda transitoria anterior y que 

han quedado derogados por virtud del presente Convenio. 

 
QUINTA. Para los efectos del impuesto al activo a que se refiere este 

Convenio, mismo que quedó sin efecto a partir del 1 de enero del 2008, en los 

términos del primer párrafo del Artículo Segundo Transitorio del “Decreto por el 

que se expide la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única”, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 1 de octubre de 2007, se estará a lo dispuesto 
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en los artículos Primero, Segundo y Tercero de los transitorios de dicho 

Decreto. 

 
SEXTA. Las disposiciones contenidas en este Convenio relativas al impuesto 

sobre tenencia o uso de vehículos, serán aplicables durante la vigencia de 

dicho impuesto, de conformidad con lo establecido en los artículos Tercero y 

Cuarto del “Decreto por el que se reforman, adicionan, derogan y abrogan 

diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, de la Ley del  

Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos y de la Ley del Impuesto  

Especial sobre Producción y Servicios” publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 21 de diciembre de 2007. 

 
SÉPTIMA. En relación a los ingresos coordinados materia del presente 

Convenio, la entidad se obliga a capacitar a sus funcionarios y empleados 

competentes. Para los efectos de la elaboración de los programas de 

capacitación correspondiente, la entidad podrá contar con el apoyo del Instituto 

para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas y de la Administración 

Central de Capacitación Fiscal del Servicio de Administración Tributaria. 

 
OCTAVA. La normatividad emitida por la Secretaría continuará vigente en lo 

que no se oponga a lo dispuesto por este Convenio y las referencias que se 

hagan a las cláusulas del Convenio de Colaboración Administrativa en materia 

Fiscal Federal o de sus respectivos Anexos, referidos en la cláusula segunda 

transitoria anterior y que han quedado derogados, se entenderán efectuadas, 

en lo conducente, al clausulado de este Convenio. 

 
NOVENA. Para los efectos de la fracción I de la cláusula vigésima cuarta de 

este Convenio, se estará a lo siguiente: 

I. A partir de la entrada en vigor de este instrumento y hasta el mes en que 

entre en vigor el Convenio de Colaboración Administrativa en materia Fiscal 

Federal, cuyo contenido sea igual al presente, que corresponda a la última de 
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las 32 entidades federativas cuyo citado convenio sea publicado en el Diario 

Oficial de la Federación, se aplicará el coeficiente de 1.1. 

II. A partir del mes calendario siguiente a aquél a que se refiere la fracción 

anterior, se aplicará un coeficiente de 1.09. 

III. A partir del mes calendario siguiente a aquél a que se refiere la fracción 

anterior, se aplicará un coeficiente de 1.08. 

IV. A partir del mes calendario siguiente a aquél a que se refiere la fracción 

anterior, se aplicará un coeficiente de 1.07. 

V. A partir del mes calendario siguiente a aquél a que se refiere la fracción 

anterior, se aplicará un coeficiente de 1.06. 

VI. A partir del mes calendario siguiente a aquél a que se refiere la fracción 

anterior, se aplicará un coeficiente de 1.05. 

VII. A partir del mes calendario siguiente a aquél a que se refiere la fracción 

anterior, se aplicará un coeficiente de 1.04. 

 
 

CAPITULO 3 
CONTRIBUCIONES 

 
3.1 Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 
 

Artículo 106. Están obligadas al pago del impuesto establecido en este Título, 

las personas físicas residentes en México que obtengan ingresos en efectivo, 

en bienes, devengado cuando en los términos de este Título señale, en crédito, 

en servicios en los casos que señale esta Ley, o de cualquier otro tipo. 

También están obligadas al pago del impuesto, las personas físicas residentes 

en el extranjero que realicen actividades empresariales o presten servicios 

personales independientes, en el país, a través de un establecimiento 

permanente, por los ingresos atribuibles a éste. 

 
Las personas físicas residentes en México están obligadas a informar, en la 

declaración del ejercicio, sobre los préstamos, los donativos y los premios, 
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obtenidos en el mismo, siempre que éstos, en lo individual o en su conjunto, 

excedan de $600,000.00. 

 
Las personas físicas residentes en México deberán informar a las autoridades 

fiscales, a través de los medios y formatos que para tal efecto señale el 

Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter general, 

respecto de las cantidades recibidas por los conceptos señalados en el párrafo 

anterior al momento de presentar la declaración anual del ejercicio fiscal en el 

que se obtengan. 

 
No se consideran ingresos obtenidos por los contribuyentes, los rendimientos 

de bienes entregados en fideicomiso, en tanto dichos rendimientos únicamente 

se destinen a fines científicos, políticos o religiosos o a los establecimientos de 

enseñanza y a las instituciones de asistencia o de beneficencia, señalados en 

la fracción III del artículo 176 de esta Ley, o a financiar la educación hasta nivel 

licenciatura de sus descendientes en línea recta, siempre que los estudios 

cuenten con reconocimiento de validez oficial. 

 
Cuando las personas tengan deudas o créditos, en moneda extranjera, y 

obtengan ganancia cambiaria derivada de la fluctuación de dicha moneda, 

considerarán como ingreso la ganancia determinada conforme a lo previsto en 

el artículo 168 de esta Ley. 

 
Se consideran ingresos obtenidos por las personas físicas, los que les 

correspondan conforme al Título III de esta Ley, así como las cantidades que 

perciban para efectuar gastos por cuenta de terceros, salvo que dichos gastos 

sean respaldados con documentación comprobatoria a nombre de aquél por 

cuenta de quien se efectúa el gasto. 
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Tratándose de ingresos provenientes de fuente de riqueza ubicada en el 

extranjero, los contribuyentes no los considerarán para los efectos de los pagos 

provisionales de este impuesto, salvo lo previsto en el artículo 113 de esta Ley. 

 
Las personas físicas residentes en el país que cambien su residencia durante 

un año de calendario a otro país, considerarán los pagos provisionales 

efectuados como pago definitivo del impuesto y no podrán presentar 

declaración anual. 

 
Los contribuyentes de este Título que celebren operaciones con partes 

relacionadas, están obligados, para los efectos de esta Ley, a determinar sus 

ingresos acumulables y sus deducciones autorizadas, considerando, para esas 

operaciones, los precios y montos de contraprestaciones que hubieran utilizado 

con o entre partes independientes en operaciones comparables. En el caso 

contrario, las autoridades fiscales podrán determinar los ingresos acumulables 

y las deducciones autorizadas de los contribuyentes, mediante  la 

determinación del precio o monto de la contraprestación en operaciones 

celebradas entre partes relacionadas, considerando, para esas operaciones, 

los precios y montos de contraprestaciones que hubieran utilizado partes 

independientes en operaciones comparables, mediante la aplicación de los 

métodos previstos en el artículo 216 de esta Ley, ya sea que éstas sean con 

personas morales, residentes en el país o en el extranjero, personas físicas y 

establecimientos permanentes en el país de residentes en el extranjero, así 

como en el caso de las actividades realizadas a través de fideicomisos. Lo 

dispuesto en este párrafo no es aplicable a los contribuyentes que estén 

obligados al pago del impuesto de acuerdo a la Sección III del Capítulo II de 

este Título. 

 
Se considera que dos o más personas son partes relacionadas, cuando una 

participa de manera directa o indirecta en la administración, control o capital de 

la otra, o cuando una persona o grupo de personas participe, directa o 
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indirectamente, en la administración, control o en el capital de dichas personas, 

o cuando exista vinculación entre ellas de acuerdo con la legislación aduanera. 

 
Cuando en este Título se haga referencia a Entidad Federativa, se entenderá 

incluido al Distrito Federal. 

 
Artículo 107. Cuando una persona física, aun cuando no esté inscrita en el 

Registro Federal de Contribuyentes, realice en un año de calendario 

erogaciones superiores a los ingresos que hubiere declarado en ese mismo 

año, las autoridades fiscales procederán como sigue: 

I. Comprobarán el monto de las erogaciones y la discrepancia con 

la declaración del contribuyente y darán a conocer a éste el 

resultado de dicha comprobación. 

II. El contribuyente, en un plazo de quince días, informará por escrito 

a las autoridades fiscales las razones que tuviera para 

inconformarse o el origen que explique la discrepancia y ofrecerá las 

pruebas que estimare convenientes, las que acompañará a su 

escrito o rendirá a más tardar dentro de los veinte días siguientes. 

En ningún caso los plazos para presentar el escrito y las pruebas 

señaladas excederán, en su conjunto, de treinta y cinco días. 

III. Si no se formula inconformidad o no se prueba el origen de la 

discrepancia, ésta se estimará ingreso de los señalados en el 

Capítulo IX de este Título en el año de que se trate y se formulará la 

liquidación respectiva. 

 
Para los efectos de este artículo también se consideran erogaciones los 

gastos, las adquisiciones de bienes y los depósitos en cuentas bancarias o en 

inversiones financieras. No se tomarán en consideración los depósitos que el 

contribuyente efectúe en cuentas que no sean propias, que califiquen como 

erogaciones en los términos de este artículo, cuando se demuestre que dicho 

depósito se hizo como pago por la adquisición de bienes o de servicios, o como 
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contraprestación para el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes o 

para realizar inversiones financieras ni los traspasos entre cuentas del 

contribuyente o a cuentas de su cónyuge, de sus ascendientes o 

descendientes, en línea recta en primer grado. 

 
Cuando el contribuyente obtenga ingresos de los previstos en este título y no 

los declare se aplicará este precepto como si hubiera presentado la declaración 

sin ingresos. Tratándose de contribuyentes que tributen en el Capítulo I del 

Título IV de la presente Ley, se considerarán, para los efectos del presente 

artículo, los ingresos que los retenedores manifiesten haber pagado al 

contribuyente de que se trate. 

 
Se considerarán ingresos omitidos por la actividad preponderante del 

contribuyente o, en su caso, otros ingresos en los términos del Capítulo IX de 

este Título, los préstamos y los donativos que no se declaren o se informen a 

las autoridades fiscales, conforme a lo previsto en los párrafos segundo y 

tercero del artículo 106 de esta Ley. 

 
Artículo 108. Cuando los ingresos de las personas físicas deriven de bienes  

en copropiedad, deberá designarse a uno de los copropietarios como 

representante común, el cual deberá llevar los libros, expedir y recabar la 

documentación que determinen las disposiciones fiscales, conservar los libros  

y documentación referidos y cumplir con las obligaciones en materia de 

retención de impuestos a que se refiere esta Ley. 

 
Cuando dos o más contribuyentes sean copropietarios de una negociación, se 

estará a lo dispuesto en el artículo 129 de esta Ley. 

 
Los copropietarios responderán solidariamente por el incumplimiento del 

representante común. 
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Lo dispuesto en los párrafos anteriores es aplicable a los integrantes de la 

sociedad conyugal. 

 
El representante legal de la sucesión pagará en cada año de calendario el 

impuesto por cuenta de los herederos o legatarios, considerando el ingreso en 

forma conjunta, hasta que se haya dado por finalizada la liquidación de la 

sucesión. El pago efectuado en esta forma se considerará como definitivo, 

salvo que los herederos o legatarios opten por acumular los ingresos 

respectivos que les correspondan, en cuyo caso podrán acreditar la parte 

proporcional de impuesto pagado. 

 
Artículo 109. No se pagará el impuesto sobre la renta por la obtención de los 

siguientes ingresos: 

I. Las prestaciones distintas del salario que reciban los trabajadores 

del salario mínimo general para una o varias áreas geográficas, 

calculadas sobre la base de dicho salario, cuando no excedan de los 

mínimos señalados por la legislación laboral, así como las 

remuneraciones por concepto de tiempo extraordinario o de 

prestación de servicios que se realice en los días de descanso sin 

disfrutar de otros en sustitución, hasta el límite establecido en la 

legislación laboral, que perciban dichos trabajadores. Tratándose de 

los demás trabajadores, el 50% de las remuneraciones por concepto 

de tiempo extraordinario o de la prestación de servicios que se realice 

en los días de descanso sin disfrutar de otros en sustitución, que no 

exceda el límite previsto en la legislación laboral y sin que esta 

exención exceda del equivalente de cinco veces el salario mínimo 

general del área geográfica del trabajador por cada semana de 

servicios. 

Por el excedente de las prestaciones exceptuadas del pago del 

impuesto a que se refiere esta fracción, se pagará el impuesto en los 

términos de este Título. 
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II. Las indemnizaciones por riesgos de trabajo o enfermedades, que 

se concedan de acuerdo con las leyes, por contratos colectivos de 

trabajo o por contratos Ley. 

III. Las jubilaciones, pensiones, haberes de retiro, así como las 

pensiones vitalicias u otras formas de retiro, provenientes de la 

subcuenta del seguro de retiro o de la subcuenta de retiro, cesantía 

en edad avanzada y vejez, previstas en la Ley del Seguro Social y las 

provenientes de la cuenta individual del sistema de ahorro para el 

retiro prevista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 

de los Trabajadores del Estado, en los casos de invalidez, 

incapacidad, cesantía, vejez, retiro y muerte, cuyo monto diario no 

exceda de nueve veces el salario mínimo general del área geográfica 

del contribuyente. Por el excedente se pagará el impuesto en los 

términos de este Título. 

Para aplicar la exención sobre los conceptos a que se refiere esta 

fracción, se deberá considerar la totalidad de las pensiones y de los 

haberes de retiro pagados al trabajador a que se refiere la misma, 

independientemente de quien los pague. Sobre el excedente se 

deberá efectuar la retención en los términos que al efecto establezca 

el Reglamento de esta Ley. 

IV. Los percibidos con motivo del reembolso de gastos médicos, 

dentales, hospitalarios y de funeral, que se concedan de manera 

general, de acuerdo con las leyes o contratos de trabajo. 

V. Las prestaciones de seguridad social que otorguen las 

instituciones públicas. 

VI. Los percibidos con motivo de subsidios por incapacidad, becas 

educacionales para los trabajadores o sus hijos, guarderías infantiles, 

actividades culturales y deportivas, y otras prestaciones de previsión 

social, de naturaleza análoga, que se concedan de manera general, 

de acuerdo con las leyes o por contratos de trabajo. 



143  

La previsión social a que se refiere esta fracción es la establecida en 

el artículo 8o., quinto párrafo de esta Ley. 

VII. La entrega de las aportaciones y sus rendimientos provenientes 

de la subcuenta de vivienda de la cuenta individual prevista en la Ley 

del Seguro Social, de la subcuenta del Fondo de la Vivienda de la 

cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro, prevista en la 

Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado o del Fondo de la Vivienda para los 

miembros del activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, previsto en 

la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas 

Mexicanas, así como las casas habitación proporcionadas a los 

trabajadores, inclusive por las empresas cuando se reúnan los 

requisitos de deducibilidad del Título II de esta Ley o, en su caso, de 

este Título. 

VIII. Los provenientes de cajas de ahorro de trabajadores y de fondos 

de ahorro establecidos por las empresas para sus trabajadores 

cuando reúnan los requisitos de deducibilidad del Título II de esta Ley 

o, en su caso, de este Título. 

IX. La cuota de seguridad social de los trabajadores pagada por los 

patrones. 

X. Los que obtengan las personas que han estado sujetas a una 

relación laboral en el momento de su separación, por concepto de 

primas de antigüedad, retiro e indemnizaciones u otros pagos, así 

como los obtenidos con cargo a la subcuenta del seguro de retiro o a 

la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, previstas 

en la Ley del Seguro Social y los que obtengan los trabajadores al 

servicio del Estado con cargo a la cuenta individual del sistema de 

ahorro para el retiro, prevista en la Ley del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, hasta por el 

equivalente a noventa veces el salario mínimo general del área 

geográfica del contribuyente por cada año de servicio o de 
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contribución en el caso de la subcuenta del seguro de retiro, de la 

subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez o de la 

cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro. Los años de 

servicio serán los que se hubieran considerado para el cálculo de los 

conceptos mencionados. Toda fracción de más de seis meses se 

considerará un año completo. Por el excedente se pagará el impuesto 

en los términos de este Título. 

XI. Las gratificaciones que reciban los trabajadores de sus patrones, 

durante un año de calendario, hasta el equivalente del salario mínimo 

general del área geográfica del trabajador elevado a 30 días, cuando 

dichas gratificaciones se otorguen en forma general; así como las 

primas vacacionales que otorguen los patrones durante el año de 

calendario a sus trabajadores en forma general y la participación de 

los trabajadores en las utilidades de las empresas, hasta por el 

equivalente a 15 días de salario mínimo general del área geográfica 

del trabajador, por cada uno de los conceptos señalados. Tratándose 

de primas dominicales hasta por el equivalente de un salario mínimo 

general del área geográfica del trabajador por cada domingo que se 

labore. 

Por el excedente de los ingresos a que se refiere esta fracción se 

pagará el impuesto en los términos de este Título. 

XII. Las remuneraciones por servicios personales subordinados que 

perciban los extranjeros, en los siguientes casos: 

a) Los agentes diplomáticos. 

b) Los agentes consulares, en el ejercicio de sus funciones, en los 

casos de reciprocidad. 

c) Los empleados de embajadas, legaciones y consulados 

extranjeros, que sean nacionales de los países representados, 

siempre que exista reciprocidad. 

d) Los miembros de delegaciones oficiales, en el caso de 

reciprocidad, cuando representen países extranjeros. 



145  

e) Los miembros de delegaciones científicas y humanitarias. 

f) Los representantes, funcionarios y empleados de los organismos 

internacionales con sede u oficina en México, cuando así lo 

establezcan los tratados o convenios. 

g) Los técnicos extranjeros contratados por el Gobierno Federal, 

cuando así se prevea en los acuerdos concertados entre México y el 

país de que dependan. 

XIII. Los viáticos, cuando sean efectivamente erogados en servicio del 

patrón y se compruebe esta circunstancia con documentación de 

terceros que reúna los requisitos fiscales. 

XIV. Los que provengan de contratos de arrendamiento prorrogados 

por disposición de Ley. 

XV. Los derivados de la enajenación de: 

a) La casa habitación del contribuyente, siempre que el monto de la 

contraprestación obtenida no exceda de un millón quinientas mil 

unidades de inversión y la transmisión se formalice ante fedatario 

público. Por el excedente se determinará la ganancia y se calcularán 

el impuesto anual y el pago provisional en los términos del Capítulo 

IV de este Título, considerando las deducciones en la proporción 

que resulte de dividir el excedente entre el monto de la 

contraprestación obtenida. El cálculo y entero del impuesto que 

corresponda al pago provisional se realizará por el fedatario público 

conforme a dicho Capítulo. 

La exención prevista en este inciso será aplicable siempre que 

durante los cinco años inmediatos anteriores a la fecha de 

enajenación de que se trate el contribuyente no hubiere enajenado 

otra casa habitación por la que hubiera obtenido la exención prevista 

en este inciso y manifieste, bajo protesta de decir verdad, dichas 

circunstancias ante el fedatario público ante quien se protocolice la 

operación. 
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El límite establecido en el primer párrafo de este inciso no será 

aplicable cuando el enajenante demuestre haber residido en su casa 

habitación durante los cinco años inmediatos anteriores a la fecha 

de su enajenación, en los términos del Reglamento de esta Ley. 

El fedatario público deberá consultar al Servicio de Administración 

Tributaria a través de la página de Internet de dicho órgano 

desconcentrado y de conformidad con las reglas de carácter general 

que al efecto emita este último, si previamente el contribuyente ha 

enajenado alguna casa habitación durante los cinco años anteriores 

a la fecha de la enajenación de que se trate, por la que hubiera 

obtenido la exención prevista en este inciso y dará aviso al citado 

órgano desconcentrado de dicha enajenación, indicando el monto de 

la contraprestación y, en su caso, del impuesto retenido. 

b) Bienes muebles, distintos de las acciones, de las partes sociales, 

de los títulos valor y de las inversiones del contribuyente, cuando en 

un año de calendario la diferencia entre el total de las enajenaciones 

y el costo comprobado de la adquisición de los bienes enajenados, 

no exceda de tres veces el salario mínimo general del área 

geográfica del contribuyente elevado al año. Por la utilidad que 

exceda se pagará el impuesto en los términos de este Título. 

XVI. Los intereses: 

a) Pagados por instituciones de crédito, siempre que los mismos 

provengan de cuentas de cheques, para el depósito de sueldos y 

salarios, pensiones o para haberes de retiro o depósitos de ahorro, 

cuyo saldo promedio diario de la inversión no exceda de 5 salarios 

mínimos generales del área geográfica del Distrito Federal, elevados 

al año. 

b) Pagados por sociedades cooperativas de ahorro y préstamo y por 

las sociedades financieras populares, provenientes de inversiones 

cuyo saldo promedio diario no exceda de 5 salarios mínimos 

generales del área geográfica del Distrito Federal, elevados al año. 
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Para los efectos de esta fracción, el saldo promedio diario será el que 

se obtenga de dividir la suma de los saldos diarios de la inversión 

entre el número de días de ésta, sin considerar los intereses 

devengados no pagados. 

XVII. Las cantidades que paguen las instituciones de seguros a los 

asegurados o a sus beneficiarios cuando ocurra el riesgo amparado 

por las pólizas contratadas y siempre que no se trate de seguros 

relacionados con bienes de activo fijo. Tratándose de seguros en los 

que el riesgo amparado sea la supervivencia del asegurado, no se 

pagará el impuesto sobre la renta por las cantidades que paguen las 

instituciones de seguros a sus asegurados o beneficiarios, siempre 

que la indemnización se pague cuando el asegurado llegue a la edad 

de sesenta años y además hubieran transcurrido al menos cinco años 

desde la fecha de contratación del seguro y el momento en el que se 

pague la indemnización. Lo dispuesto en este párrafo sólo será 

aplicable cuando la prima sea pagada por el asegurado. 

Tampoco se pagará el impuesto sobre la renta por las cantidades que 

paguen las instituciones de seguros a sus asegurados o a sus 

beneficiarios, que provengan de contratos de seguros de vida cuando 

la prima haya sido pagada directamente por el empleador en favor de 

sus trabajadores, siempre que los beneficios de dichos seguros se 

entreguen únicamente por muerte, invalidez, pérdidas orgánicas o 

incapacidad del asegurado para realizar un trabajo personal 

remunerado de conformidad con las leyes de seguridad social y 

siempre que en el caso del seguro que cubre la muerte del titular los 

beneficiarios de dicha póliza sean las personas relacionadas con el 

titular a que se refiere la fracción I del artículo 176 de esta Ley y se 

cumplan los demás requisitos establecidos en la fracción XII del 

artículo 31 de la misma Ley. La exención prevista en este párrafo no 

será aplicable tratándose de las cantidades que paguen las 
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instituciones de seguros por concepto de dividendos derivados de la 

póliza de seguros o su colectividad. 

No se pagará el impuesto sobre la renta por las cantidades que 

paguen las instituciones de seguros a sus asegurados o a sus 

beneficiarios que provengan de contratos de seguros de vida, cuando 

la persona que pague la prima sea distinta a la mencionada en el 

párrafo anterior y que los beneficiarios de dichos seguros se 

entreguen por muerte, invalidez, pérdidas orgánicas o incapacidad del 

asegurado para realizar un trabajo personal. 

El riesgo amparado a que se refiere el párrafo anterior se calculará 

tomando en cuenta todas las pólizas de seguros que cubran el riesgo 

de muerte, invalidez, pérdidas orgánicas o incapacidad del asegurado 

para realizar un trabajo personal remunerado de conformidad con las 

leyes de seguridad social, contratadas en beneficio del mismo 

asegurado por el mismo empleador. 

Tratándose de las cantidades que paguen las instituciones de seguros 

por concepto de jubilaciones, pensiones o retiro, así como de seguros 

de gastos médicos, se estará a lo dispuesto en las fracciones III y IV 

de este artículo, según corresponda. 

Lo dispuesto en esta fracción sólo será aplicable a los ingresos 

percibidos de instituciones de seguros constituidas conforme a las 

leyes mexicanas, que sean autorizadas para organizarse y funcionar 

como tales por las autoridades competentes. 

XVIII. Los que se reciban por herencia o legado. 

XIX. Los donativos en los siguientes casos: 

a) Entre cónyuges o los que perciban los descendientes de sus 

ascendientes en línea recta, cualquiera que sea su monto. 

b) Los que perciban los ascendientes de sus descendientes en línea 

recta, siempre que los bienes recibidos no se enajenen o se donen 

por el ascendiente a otro descendiente en línea recta sin limitación 

de grado. 
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c) Los demás donativos, siempre que el valor total de los recibidos 

en un año de calendario no exceda de tres veces el salario mínimo 

general del área geográfica del contribuyente elevado al año. Por el 

excedente se pagará impuesto en los términos de este Título. 

XX. Los premios obtenidos con motivo de un concurso científico, 

artístico o literario, abierto al público en general o a determinado 

gremio o grupo de profesionales, así como los premios otorgados por 

la Federación para promover los valores cívicos. 

XXI. Las indemnizaciones por daños que no excedan al valor de 

mercado del bien de que se trate. Por el excedente se pagará el 

impuesto en los términos de este Título. 

XXII. Los percibidos en concepto de alimentos por las personas 

físicas que tengan el carácter de acreedores alimentarios en términos 

de la legislación civil aplicable. 

XXIII. Los retiros efectuados de la subcuenta de retiro, cesantía en 

edad avanzada y vejez de la cuenta individual abierta en los términos 

de la Ley del Seguro Social, por concepto de ayuda para gastos de 

matrimonio y por desempleo. También tendrá este tratamiento, el 

traspaso de los recursos de la cuenta individual entre administradoras 

de fondos para el retiro, entre instituciones de crédito o entre ambas, 

así como entre dichas administradoras e instituciones de seguros 

autorizadas para operar los seguros de pensiones derivados de las 

leyes de seguridad social, con el único fin de contratar una renta 

vitalicia y seguro de sobrevivencia conforme a las leyes de seguridad 

social y a la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro. 

XXIV. Los impuestos que se trasladen por el contribuyente en los 

términos de Ley. 

XXV. Los que deriven de la enajenación de derechos parcelarios, de 

las parcelas sobre las que hubiera adoptado el dominio pleno o de los 

derechos comuneros, siempre y cuando sea la primera trasmisión que 
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se efectúe por los ejidatarios o comuneros y la misma se realice en 

los términos de la legislación de la materia. 

XXVI. Los derivados de la enajenación de acciones emitidas por 

sociedades mexicanas cuando su enajenación se realice a través de 

bolsas de valores concesionadas en los términos de la Ley del 

Mercado de Valores o de acciones emitidas por sociedades 

extranjeras cotizadas en dichas bolsas de valores. 

La exención a que se refiere esta fracción no será aplicable 

tratándose de la persona o grupo de personas, que directa o 

indirectamente tengan 10% o más de las acciones representativas del 

capital social de la sociedad emisora, a que se refiere el artículo 111 

de la Ley del Mercado de Valores, cuando en un periodo de 

veinticuatro meses, enajene el 10% o más de las acciones pagadas 

de la sociedad de que se trate, mediante una o varias operaciones 

simultáneas o sucesivas, incluyendo aquéllas que se realicen 

mediante operaciones financieras derivadas o de cualquier otra 

naturaleza análoga o similar. Tampoco será aplicable la exención 

para la persona o grupo de personas que, teniendo el control de la 

emisora, lo enajenen mediante una o varias operaciones simultáneas 

o sucesivas en un periodo de veinticuatro meses, incluyendo aquéllas 

que se realicen mediante operaciones financieras derivadas o de 

cualquier otra naturaleza análoga o similar. Para los efectos de este 

párrafo se entenderá por control y grupo de personas, las definidas 

como tales en el artículo 2 de la Ley del Mercado de Valores. 

Tampoco será aplicable la exención establecida en esta fracción 

cuando la enajenación de las acciones se realice fuera de las bolsas 

señaladas, las efectuadas en ellas como operaciones de registro o 

cruces protegidos o con cualquiera otra denominación que impidan 

que las personas que realicen las enajenaciones acepten ofertas más 

competitivas de las que reciban antes y durante el periodo en que se 

ofrezcan para su enajenación, aun y cuando la Comisión Nacional 
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Bancaria y de Valores les hubiese dado el trato de operaciones 

concertadas en bolsa de conformidad con el artículo 179 de la Ley del 

Mercado de Valores. 

En los casos de fusión o de escisión de sociedades, no será aplicable 

la exención prevista en esta fracción por las acciones que se 

enajenen y que se hayan obtenido del canje efectuado de las 

acciones de las sociedades fusionadas o escindente si las acciones 

de estas últimas sociedades se encuentran en cualesquiera de los 

supuestos señalados en los dos párrafos anteriores. 

No se pagará el impuesto sobre la renta por los ingresos que deriven 

de la enajenación de acciones emitidas por sociedades mexicanas o 

de títulos que representen exclusivamente a dichas acciones, siempre 

que la enajenación de las acciones o títulos citados se realice en 

bolsas de valores ubicadas en mercados reconocidos a que se refiere 

la fracción II del artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación de 

países con los que México tenga en vigor un tratado para evitar la 

doble tributación, y que las acciones de la sociedad emisora cumplan 

con los requisitos de exención establecidos en esta fracción. 

Tampoco, se pagará el impuesto sobre la renta por la ganancia 

acumulable obtenida en operaciones financieras derivadas de capital 

referidas a acciones colocadas en bolsas de valores concesionadas 

conforme a la Ley del Mercado de Valores, así como por aquéllas 

referidas a índices accionarios que representen a las citadas 

acciones, siempre que se realicen en los mercados reconocidos a que 

se refieren las fracciones I y II del artículo 16-C del Código Fiscal de  

la Federación. 

XXVII. Los provenientes de actividades agrícolas, ganaderas, 

silvícolas o pesqueras, siempre que en el año de calendario los 

mismos no excedan de 40 veces el salario mínimo general 

correspondiente al área geográfica del contribuyente elevado al año. 

Por el excedente se pagará el impuesto en los términos de esta Ley. 
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XXVIII. Los que se obtengan, hasta el equivalente de veinte salarios 

mínimos generales del área geográfica del contribuyente elevados al 

año, por permitir a terceros la publicación de obras escritas de su 

creación en libros, periódicos o revistas, o bien, la reproducción en 

serie de grabaciones de obras musicales de su creación, siempre que 

los libros, periódicos o revistas, así como los bienes en los que se 

contengan las grabaciones, se destinen para su enajenación al 

público por la persona que efectúa los pagos por estos conceptos y 

siempre que el creador de la obra expida por dichos ingresos el 

comprobante respectivo que contenga la leyenda “ingreso percibido 

en los términos de la fracción XXVIII, del artículo 109 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta”. Por el excedente se pagará el impuesto en 

los términos de este Título. 

La exención a que se refiere esta fracción no se aplicará en 

cualquiera de los siguientes casos: 

a) Cuando quien perciba estos ingresos obtenga también de la 

persona que los paga ingresos de los señalados en el Capítulo I de 

este Título. 

b) Cuando quien perciba estos ingresos sea socio o accionista en 

más del 10% del capital social de la persona moral que efectúa los 

pagos. 

c) Cuando se trate de ingresos que deriven de ideas o frases 

publicitarias, logotipos, emblemas, sellos distintivos, diseños o 

modelos industriales, manuales operativos u obras de arte aplicado. 

No será aplicable lo dispuesto en esta fracción cuando los ingresos 

se deriven de la explotación de las obras escritas o musicales de su 

creación en actividades empresariales distintas a la enajenación al 

público de sus obras, o en la prestación de servicios. 
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Lo dispuesto en las fracciones XV inciso b), XVI, XVII, XIX inciso c) y XXI de 

este artículo, no será aplicable tratándose de ingresos por las actividades 

empresariales o profesionales a que se refiere el Capítulo II de este Título. 

 
Las aportaciones que efectúen los patrones y el Gobierno Federal a la 

subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez de la cuenta individual 

que se constituya en los términos de la Ley del Seguro Social, así como las 

aportaciones que se efectúen a la cuenta individual del sistema de ahorro para 

el retiro, en los términos de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado, incluyendo los rendimientos que 

generen, no serán ingresos acumulables del trabajador en el ejercicio en que 

se aporten o generen, según corresponda. 

 
Las aportaciones que efectúen los patrones, en los términos de la Ley del 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a la 

subcuenta de vivienda de la cuenta individual abierta en los términos de la Ley 

del Seguro Social, y las que efectúe el Gobierno Federal a la subcuenta del 

Fondo de la Vivienda de la cuenta individual del sistema de ahorro para el 

retiro, en los términos de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 

de los Trabajadores del Estado, o del Fondo de la Vivienda para los miembros 

del activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, previsto en la Ley del Instituto 

de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, así como los 

rendimientos que generen, no serán ingresos acumulables del trabajador en el 

ejercicio en que se aporten o generen, según corresponda. 

 
Las exenciones previstas en las fracciones XIII, XV inciso a) y XVIII de este 

artículo, no serán aplicables cuando los ingresos correspondientes no sean 

declarados en los términos del tercer párrafo del artículo 175 de esta Ley, 

estando obligado a ello. 
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La exención aplicable a los ingresos obtenidos por concepto de prestaciones 

de previsión social se limitará cuando la suma de los ingresos por la prestación 

de servicios personales subordinados o aquellos que reciban, por parte de las 

sociedades cooperativas, los socios o miembros de las mismas y el monto de 

la exención exceda de una cantidad equivalente a siete veces el salario mínimo 

general del área geográfica del contribuyente, elevado al año; cuando dicha 

suma exceda de la cantidad citada, solamente se considerará como ingreso no 

sujeto al pago del impuesto un monto hasta de un salario mínimo general del 

área geográfica del contribuyente, elevado al año. Esta limitación en ningún 

caso deberá dar como resultado que la suma de los ingresos por la prestación 

de servicios personales subordinados o aquellos que reciban, por parte de las 

sociedades cooperativas, los socios o miembros de las mismas y el importe de 

la exención, sea inferior a siete veces el salario mínimo general del área 

geográfica del contribuyente, elevado al año. 

 
Lo dispuesto en el párrafo anterior, no será aplicable tratándose de 

jubilaciones, pensiones, haberes de retiro, pensiones vitalicias, 

indemnizaciones por riesgos de trabajo o enfermedades, que se concedan de 

acuerdo con las leyes, contratos colectivos de trabajo o contratos ley, 

reembolsos de gastos médicos, dentales, hospitalarios y de funeral, 

concedidos de manera general de acuerdo con las leyes o contratos de trabajo, 

seguros de gastos médicos, seguros de vida y fondos de ahorro, siempre que 

se reúnan los requisitos establecidos en las fracciones XII y XXIII del artículo 

31 de esta Ley, aun cuando quien otorgue dichas prestaciones de previsión 

social no sea contribuyente del impuesto establecido en esta Ley. 

 
Artículo 120. Están obligadas al pago del impuesto establecido en esta 

Sección, las personas físicas que perciban ingresos derivados de la realización 

de actividades empresariales o de la prestación de servicios profesionales. 

Las personas físicas residentes en el extranjero que tengan uno o varios 

establecimientos permanentes en el país, pagarán el impuesto sobre la renta 
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en los términos de esta Sección por los ingresos atribuibles a los mismos, 

derivados de las actividades empresariales o de la prestación de servicios 

profesionales. 

Para los efectos de este Capítulo se consideran: 

I. Ingresos por actividades empresariales, los provenientes de la 

realización de actividades comerciales, industriales, agrícolas, 

ganaderas, de pesca o silvícolas. 

II. Ingresos por la prestación de un servicio profesional, las 

remuneraciones que deriven de un servicio personal independiente 

y cuyos ingresos no estén considerados en el Capítulo I de este 

Título. 

Se entiende que los ingresos los obtienen en su totalidad las 

personas que realicen la actividad empresarial o presten el servicio 

profesional. 

 
Artículo 121. Para los efectos de esta Sección, se consideran ingresos 

acumulables por la realización de actividades empresariales o por la prestación 

de servicios profesionales, además de los señalados en el artículo anterior y en 

otros artículos de esta Ley, los siguientes: 

I. Tratándose de condonaciones, quitas o remisiones, de deudas 

relacionadas con la actividad empresarial o con el servicio 

profesional, así como de las deudas antes citadas que se dejen de 

pagar por prescripción de la acción del acreedor, la diferencia que 

resulte de restar del principal actualizado por inflación, el monto de 

la quita, condonación o remisión, al momento de su liquidación o 

reestructuración, siempre y cuando la liquidación total sea menor al 

principal actualizado y se trate de quitas, condonaciones o 

remisiones otorgadas por instituciones del sistema financiero. 

En el caso de condonaciones, quitas o remisiones de deudas 

otorgadas por personas distintas a instituciones del sistema 
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financiero, se acumulará el monto total en dichas condonaciones, 

quitas o remisiones. 

II. Los provenientes de la enajenación de cuentas y documentos por 

cobrar y de títulos de créditos distintos de las acciones, relacionados 

con las actividades a que se refiere este Capítulo. 

III. Las cantidades que se recuperen por seguros, fianzas o 

responsabilidades a cargo de terceros, tratándose de pérdidas de 

bienes del contribuyente afectos a la actividad empresarial o al 

servicio profesional. 

IV. Las cantidades que se perciban para efectuar gastos por cuenta 

de terceros, salvo que dichos gastos sean respaldados con 

documentación comprobatoria a nombre de aquél por cuenta de 

quien se efectúa el gasto. 

V. Los derivados de la enajenación de obras de arte hechas por el 

contribuyente. 

VI. Los obtenidos por agentes de instituciones de crédito, de 

seguros, de fianzas o de valores, por promotores de valores o de 

administradoras de fondos para el retiro, por los servicios 

profesionales prestados a dichas instituciones. 

VII. Los obtenidos mediante la explotación de una patente aduanal. 

VIII. Los obtenidos por la explotación de obras escritas, fotografías o 

dibujos, en libros, periódicos, revistas o en las páginas electrónicas 

vía Internet, o bien, la reproducción en serie de grabaciones de 

obras musicales y en general cualquier otro que derive de la 

explotación de derechos de autor. 

IX. Los intereses cobrados derivados de la actividad empresarial o 

de la prestación de servicios profesionales, sin ajuste alguno. 

X. Las devoluciones que se efectúen o los descuentos o 

bonificaciones que se reciban, siempre que se hubiese efectuado la 

deducción correspondiente. 
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XI. La ganancia derivada de la enajenación de activos afectos a la 

actividad, salvo tratándose de los contribuyentes a que se refiere el 

artículo 134 de esta Ley; en este último caso, se considerará como 

ganancia el total del ingreso obtenido en la enajenación. 

 
Los ingresos determinados presuntivamente por las autoridades fiscales, en los 

casos en que proceda conforme a la Ley, se considerarán ingresos 

acumulables en los términos de esta Sección, cuando en el ejercicio de que se 

trate el contribuyente perciba preponderantemente ingresos que correspondan 

a actividades empresariales o a la prestación de servicios profesionales. 

 
Para los efectos del párrafo anterior, se considera que el contribuyente percibe 

ingresos preponderantemente por actividades empresariales o por prestación 

de servicios profesionales, cuando dichos ingresos representen en el ejercicio 

de que se trate o en el anterior, más del 50% de los ingresos acumulables del 

contribuyente. 

 
Las autoridades fiscales podrán determinar la utilidad de los establecimientos 

permanentes en el país de un residente en el extranjero, con base en las 

utilidades totales de dicho residente, considerando la proporción que los 

ingresos o los activos de los establecimientos en México representen del total 

de los ingresos o de activos, respectivamente. 

 
Artículo 121-Bis. Los contribuyentes sujetos a un procedimiento de concurso, 

podrán disminuir el monto de las deudas perdonadas conforme al convenio 

suscrito con sus acreedores reconocidos, en los términos establecidos en la 

Ley de Concursos Mercantiles, de las pérdidas pendientes de disminuir que 

tengan en el ejercicio en el que dichos acreedores les perdonen las deudas 

citadas. Cuando el monto de las deudas perdonadas sea mayor a las pérdidas 

fiscales pendientes de disminuir, la diferencia que resulte no se considerará 

como ingreso acumulable. 
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Artículo 122. Para los efectos de esta Sección, los ingresos se consideran 

acumulables en el momento en que sean efectivamente percibidos. 

 
Los ingresos se consideran efectivamente percibidos cuando se reciban en 

efectivo, en bienes o en servicios, aun cuando aquéllos correspondan a 

anticipos, a depósitos o a cualquier otro concepto, sin importar el nombre con  

el que se les designe. Igualmente se considera percibido el ingreso cuando el 

contribuyente reciba títulos de crédito emitidos por una persona distinta de 

quien efectúa el pago. Cuando se perciban en cheque, se considerará 

percibido el ingreso en la fecha de cobro del mismo o cuando los 

contribuyentes transmitan los cheques a un tercero, excepto cuando dicha 

transmisión sea en procuración. También se entiende que es efectivamente 

percibido cuando el interés del acreedor queda satisfecho mediante cualquier 

forma de extinción de las obligaciones. 

 
Tratándose de los ingresos a que se refiere la fracción I del artículo 121 de esta 

Ley, éstos se considerarán efectivamente percibidos en la fecha en que se 

convenga la condonación, la quita o la remisión, o en la que se consume la 

prescripción. 

 
En el caso de enajenación de bienes que se exporten se deberá acumular el 

ingreso cuando efectivamente se perciba. En el caso de que no se perciba el 

ingreso dentro de los doce meses siguientes a aquél en el que se realice la 

exportación, se deberá acumular el ingreso una vez transcurrido dicho plazo. 

 
Artículo 123. Las personas físicas que obtengan ingresos por actividades 

empresariales o servicios profesionales, podrán efectuar las deducciones 

siguientes: 

I. Las devoluciones que se reciban o los descuentos o 

bonificaciones que se hagan, siempre que se hubiese acumulado el 

ingreso correspondiente. 
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II. Las adquisiciones de mercancías, así como de materias primas, 

productos semiterminados o terminados, que utilicen para prestar 

servicios, para fabricar bienes o para enajenarlos. 

No serán deducibles conforme a esta fracción los activos fijos, los 

terrenos, las acciones, partes sociales, obligaciones y otros valores 

mobiliarios, los títulos valor que representen la propiedad de bienes, 

excepto certificados de depósito de bienes o mercancías, la moneda 

extranjera, las piezas de oro o de plata que hubieran tenido el 

carácter de moneda nacional o extranjera ni las piezas denominadas 

onzas troy. 

En el caso de ingresos por enajenación de terrenos y de 

acciones, se estará a lo dispuesto en los artículos 21 y 24 de esta 

Ley, respectivamente. 

III. Los gastos. 

IV. Las inversiones. 

V. Los intereses pagados derivados de la actividad empresarial o 

servicio profesional, sin ajuste alguno, así como los que se generen 

por capitales tomados en préstamo siempre y cuando dichos capitales 

hayan sido invertidos en los fines de las actividades a que se refiere 

esta Sección. 

VI. Las cuotas pagadas por los patrones al Instituto Mexicano del 

Seguro Social, incluso cuando éstas sean a cargo de sus 

trabajadores. 

VII. Los pagos efectuados por el impuesto local sobre los ingresos por 

actividades empresariales o servicios profesionales. 

 
Tratándose de personas físicas residentes en el extranjero que tengan uno o 

varios establecimientos permanentes en el país, podrán efectuar las 

deducciones que correspondan a las actividades del establecimiento 

permanente, ya sean las erogadas en México o en cualquier otra parte, aun 
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cuando se prorrateen con algún establecimiento ubicado en el extranjero, 

aplicando al efecto lo dispuesto en el artículo 30 de esta Ley. 

Último párrafo (Se deroga). 

 
 

Artículo 124. Los contribuyentes a que se refiere esta Sección determinarán la 

deducción por inversiones aplicando lo dispuesto en la Sección II del Capítulo II 

del Título II de esta Ley. Para estos efectos, se consideran inversiones las 

señaladas en el artículo 38 de esta Ley. 

 
Para los efectos de este artículo, los por cientos de deducción se aplicarán 

sobre el monto original de la inversión, aun cuando ésta no se haya pagado en 

su totalidad en el ejercicio en que proceda su deducción. Cuando no se pueda 

separar el monto original de la inversión de los intereses que en su caso se 

paguen por el financiamiento, el por ciento que corresponda se aplicará sobre 

el monto total, en cuyo caso, los intereses no podrán deducirse en los términos 

de la fracción V del artículo 123 de esta Ley. 

 
Los contribuyentes a que se refiere esta Sección, que únicamente presten 

servicios profesionales y que en el ejercicio inmediato anterior sus ingresos no 

hubiesen excedido de $840,000.00, en lugar de aplicar lo dispuesto en los 

párrafos precedentes de este artículo, podrán deducir las erogaciones 

efectivamente realizadas en el ejercicio para la adquisición de activos fijos, 

gastos o cargos diferidos. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable 

tratándose de automóviles, terrenos y construcciones, respecto de los cuales 

se aplicará lo dispuesto en el Título II de esta Ley. La cantidad a que se refiere 

este párrafo se actualizará en los términos señalados en el último párrafo del 

artículo 177 de esta Ley. 

 
Artículo 125. Las deducciones autorizadas en esta Sección, además de 

cumplir con los requisitos establecidos en otras disposiciones fiscales, deberán 

reunir los siguientes: 
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I. Que hayan sido efectivamente erogadas en el ejercicio de que se 

trate. Se consideran efectivamente erogadas cuando el pago haya 

sido realizado en efectivo, mediante traspasos de cuentas en 

instituciones de crédito o casas de bolsa, en servicios o en otros 

bienes que no sean títulos de crédito. Tratándose de pagos con 

cheque, se considerará efectivamente erogado en la fecha en la que 

el mismo haya sido cobrado o cuando los contribuyentes transmitan 

los cheques a un tercero, excepto cuando dicha transmisión sea en 

procuración. Igualmente, se consideran efectivamente erogadas 

cuando el contribuyente entregue títulos de crédito suscritos por una 

persona distinta. También se entiende que es efectivamente erogado 

cuando el interés del acreedor queda satisfecho mediante cualquier 

forma de extinción de las obligaciones. 

Cuando los pagos a que se refiere el párrafo anterior se efectúen con 

cheque, la deducción se efectuará en el ejercicio en que éste se 

cobre, siempre que entre la fecha consignada en la documentación 

comprobatoria que se haya expedido y la fecha en que efectivamente 

se cobre dicho cheque no hayan transcurrido más de cuatro meses. 

Se presume que la suscripción de títulos de crédito, por el 

contribuyente, diversos al cheque, constituye garantía del pago del 

precio o de la contraprestación pactada por la actividad empresarial o 

por el servicio profesional. En estos casos, se entenderá recibido el 

pago cuando efectivamente se realice, o cuando los contribuyentes 

transmitan a un tercero los títulos de crédito, excepto cuando dicha 

transmisión sea en procuración. 

Tratándose de inversiones, éstas deberán deducirse en el ejercicio en 

el que se inicie su utilización o en el ejercicio siguiente, aun cuando 

en dicho ejercicio no se haya erogado en su totalidad el monto original 

de la inversión. 
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II. Que sean estrictamente indispensables para la obtención de los 

ingresos por los que se está obligado al pago de este impuesto en 

los términos de esta Sección. 

III. Que cuando esta Ley permita la deducción de inversiones se 

proceda en los términos del artículo 124 de esta Ley. Tratándose de 

contratos de arrendamiento financiero, además deberán cumplirse 

los requisitos del artículo 45 de esta Ley. 

IV. Que se resten una sola vez, aun cuando estén relacionadas con 

la obtención de diversos ingresos. 

V. Que los pagos de primas por seguros o fianzas se hagan conforme 

a las leyes de la materia y correspondan a conceptos que esta Ley 

señala como deducibles o que en otras leyes se establezca la 

obligación de contratarlos y siempre que, tratándose de seguros, 

durante la vigencia de la póliza no se otorguen préstamos por parte 

de la aseguradora, a persona alguna, con garantía de las sumas 

aseguradas, de las primas pagadas o de las reservas matemáticas. 

VI. Cuando el pago se realice a plazos, la deducción procederá por 

el monto de las parcialidades efectivamente pagadas en el mes o en 

el ejercicio que corresponda, excepto tratándose de las deducciones 

a que se refiere el artículo 124 de esta Ley. 

VII. Que tratándose de las inversiones no se les dé efectos fiscales 

a su revaluación. 

VIII. Que al realizar las operaciones correspondientes o a más tardar 

el último día del ejercicio, se reúnan los requisitos que para cada 

deducción en particular establece esta Ley. Tratándose únicamente 

de la documentación comprobatoria a que se refiere el primer 

párrafo de la fracción III del artículo 31 de esta Ley, ésta se obtenga 

a más tardar el día en que el contribuyente deba presentar su 

declaración. Además, la fecha de expedición de la documentación 

comprobatoria de un gasto deducible deberá corresponder al 

ejercicio por el que se efectúa la deducción. 
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Para los efectos de esta sección, se estará a lo dispuesto en el artículo 31, 

fracciones III, IV, V, VI, VII, XI, XII, XIV, XV, XVIII, XIX, XX y XXIII de esta Ley. 

 
Artículo 126. Los contribuyentes a que se refiere esta Sección, considerarán 

los gastos e inversiones no deducibles del ejercicio, en los términos del artículo 

32 de esta Ley. 

 
Artículo 127. Los contribuyentes a que se refiere esta Sección, efectuarán 

pagos provisionales mensuales a cuenta del impuesto del ejercicio, a más 

tardar el día 17 del mes inmediato posterior a aquél al que corresponda el 

pago, mediante declaración que presentarán ante las oficinas autorizadas. El 

pago provisional se determinará restando de la totalidad de los ingresos a que 

se refiere esta Sección obtenidos en el periodo comprendido desde el inicio del 

ejercicio y hasta el último día del mes al que corresponde el pago, las 

deducciones autorizadas en esta Sección correspondientes al mismo periodo y 

la participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas pagada 

en el ejercicio, en los términos del artículo 123 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y, en su caso, las pérdidas fiscales ocurridas en 

ejercicios anteriores que no se hubieran disminuido. 

 
Al resultado que se obtenga conforme al párrafo anterior, se le aplicará la tarifa 

que se determine de acuerdo a lo siguiente: 

 
Se tomará como base la tarifa del artículo 113 de esta Ley, sumando las 

cantidades correspondientes a las columnas relativas al límite inferior, límite 

superior y cuota fija, que en los términos de dicho artículo resulten para cada 

uno de los meses del periodo a que se refiere el pago provisional de que se 

trate, y que correspondan al mismo renglón identificado por el mismo por ciento 

para aplicarse sobre el excedente del límite inferior. Las autoridades fiscales 

realizarán las operaciones aritméticas previstas en este párrafo para calcular la 

tarifa aplicable y la publicará en el Diario Oficial de la Federación. 
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Cuarto párrafo (Se deroga). 

 
 

Contra el pago provisional determinado conforme a este artículo, se acreditarán 

los pagos provisionales del mismo ejercicio efectuados con anterioridad. 

 
Cuando los contribuyentes presten servicios profesionales a las personas 

morales, éstas deberán retener, como pago provisional, el monto que resulte 

de aplicar la tasa del 10% sobre el monto de los pagos que les efectúen, sin 

deducción alguna, debiendo proporcionar a los contribuyentes constancia de la 

retención; dichas retenciones deberán enterarse, en su caso, conjuntamente 

con las señaladas en el artículo 113 de esta Ley. El impuesto retenido en los 

términos de este párrafo será acreditable contra el impuesto a pagar que 

resulte en los pagos provisionales de conformidad con este artículo. 

 
Artículo 128. Quienes en el ejercicio obtengan en forma esporádica ingresos 

derivados de la prestación de servicios profesionales y no obtengan otros 

ingresos gravados conforme a este Capítulo, cubrirán, como pago provisional a 

cuenta del impuesto anual, el monto que resulte de aplicar la tasa del 20% 

sobre los ingresos percibidos, sin deducción alguna. El pago provisional se 

hará mediante declaración que presentarán ante las oficinas autorizadas dentro 

de los 15 días siguientes a la obtención del ingreso. 

 
Estos contribuyentes quedarán relevados de la obligación de llevar libros y 

registros, así como de presentar declaraciones provisionales distintas de las 

antes señaladas. 

 
Los contribuyentes a que se refiere el párrafo anterior, deberán presentar 

declaración anual en los términos del artículo 177 de esta Ley y podrán deducir 

únicamente los gastos directamente relacionados con la prestación del servicio 

profesional. 
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Artículo 129. Cuando se realicen actividades empresariales a través de una 

copropiedad, el representante común designado determinará, en los términos 

de esta Sección, la utilidad fiscal o la pérdida fiscal, de dichas actividades y 

cumplirá por cuenta de la totalidad de los copropietarios las obligaciones 

señaladas en esta Ley, incluso la de efectuar pagos provisionales. Para los 

efectos del impuesto del ejercicio, los copropietarios considerarán la utilidad 

fiscal o la pérdida fiscal que se determine conforme al artículo 130 de esta Ley, 

en la parte proporcional que de la misma les corresponda y acreditarán, en esa 

misma proporción, el monto de los pagos provisionales efectuados por dicho 

representante. 

 
Artículo 130. Los contribuyentes a que se refiere esta Sección, deberán 

calcular el impuesto del ejercicio a su cargo en los términos del artículo 177 de 

esta Ley. Para estos efectos, la utilidad fiscal del ejercicio se determinará 

disminuyendo de la totalidad de los ingresos acumulables obtenidos por las 

actividades empresariales o por la prestación de servicios profesionales, las 

deducciones autorizadas en esta Sección, ambos correspondientes al ejercicio 

de que se trate. A la utilidad fiscal así determinada, se le disminuirá la 

participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas pagada en 

el ejercicio, en los términos del artículo 123 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y, en su caso, las pérdidas fiscales determinadas 

conforme a este artículo, pendientes de aplicar de ejercicios anteriores; el 

resultado será la utilidad gravable. 

 
La pérdida fiscal se obtendrá cuando los ingresos a que se refiere esta Sección 

obtenidos en el ejercicio sean menores a las deducciones autorizadas en el 

mismo. Al resultado obtenido se le adicionará la participación de los 

trabajadores en las utilidades pagada en el ejercicio a que se refiere el párrafo 

anterior. En este caso se estará a lo siguiente: 
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I. La pérdida fiscal ocurrida en un ejercicio podrá disminuirse de la 

utilidad fiscal determinada en los términos de esta Sección, de los 

diez ejercicios siguientes, hasta agotarla. 

Para los efectos de esta fracción, el monto de la pérdida fiscal 

ocurrida en un ejercicio, se actualizará multiplicándola por el factor 

de actualización correspondiente al periodo comprendido desde el 

primer mes de la segunda mitad del ejercicio en el que ocurrió y 

hasta el último mes del mismo ejercicio. La parte de la pérdida fiscal 

de ejercicios anteriores ya actualizada pendiente de aplicar contra 

utilidades fiscales se actualizará multiplicándola por el factor de 

actualización correspondiente al periodo comprendido desde el mes 

en el que se actualizó por última vez y hasta el último mes de la 

primera mitad del ejercicio en el que se aplicará. 

Para los efectos del párrafo anterior, cuando sea impar el número de 

meses del ejercicio en que ocurrió la pérdida fiscal, se considerará 

como primer mes de la segunda mitad, el mes inmediato posterior al 

que corresponda la mitad del ejercicio. 

Cuando el contribuyente no disminuya en un ejercicio la pérdida 

fiscal ocurrida en ejercicios anteriores, pudiéndolo haber hecho 

conforme a este artículo, perderá el derecho a hacerlo 

posteriormente hasta por la cantidad en que pudo haberlo 

efectuado. 

II. El derecho de disminuir pérdidas fiscales es personal del 

contribuyente que las sufre y no podrá ser transmitido por acto entre 

vivos ni como consecuencia de la enajenación del negocio. En el 

caso de realizarse actividades empresariales, sólo por causa de 

muerte podrá transmitirse el derecho a los herederos o legatarios, 

que continúen realizando las actividades empresariales de las que 

derivó la pérdida. 
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Las pérdidas fiscales que obtengan los contribuyentes por la realización de las 

actividades a que se refiere esta Sección, sólo podrán ser disminuidas de la 

utilidad fiscal derivada de las propias actividades a que se refiere la misma. 

 
Las personas físicas que realicen exclusivamente actividades agrícolas, 

ganaderas, pesqueras o silvícolas, podrán aplicar lo dispuesto en el penúltimo 

párrafo del artículo 81 de esta Ley. 

 
Artículo 131. (Se deroga). 

 
 

Artículo 132. Para los efectos de las Secciones I y II de este Capítulo, para la 

participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas, la renta 

gravable a que se refiere el inciso e) de la fracción IX del artículo 123 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de los artículos 120 y 

127 fracción III de la Ley Federal del Trabajo, será la utilidad fiscal que resulte 

de conformidad con el artículo 130 de esta Ley. 

 
En el caso de que el contribuyente obtenga ingresos por actividades 

empresariales y servicios profesionales en el mismo ejercicio, deberá 

determinar la renta gravable que en términos de esta Sección corresponda a 

cada una de las actividades en lo individual; para estos efectos, se aplicará la 

misma proporción que se determine en los términos del artículo anterior. 

 
Artículo 133. Los contribuyentes personas físicas sujetos al régimen 

establecido en esta Sección, además de las obligaciones establecidas en otros 

artículos de esta Ley y en las demás disposiciones fiscales, tendrán las 

siguientes: 

I. Solicitar su inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes. 

II. Llevar contabilidad de conformidad con el Código Fiscal de la 

Federación y su Reglamento; tratándose de personas físicas que 

únicamente presten servicios profesionales, llevar un solo libro de 
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ingresos, egresos y de registro de inversiones y deducciones, en 

lugar de la contabilidad a que se refiere el citado Código. 

Los contribuyentes que realicen actividades agrícolas, ganaderas, 

pesqueras o silvícolas o de autotransporte terrestre de carga o de 

pasajeros, cuyos ingresos obtenidos en el ejercicio inmediato 

anterior por dichas actividades no hubiesen excedido de 

$10’000,000.00, podrán llevar la contabilidad en los términos del 

artículo 134 fracción I de esta Ley. 

Los contribuyentes residentes en el país que tengan 

establecimientos en el extranjero, para los efectos del cumplimiento 

de las obligaciones a que se refiere esta fracción, la III y la V de este 

artículo, respecto de dichos establecimientos, podrán hacerlo de 

acuerdo con lo previsto en el artículo 87 de esta Ley. 

III. Expedir y conservar comprobantes que acrediten los ingresos 

que perciban, mismos que deberán reunir los requisitos establecidos 

en el Código Fiscal de la Federación y su Reglamento. Los 

comprobantes que se emitan deberán contener la leyenda 

preimpresa “Efectos fiscales al pago”. 

Cuando la contraprestación que ampare el comprobante se cobre en 

una sola exhibición, en él se deberá indicar el importe total de la 

operación. Si la contraprestación se cobró en parcialidades, en el 

comprobante se deberá indicar además el importe de la parcialidad 

que se cubre en ese momento. 

Cuando el cobro de la contraprestación se haga en parcialidades, 

por el cobro que de las mismas se haga con posterioridad a la fecha 

en que se hubiera expedido el comprobante a que se refiere el 

párrafo anterior, los contribuyentes deberán expedir un comprobante 

por cada una de esas parcialidades, el cual deberá contener los 

requisitos previstos en las fracciones I, II, III y IV del artículo 29-A 

del Código Fiscal de la Federación, así como el importe de la 

parcialidad que ampare, la forma como se realizó el pago de la 
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parcialidad y el número y fecha del documento que se hubiera 

expedido en los términos del párrafo anterior. 

IV. Conservar la contabilidad y los comprobantes de los asientos 

respectivos, así como aquéllos necesarios para acreditar que se ha 

cumplido con las obligaciones fiscales, de conformidad con lo 

previsto por el Código Fiscal de la Federación. 

V. Los contribuyentes que lleven a cabo actividades empresariales 

deberán formular un estado de posición financiera y levantar 

inventario de existencias al 31 de diciembre de cada año, de 

acuerdo con las disposiciones reglamentarias respectivas. 

Cuando el contribuyente inicie o deje de realizar actividades 

empresariales, deberá formular estado de posición financiera 

referido a cada uno de los momentos mencionados. 

VI. En la declaración anual que se presente determinarán la utilidad 

fiscal y el monto que corresponda a la participación de los 

trabajadores en las utilidades de la empresa. 

Tratándose de las declaraciones a que se refiere la fracción VII de 

este artículo, la información deberá proporcionarse a través de 

medios electrónicos en la dirección de correo electrónico que al 

efecto señale el Servicio de Administración Tributaria mediante 

reglas de carácter general. 

VII. Presentar y mantener a disposición de las autoridades fiscales 

la información a que se refieren las fracciones VII, VIII, IX y XIX del 

Artículo 86 de esta Ley. 

En el caso de que los contribuyentes emitan sus comprobantes 

fiscales digitales a través de la página de Internet del Servicio de 

Administración Tributaria, no tendrán obligación de presentar la 

información señalada en la fracción VIII del artículo 86 de esta Ley. 

VIII. Expedir constancias en las que asienten el monto de los pagos 

efectuados que constituyan ingresos de fuente de riqueza ubicada 

en México de acuerdo con lo previsto por el Título V de esta Ley o 
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de los pagos efectuados a los establecimientos en el extranjero de 

instituciones de crédito del país, en los términos del artículo 51 de la 

misma y, en su caso, el impuesto retenido al residente en el 

extranjero o a las citadas instituciones de crédito. 

IX. Los contribuyentes que hagan pagos por los conceptos a que se 

refiere el Capítulo I de este Título, deberán cumplir con las 

obligaciones que se establecen en el mismo. 

X. Presentar, conjuntamente con la declaración del ejercicio, la 

información a que se refiere la fracción XIII del artículo 86 de esta 

Ley. 

XI. Obtener y conservar la documentación a que se refiere el artículo 

86, fracción XII de esta Ley. Lo previsto en esta fracción no se 

aplicará tratándose de contribuyentes cuyos ingresos en el ejercicio 

inmediato anterior no hayan excedido de $13’000,000.00, excepto 

aquéllos que se encuentren en el supuesto a que se refiere el 

penúltimo párrafo del artículo 215 de esta Ley. El ejercicio de las 

facultades de comprobación respecto de esta obligación solamente 

se podrá realizar por ejercicios terminados. 

XII. Llevar un registro específico de las inversiones por las que se 

tomó la deducción inmediata en los términos del artículo 220 de esta 

Ley, conforme a lo dispuesto en la fracción XVII del artículo 86 de la 

citada Ley. 

Los contribuyentes que se dediquen exclusivamente a las 

actividades agrícolas, ganaderas, pesqueras y silvícolas, cuyos 

ingresos en el ejercicio inmediato anterior no exceda de 

$10’000,000.00 podrán aplicar las facilidades administrativas que se 

emitan en los términos del artículo 85 segundo párrafo de esta Ley. 

 
Artículo 134. Los contribuyentes personas físicas que realicen exclusivamente 

actividades empresariales, cuyos ingresos obtenidos en el ejercicio inmediato 

anterior por dichas actividades no hubiesen excedido de $4’000,000.00, 
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aplicarán las disposiciones de la Sección I de este Capítulo y podrán estar a lo 

siguiente: 

I. Llevarán un solo libro de ingresos, egresos y de registro de 

inversiones y deducciones, en lugar de llevar la contabilidad a que 

se refiere la fracción II del artículo 133 de esta Ley. 

II. En lugar de aplicar lo dispuesto en el tercer párrafo de la fracción 

III del artículo 133 de esta Ley, podrán anotar el importe de las 

parcialidades que se paguen en el reverso del comprobante, si la 

contraprestación se paga en parcialidades. 

III. No aplicar las obligaciones establecidas en las fracciones V, VI, 

segundo párrafo y XI del artículo 133 de esta Ley. 

 
Para los efectos de este artículo, se considera que se obtienen ingresos 

exclusivamente por la realización de actividades empresariales cuando en el 

ejercicio inmediato anterior éstos hubieran representado por lo menos el 90% 

del total de sus ingresos acumulables disminuidos de aquéllos a que se refiere 

el Capítulo I del Título IV de esta Ley. 

 
Los contribuyentes a que se refiere esta Sección que en el ejercicio inmediato 

anterior hubiesen obtenido ingresos superiores a $1’750,000.00 sin que en 

dicho ejercicio excedan de $4’000,000.00 que opten por aplicar el régimen 

establecido en esta Sección, estarán obligados a tener máquinas registradoras 

de comprobación fiscal o equipos o sistemas electrónicos de registro fiscal. Las 

operaciones que realicen con el público en general deberán registrarse en 

dichas máquinas, equipos o sistemas, los que deberán mantenerse en todo 

tiempo en operación. 

 
El Servicio de Administración Tributaria llevará el registro de los contribuyentes 

a quienes corresponda la utilización de máquinas registradoras de 

comprobación fiscal así como de los equipos y sistemas electrónicos de 

registro fiscal y éstos deberán presentar los avisos y conservar la información 
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que señale el Reglamento de esta Ley. En todo caso, los fabricantes e 

importadores de máquinas registradoras de comprobación fiscal, equipos y 

sistemas electrónicos de registro fiscal, deberán conservar la información que 

el Servicio de Administración Tributaria determine mediante reglas de carácter 

general. 

 
Artículo 135. Los contribuyentes a que se refiere el artículo 134 de esta Ley, 

que inicien actividades, podrán optar por lo dispuesto en el mismo, cuando 

estimen que sus ingresos del ejercicio no excederán del límite a que se refiere 

dicho artículo. Cuando en el ejercicio citado realicen operaciones por un 

periodo menor de doce meses, para determinar el monto a que se refiere el 

primer párrafo del citado artículo, dividirán los ingresos manifestados entre el 

número de días que comprende el periodo y el resultado se multiplicará por  

365 días; si la cantidad obtenida excede del importe del monto citado, en el 

ejercicio siguiente no se podrá ejercer la opción a que se refiere el artículo 134 

de esta Ley. 

 
Asimismo, será aplicable la opción a que se refiere el artículo 134 de esta Ley 

cuando las personas físicas realicen actividades empresariales mediante 

copropiedad y siempre que la suma de los ingresos de todos los copropietarios 

por las actividades empresariales que realicen a través de la copropiedad, sin 

deducción alguna, no excedan en el ejercicio inmediato anterior de la cantidad 

establecida en el primer párrafo del artículo citado y siempre que el ingreso que 

en lo individual le corresponda a cada copropietario por dicha copropiedad, sin 

deducción alguna, adicionado de los intereses obtenidos y de los ingresos 

derivados de ventas de activos fijos propios de su actividad empresarial del 

mismo copropietario, en el ejercicio inmediato anterior, no hubieran excedido 

del límite a que se refiere el mismo artículo. 

 
Artículo 136. Los contribuyentes a que se refiere el artículo 134 de esta Ley, 

en lugar de aplicar lo dispuesto en el artículo 124 de la misma, deducirán las 
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erogaciones efectivamente realizadas en el ejercicio para la adquisición de 

activos fijos, gastos o cargos diferidos, excepto tratándose de automóviles, 

autobuses, camiones de carga, tracto camiones y remolques, los que deberán 

deducirse en los términos de la Sección II del Capítulo II del Título II de esta 

Ley. 

 
Asimismo, los contribuyentes que se dediquen exclusivamente a actividades 

agrícolas, ganaderas, pesqueras o silvícolas, podrán aplicar las facilidades que 

se emitan en los términos del artículo 85 segundo párrafo de esta Ley. 

 
Artículo 136-Bis. Con independencia de lo dispuesto en el artículo 127 de esta 

Ley, los contribuyentes a que se refiere esta Sección efectuarán pagos 

mensuales mediante declaración que presentarán ante las oficinas autorizadas 

de la Entidad Federativa en la cual obtengan sus ingresos. El pago mensual a 

que se refiere este artículo, se determinará aplicando la tasa del 5% al 

resultado que se obtenga de conformidad con lo dispuesto en el citado artículo 

127, para el mes de que se trate una vez disminuidos los pagos provisionales 

de los meses anteriores correspondientes al mismo ejercicio. 

 
El pago mensual a que se refiere este artículo se podrá acreditar contra el pago 

provisional determinado en el mismo mes conforme al artículo 127 de esta Ley. 

En el caso de que el impuesto determinado conforme al citado precepto sea 

menor al pago mensual que se determine conforme a este artículo, los 

contribuyentes únicamente enterarán el impuesto que resulte conforme al 

citado artículo 127 de esta Ley a la Entidad Federativa de que se trate. 

 
Para los efectos de este artículo, cuando los contribuyentes tengan 

establecimientos, sucursales o agencias, en dos o más Entidades Federativas, 

efectuarán los pagos mensuales a que se refiere este artículo a cada Entidad 

Federativa en la proporción que representen los ingresos de dicha Entidad 

Federativa respecto del total de sus ingresos. 
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Los pagos mensuales a que se refiere este artículo, se deberán enterar en las 

mismas fechas de pago establecidas en el primer párrafo del artículo 127 de 

esta Ley. 

 
Los pagos mensuales efectuados conforme a este artículo, también serán 

acreditables contra el impuesto del ejercicio. 

 
3.2 Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

 
 

Artículo 1o.- Están obligadas al pago del impuesto al valor agregado 

establecido en esta Ley, las personas físicas y las morales que, en territorio 

nacional, realicen los actos o actividades siguientes: 

I.- Enajenen bienes. 

II.- Presten servicios independientes. 

III.- Otorguen el uso o goce temporal de bienes. 

IV.- Importen bienes o servicios. 

 
 

El impuesto se calculará aplicando a los valores que señala esta Ley, la tasa 

del 16%. El impuesto al valor agregado en ningún caso se considerará que 

forma parte de dichos valores. 

 
El contribuyente trasladará dicho impuesto, en forma expresa y por separado, a 

las personas que adquieran los bienes, los usen o gocen temporalmente, o 

reciban los servicios. Se entenderá por traslado del impuesto el cobro o cargo 

que el contribuyente debe hacer a dichas personas de un monto equivalente al 

impuesto establecido en esta Ley, inclusive cuando se retenga en los términos 

de los artículos 1o.-A o 3o., tercer párrafo de la misma. 

 
El contribuyente pagará en las oficinas autorizadas la diferencia entre el 

impuesto a su cargo y el que le hubieran trasladado o el que él hubiese pagado 

en la importación de bienes o servicios, siempre que sean acreditables en los 
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términos de esta Ley. En su caso, el contribuyente disminuirá del impuesto a su 

cargo, el impuesto que se le hubiere retenido. 

 
El traslado del impuesto a que se refiere este artículo no se considerará 

violatorio de precios o tarifas, incluyendo los oficiales. 

 
Artículo 1o.-A.- Están obligados a efectuar la retención del impuesto que se 

les traslade, los contribuyentes que se ubiquen en alguno de los siguientes 

supuestos: 

I. Sean instituciones de crédito que adquieran bienes mediante dación en 

pago o adjudicación judicial o fiduciaria. 

II. Sean personas morales que: 

a) Reciban servicios personales independientes, o usen o gocen 

temporalmente bienes, prestados u otorgados por personas físicas, 

respectivamente. 

b) Adquieran desperdicios para ser utilizados como insumo de su 

actividad industrial o para su comercialización. 

c) Reciban servicios de autotransporte terrestre de bienes, prestados 

por personas físicas o morales. 

d) Reciban servicios prestados por comisionistas, cuando éstos sean 

personas físicas. 

III. Sean personas físicas o morales que adquieran bienes tangibles, o los 

usen o gocen temporalmente, que enajenen u otorguen residentes en el 

extranjero sin establecimiento permanente en el país. 

IV. Sean personas morales que cuenten con un programa autorizado 

conforme al Decreto que Establece Programas de Importación Temporal 

para Producir Artículos de Exportación o al Decreto para el Fomento y 

Operación de la Industria Maquiladora de Exportación, o tengan un 

régimen similar en los términos de la legislación aduanera, o sean 

empresas de la industria automotriz terminal o manufacturera de 

vehículos de autotransporte o de autopartes para su introducción a 
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depósito fiscal, cuando adquieran bienes autorizados en sus programas 

de proveedores nacionales. 

 
Las personas morales que hayan efectuado la retención del impuesto, y 

que a su vez se les retenga dicho impuesto conforme a esta fracción o 

realicen la exportación de bienes tangibles en los términos previstos en 

la fracción I del artículo 29 de esta Ley, podrán considerar como 

impuesto acreditable, el impuesto que les trasladaron y retuvieron, aun 

cuando no hayan enterado el impuesto retenido de conformidad con lo 

dispuesto en la fracción IV del artículo 5o. de esta Ley. 

 
Cuando en el cálculo del impuesto mensual previsto en el artículo 5o.-D 

de este ordenamiento resulte saldo a favor, los contribuyentes a que se 

refiere esta fracción podrán obtener la devolución inmediata de dicho 

saldo disminuyéndolo del monto del impuesto que hayan retenido por las 

operaciones mencionadas en el mismo periodo y hasta por dicho monto. 

 
Las cantidades por las cuales los contribuyentes hayan obtenido la 

devolución en los términos de esta fracción, no podrán acreditarse en 

declaraciones posteriores. 

 
No efectuarán la retención a que se refiere este artículo las personas físicas o 

morales que estén obligadas al pago del impuesto exclusivamente por la 

importación de bienes. 

Quienes efectúen la retención a que se refiere este artículo sustituirán al 

enajenante, prestador de servicio u otorgante del uso o goce temporal de 

bienes en la obligación de pago y entero del impuesto. 

 
El retenedor efectuará la retención del impuesto en el momento en el que 

pague el precio o la contraprestación y sobre el monto de lo efectivamente 

pagado y lo enterará mediante declaración en las oficinas autorizadas, 
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conjuntamente con el pago del impuesto correspondiente al mes en el cual se 

efectúe la retención o, en su defecto, a más tardar el día 17 del mes siguiente a 

aquél en el que hubiese efectuado la retención, sin que contra el entero de la 

retención pueda realizarse acreditamiento, compensación o disminución 

alguna, salvo lo dispuesto en la fracción IV de este artículo. 

 
El Ejecutivo Federal, en el reglamento de esta ley, podrá autorizar una 

retención menor al total del impuesto causado, tomando en consideración las 

características del sector o de la cadena productiva de que se trate, el control 

del cumplimiento de obligaciones fiscales, así como la necesidad demostrada 

de recuperar con mayor oportunidad el impuesto acreditable. 

 
Artículo 1o.-B.- Para los efectos de esta Ley se consideran efectivamente 

cobradas las contraprestaciones cuando se reciban en efectivo, en bienes o en 

servicios, aun cuando aquéllas correspondan a anticipos, depósitos o a 

cualquier otro concepto sin importar el nombre con el que se les designe, o 

bien, cuando el interés del acreedor queda satisfecho mediante cualquier forma 

de extinción de las obligaciones que den lugar a las contraprestaciones. 

 
Cuando el precio o contraprestación pactados por la enajenación de bienes, la 

prestación de servicios o el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes se 

pague mediante cheque, se considera que el valor de la operación, así como el 

impuesto al valor agregado trasladado correspondiente, fueron efectivamente 

pagados en la fecha de cobro del mismo o cuando los contribuyentes 

transmitan los cheques a un tercero, excepto cuando dicha transmisión sea en 

procuración. 

 
Se presume que los títulos de crédito distintos al cheque suscritos a favor de 

los contribuyentes, por quien adquiere el bien, recibe el servicio o usa o goza 

temporalmente el bien, constituye una garantía del pago del precio o la 

contraprestación pactados, así como del impuesto al valor agregado 
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correspondiente a la operación de que se trate. En estos casos se entenderán 

recibidos ambos conceptos por los contribuyentes cuando efectivamente los 

cobren, o cuando los contribuyentes transmitan a un tercero los documentos 

pendientes de cobro, excepto cuando dicha transmisión sea en procuración. 

 
Cuando con motivo de la enajenación de bienes, la prestación de servicios o el 

otorgamiento del uso o goce temporal de bienes, los contribuyentes reciban 

documentos o vales, respecto de los cuales un tercero asuma la obligación de 

pago o reciban el pago mediante tarjetas electrónicas o cualquier otro medio 

que permita al usuario obtener bienes o servicios, se considerará que el valor 

de las actividades respectivas, así como el impuesto al valor agregado 

correspondiente, fueron efectivamente pagados en la fecha en la que dichos 

documentos, vales, tarjetas electrónicas o cualquier otro medio sean recibidos 

o aceptadas por los contribuyentes. 

 
Artículo 1o.-C.- Los contribuyentes que transmitan documentos pendientes de 

cobro mediante una operación de factoraje financiero, considerarán que 

reciben la contraprestación pactada, así como el impuesto al valor agregado 

correspondiente a la actividad que dio lugar a la emisión de dichos 

documentos, en el momento en el que transmitan los documentos pendientes 

de cobro. 

Los contribuyentes a que se refiere el párrafo anterior, podrán optar por 

considerar que la contraprestación correspondiente a las actividades que 

dieron lugar a la emisión de los documentos mencionados, se percibe hasta 

que se cobren dichos documentos, siempre que se cumpla con lo siguiente: 

I. En los contratos que amparen la transmisión de los documentos pendientes 

de cobro, se deberá consignar si los cedentes de los documentos ejercen la 

opción prevista en el segundo párrafo de este artículo, o bien, si se sujetarán a 

lo dispuesto en el primer párrafo. En el primer caso, se deberá especificar si la 

cobranza quedará a cargo del cedente, del adquirente o un tercero. 
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II. Quienes transmitan los documentos pendientes de cobro serán los 

responsables de pagar el impuesto al valor agregado correspondiente al total 

del importe consignado en dichos documentos, sin descontar de su importe 

total, el monto correspondiente al cargo financiero cobrado por el adquirente. 

III. Los adquirentes de los documentos pendientes de cobro deberán entregar a 

los contribuyentes dentro de los primeros diez días naturales de cada mes, 

estados de cuenta mensuales en los que se asentarán las cantidades que se 

hayan cobrado en el mes inmediato anterior por los documentos pendientes de 

cobro que les hayan sido transmitidos, las fechas en las que se efectuaron los 

cobros, así como los descuentos, rebajas o bonificaciones que los adquirentes 

hayan otorgado a los deudores de los documentos pendientes de cobro. Los 

estados de cuenta deberán cumplir con los requisitos establecidos en el 

artículo 29-A del Código Fiscal de la Federación. Adicionalmente, los 

contribuyentes deberán cumplir con las obligaciones generales que en materia 

de expedición de comprobantes establece esta Ley, respecto de los cobros que 

por los documentos cedidos les reporten los adquirentes, debiendo coincidir las 

fechas y montos contenidos en los citados comprobantes con los datos 

proporcionados por los adquirentes en los estados de cuenta mencionados. 

En todo caso, la persona que entregue al deudor los comprobantes de las 

operaciones que dieron lugar a la emisión de los documentos pendientes de 

cobro, deberá consignar en dichos comprobantes, la cantidad efectivamente 

pagada por el deudor, cuando los adquirentes les hayan otorgado descuentos, 

rebajas o bonificaciones. 

IV. Cuando los adquirentes cobren los documentos pendientes de cobro, ya 

sea en forma total o parcial, deberán manifestar el monto cobrado respecto del 

documento correspondiente en el estado de cuenta que emitan, con el cual los 

cedentes de los documentos deberán determinar el impuesto al valor agregado 

a su cargo, sin descontar de dicho valor el monto correspondiente al cargo 

financiero cobrado por el adquirente. Para tales efectos, el impuesto al valor 

agregado se calculará dividiendo la cantidad manifestada en el estado de 

cuenta como cobrada por el adquirente entre 1.16 ó 1.11, según se trate de 
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documentos que deriven de operaciones afectas a la tasa del 16% o 11%, 

respectivamente. El resultado obtenido se restará a la cantidad manifestada en 

el estado de cuenta como cobrada y la diferencia será el impuesto al valor 

agregado causado a cargo del contribuyente que cedió los documentos 

pendientes de cobro. 

V. Cuando hayan transcurrido seis meses a partir de la fecha de exigibilidad del 

pago de los documentos pendientes de cobro, sin que las cantidades reflejadas 

en dichos documentos se hayan cobrado por los adquirentes o un tercero 

directamente al deudor original y no sean exigibles al cedente de los 

documentos pendientes de cobro, este último considerará causado el impuesto 

al valor agregado a su cargo, en el primer día del mes siguiente posterior al 

periodo a que se refiere este párrafo, el cual se calculará dividiendo el monto 

pagado por el adquirente en la adquisición del documento, sin descontar de 

dicho valor el monto correspondiente al cargo financiero cobrado por el 

adquirente, entre 1.16 ó 1.11, según se trate de documentos que deriven de 

operaciones afectas a la tasa del 16% o 11%, respectivamente. El resultado 

obtenido se restará del monto pagado por el adquirente en la adquisición de los 

citados documentos, sin descontar de dicho valor el monto correspondiente al 

cargo financiero, y la diferencia será el impuesto al valor agregado a cargo del 

contribuyente que cedió los documentos pendientes de cobro. 

Cuando el adquirente haya efectuado algún cobro parcial a cuenta de la 

contraprestación total consignada en los documentos pendientes de cobro, el 

cedente de los documentos mencionados podrá disminuir del impuesto al valor 

agregado determinado a su cargo conforme al párrafo anterior, el impuesto al 

valor agregado que haya sido previamente determinado por dicho cobro 

parcial, conforme a lo señalado en la fracción IV anterior. 

VI. Tratándose de recuperaciones posteriores al sexto mes de la fecha de 

exigibilidad del pago de los documentos pendientes de cobro a que se refiere la 

fracción V anterior, de cantidades cuyo monto adicionado de las que se 

hubieran cobrado con anterioridad correspondientes al mismo documento sea 

mayor a la suma de las cantidades recibidas por el cedente como pago por la 
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enajenación de los documentos pendientes de cobro, sin descontar el cargo 

financiero, e incluyendo los anticipos que, en su caso, haya recibido, el 

adquirente deberá reportar dichas recuperaciones en el estado de cuenta del 

mes en el que las cobre. El contribuyente calculará el impuesto al valor 

agregado a su cargo por el total de la cantidad cobrada por el adquirente, 

dividiendo el valor del cobro efectuado entre 1.16 ó 1.11, según se trate de 

documentos que deriven de operaciones afectas a la tasa del 16% o 11%, 

respectivamente. El resultado obtenido se restará del monto total cobrado y la 

diferencia será el impuesto al valor agregado a cargo del cedente. 

El impuesto a cargo del contribuyente determinado de conformidad con el 

párrafo anterior, se disminuirá con el impuesto a cargo que previamente se 

haya determinado de conformidad con lo establecido en la fracción V de este 

artículo. 

Cuando los adquirentes omitan proporcionar al cedente los estados de cuenta 

correspondientes a los cobros a que se refiere esta fracción, serán 

responsables sustitutos respecto del pago del impuesto correspondiente a la 

recuperación adicional, cuando dicha omisión sea descubierta por las 

autoridades fiscales. 

VII. Cuando los adquirentes enajenen a un tercero los documentos pendientes 

de cobro, serán responsables de obtener por parte del tercero la información 

relativa a las cantidades que se cobren por los documentos que hubieran sido 

enajenados, así como las fechas en las que se efectúen los referidos cobros, 

con el objeto de incluir dicha información en los estados de cuenta a que se 

hace referencia en la fracción III que antecede. 

 
Cuando la cobranza de los documentos pendientes de cobro quede a cargo del 

cedente, el adquirente no estará obligado a proporcionar los estados de cuenta 

a que se refiere este artículo, debiendo el cedente de los documentos 

mencionados determinar el impuesto al valor agregado a su cargo en los 

términos establecidos en la fracción IV de este artículo. 
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No será aplicable lo dispuesto en el presente artículo cuando los documentos 

pendientes de cobro cedidos, tengan su origen en una actividad que se 

encuentre exenta de pago del impuesto al valor agregado o afecta a la tasa del 

0%. 

 
Cuando los contribuyentes ejerzan la opción a que se refiere el segundo 

párrafo de este artículo, deberán mantenerla durante el año de calendario en 

que sea ejercida, respecto de todos los documentos pendientes de cobro que 

transmitan. 

 
Artículo 2o.- El impuesto se calculará aplicando la tasa del 11% a los valores 

que señala esta Ley, cuando los actos o actividades por los que se deba pagar 

el impuesto, se realicen por residentes en la región fronteriza, y siempre que la 

entrega material de los bienes o la prestación de servicios se lleve a cabo en la 

citada región fronteriza. 

 
Tratándose de importación, se aplicará la tasa del 11% siempre que los bienes 

y servicios sean enajenados o prestados en la mencionada región fronteriza. 

 
Tratándose de la enajenación de inmuebles en la región fronteriza, el impuesto 

al valor agregado se calculará aplicando al valor que señala esta Ley la tasa 

del 16%. 

 
Para efectos de esta Ley, se considera como región fronteriza, además de la 

franja fronteriza de 20 kilómetros paralela a las líneas divisorias internacionales 

del norte y sur del país, todo el territorio de los estados de Baja California, Baja 

California Sur y Quintana Roo, los municipios de Caborca y de Cananea, 

Sonora, así como la región parcial del Estado de Sonora comprendida en los 

siguientes límites: al norte, la línea divisoria internacional desde el cauce del 

Río Colorado hasta el punto situado en esa línea a 10 kilómetros al oeste del 

Municipio Plutarco Elías Calles; de ese punto, una línea recta hasta llegar a la 
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costa, a un punto situado a 10 kilómetros, al este de Puerto Peñasco; de ahí, 

siguiendo el cauce de ese río, hacia el norte hasta encontrar la línea divisoria 

internacional. 

 
Artículo 2o.-A.- El impuesto se calculará aplicando la tasa del 0% a los valores 

a que se refiere esta Ley, cuando se realicen los actos o actividades siguientes: 

I.- La enajenación de: 

a).- Animales y Vegetales que no estén industrializados, salvo el hule. 

Para estos efectos, se considera que la madera en trozo o 

descortezada no está industrializada. 

b) Medicinas de patente y productos destinados a la alimentación a 

excepción de: 

1. Bebidas distintas de la leche, inclusive cuando las mismas 

tengan la naturaleza de alimentos. Quedan comprendidos en 

este numeral los jugos, los néctares y los concentrados de frutas 

o de verduras, cualquiera que sea su presentación, densidad o 

el peso del contenido de estas materias. 

2. Jarabes o concentrados para preparar refrescos que se 

expendan en envases abiertos utilizando aparatos eléctricos o 

mecánicos, así como los concentrados, polvos, jarabes, 

esencias o extractos de sabores que al diluirse permitan obtener 

refrescos. 

3. Caviar, salmón ahumado y angulas. 

4. Saborizantes, micro encapsulados y aditivos alimenticios. 

c).- Hielo y agua no gaseosa ni compuesta, excepto cuando en este 

último caso, su presentación sea en envases menores de diez litros. 

d).- Ixtle, palma y lechuguilla. 

e).- Tractores para accionar implementos agrícolas, a excepción de los 

de oruga, así como llantas para dichos tractores; motocultores para 

superficies reducidas; arados; rastras para desterronar la tierra 

arada; cultivadoras para esparcir y desyerbar; cosechadoras; 
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aspersores y espolvoreadoras para rociar o esparcir fertilizantes, 

plaguicidas, herbicidas y fungicidas; equipo mecánico, eléctrico o 

hidráulico para riego agrícola; sembradoras; ensiladoras, cortadoras 

y empacadoras de forraje; desgranadoras; abonadoras y 

fertilizadoras de terrenos de cultivo; aviones fumigadores; 

motosierras manuales de cadena, así como embarcaciones para 

pesca comercial, siempre que se reúnan los requisitos y condiciones 

que señale el Reglamento. 

A la enajenación de la maquinaria y del equipo a que se refiere este 

inciso, se les aplicara la tasa señalada en este artículo, sólo que se 

enajenen completos. 

f).- Fertilizantes, plaguicidas, herbicidas y fungicidas, siempre que estén 

destinados para ser utilizados en la agricultura o ganadería. 

g).- Invernaderos hidropónicos y equipos integrados a ellos para 

producir temperatura y humedad controladas o para proteger los 

cultivos de elementos naturales, así como equipos de irrigación. 

h).- Oro, joyería, orfebrería, piezas artísticas u ornamentales y lingotes, 

cuyo contenido mínimo de dicho material sea del 80%, siempre que 

su enajenación no se efectúe en ventas al menudeo con el público 

en general. 

i).- Libros, periódicos y revistas, que editen los propios contribuyentes. 

Para los efectos de esta Ley, se considera libro toda publicación, 

unitaria, no periódica, impresa en cualquier soporte, cuya edición se 

haga en un volumen o en varios volúmenes. Dentro del concepto de 

libros, no quedan comprendidas aquellas publicaciones periódicas 

amparadas bajo el mismo título o denominación y con diferente 

contenido entre una publicación y otra. 

Igualmente se considera que forman parte de los libros, los 

materiales complementarios que se acompañen a ellos, cuando no 

sean susceptibles de comercializarse separadamente. Se entiende 



185  

que no tienen la característica de complementarios cuando los 

materiales pueden comercializarse independientemente del libro. 

Se aplicará la tasa del 16% o del 11%, según corresponda, a la 

enajenación de los alimentos a que se refiere el presente artículo 

preparados para su consumo en el lugar o establecimiento en que 

se enajenen, inclusive cuando no cuenten con instalaciones para ser 

consumidos en los mismos, cuando sean para llevar o para entrega 

a domicilio. 

II.- La prestación de servicios independientes: 

a).- Los prestados directamente a los agricultores y ganaderos, siempre 

que sean destinados para actividades agropecuarias, por concepto 

de perforaciones de pozos, alumbramiento y formación de retenes 

de agua; suministro de energía eléctrica para usos agrícolas 

aplicados al bombeo de agua para riego; desmontes y caminos en el 

interior de las fincas agropecuarias; preparación de terrenos; riego y 

fumigación agrícolas; erradicación de plagas; cosecha y recolección; 

vacunación, desinfección e inseminación de ganado, así como los 

de captura y extracción de especies marinas y de agua dulce. 

b).- Los de molienda o trituración de maíz o de trigo. 

c).- Los de pasteurización de leche. 

d).- Los prestados en invernaderos hidropónicos. 

e).- Los de despepite de algodón en rama. 

f).- Los de sacrificio de ganado y aves de corral. 

g).- Los de reaseguro. 

h).- Los de suministro de agua para uso doméstico. 

III.- El uso o goce temporal de la maquinaria y equipo a que se refieren los 

incisos e) y g) de la fracción I de este artículo. 

IV.- La exportación de bienes o servicios, en los términos del artículo 29 de 

esta Ley. 



186  

Los actos o actividades a los que se les aplica la tasa del 0%, producirán los 

mismos efectos legales que aquellos por los que se deba pagar el impuesto 

conforme a esta Ley. 

 
Artículo 2o.-B.- (Se deroga). 

 
 

Artículo 2o.-C.- (… ........ ). 

 
 

Artículo 2o.-D.- (Se deroga). 

 
 

Artículo 3o.- La Federación, el Distrito Federal, los Estados, los Municipios, los 

organismos descentralizados, las instituciones y asociaciones de beneficencia 

privada, las sociedades cooperativas o cualquiera otra persona, aunque 

conforme a otras leyes o decretos no causen impuestos federales o estén 

exentos de ellos, deberán aceptar la traslación a que se refiere el artículo 

primero y, en su caso, pagar el impuesto al valor agregado y trasladarlo, de 

acuerdo con los preceptos de esta Ley. 

 
La Federación, el Distrito Federal, los Estados, los Municipios, así como sus 

organismos descentralizados y las instituciones públicas de seguridad social, 

tendrán la obligación de pagar el impuesto únicamente por los actos que 

realicen que no den lugar al pago de derechos o aprovechamientos, y sólo 

podrán acreditar el impuesto al valor agregado que les haya sido trasladado en 

las erogaciones o el pagado en la importación, que se identifique 

exclusivamente con las actividades por las que estén obligados al pago del 

impuesto establecido en esta Ley o les sea aplicable la tasa del 0%. Para el 

acreditamiento de referencia se deberán cumplir con los requisitos previstos en 

esta Ley. 

 
La Federación y sus organismos descentralizados efectuarán igualmente la 

retención en los términos del artículo 1o.-A de esta Ley cuando adquieran 
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bienes, los usen o gocen temporalmente o reciban servicios, de personas 

físicas, o de residentes en el extranjero sin establecimiento permanente en el 

país en el supuesto previsto en la fracción III del mismo artículo. También se 

efectuará la retención en los términos del artículo 1o.-A de esta Ley, en los 

casos en los que la Federación y sus organismos descentralizados reciban 

servicios de autotransporte terrestre de bienes prestados por personas 

morales. Los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, así como sus 

organismos descentralizados no efectuarán la retención a que se refiere este 

párrafo. 

 
Para los efectos de este impuesto, se consideran residentes en territorio 

nacional, además de los señalados en el Código Fiscal de la Federación, las 

personas físicas o las morales residentes en el extranjero que tengan uno o 

varios establecimientos en el país, por todos los actos o actividades que en los 

mismos realicen. 

 
Artículo 4o.- El acreditamiento consiste en restar el impuesto acreditable, de la 

cantidad que resulte de aplicar a los valores señalados en esta Ley la tasa que 

corresponda según sea el caso. 

 
Para los efectos del párrafo anterior, se entiende por impuesto acreditable el 

impuesto al valor agregado que haya sido trasladado al contribuyente y el 

propio impuesto que él hubiese pagado con motivo de la importación de bienes 

o servicios, en el mes de que se trate. 

 
El derecho al acreditamiento es personal para los contribuyentes del impuesto 

al valor agregado y no podrá ser trasmitido por acto entre vivos, excepto 

tratándose de fusión. En el caso de escisión, el acreditamiento del impuesto 

pendiente de acreditar a la fecha de la escisión sólo lo podrá efectuar la 

sociedad escindente. Cuando desaparezca la sociedad escindente, se estará a 
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lo dispuesto en el antepenúltimo párrafo del artículo 14-B del Código Fiscal de 

la Federación. 

 
Artículo 4o.-A. (Se deroga). 

Artículo 4o.-B. (Se deroga). 

Artículo 4o.-C. (Se deroga). 

Artículo 5o.- Para que sea acreditable el impuesto al valor agregado deberán 

reunirse los siguientes requisitos: 

I. Que el impuesto al valor agregado corresponda a bienes, servicios o al uso o 

goce temporal de bienes, estrictamente indispensables para la realización de 

actividades distintas de la importación, por las que se deba pagar el impuesto 

establecido en esta Ley o a las que se les aplique la tasa de 0%. Para los 

efectos de esta Ley, se consideran estrictamente indispensables las 

erogaciones efectuadas por el contribuyente que sean deducibles para los fines 

del impuesto sobre la renta, aun cuando no se esté obligado al pago de este 

último impuesto. Tratándose de erogaciones parcialmente deducibles para los 

fines del impuesto sobre la renta, únicamente se considerará para los efectos 

del acreditamiento a que se refiere esta Ley, el monto equivalente al impuesto 

al valor agregado que haya sido trasladado al contribuyente y el propio 

impuesto al valor agregado que haya pagado con motivo de la importación, en 

la proporción en la que dichas erogaciones sean deducibles para los fines del 

impuesto sobre la renta. Asimismo, la deducción inmediata de la inversión en 

bienes nuevos de activo fijo prevista en la Ley del Impuesto sobre la Renta, se 

considera como erogación totalmente deducible, siempre que se reúnan los 

requisitos establecidos en la citada Ley. 

Tratándose de inversiones o gastos en períodos preoperativos, se podrá 

estimar el destino de los mismos y acreditar el impuesto al valor agregado que 

corresponda a las actividades por las que se vaya a estar obligado al pago del 
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impuesto que establece esta Ley. Si de dicha estimación resulta diferencia de 

impuesto que no exceda de 10% del impuesto pagado, no se cobrarán 

recargos, siempre que el pago se efectúe espontáneamente; 

II. Que el impuesto al valor agregado haya sido trasladado expresamente al 

contribuyente y que conste por separado en los comprobantes a que se refiere 

la fracción III del artículo 32 de esta Ley. Tratándose de los contribuyentes que 

ejerzan la opción a que se refiere el artículo 29-C del Código Fiscal de la 

Federación, el impuesto al valor agregado trasladado deberá constar en forma 

expresa y por separado en el reverso del cheque de que se trate o deberá 

constar en el estado de cuenta, según sea el caso; 

III. Que el impuesto al valor agregado trasladado al contribuyente haya sido 

efectivamente pagado en el mes de que se trate; 

IV. Que tratándose del impuesto al valor agregado trasladado que se hubiese 

retenido conforme al artículo 1o.-A de esta Ley, dicha retención se entere en 

los términos y plazos establecidos en la misma, con excepción de lo previsto  

en la fracción IV de dicho artículo. El impuesto retenido y enterado, podrá ser 

acreditado en la declaración de pago mensual siguiente a la declaración en la 

que se haya efectuado el entero de la retención, y 

V. Cuando se esté obligado al pago del impuesto al valor agregado o cuando 

sea aplicable la tasa de 0%, sólo por una parte de las actividades que realice el 

contribuyente, se estará a lo siguiente: 

a) Cuando el impuesto al valor agregado trasladado o pagado en la 

importación, corresponda a erogaciones por la adquisición de bienes distintos a 

las inversiones a que se refiere el inciso d) de esta fracción, por la adquisición 

de servicios o por el uso o goce temporal de bienes, que se utilicen 

exclusivamente para realizar las actividades por las que se deba pagar el 

impuesto al valor agregado o les sea aplicable la tasa de 0%, dicho impuesto 

será acreditable en su totalidad; 

b) Cuando el impuesto al valor agregado trasladado o pagado en la 

importación, corresponda a erogaciones por la adquisición de bienes distintos a 

las inversiones a que se refiere el inciso d) de esta fracción, por la adquisición 
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de servicios o por el uso o goce temporal de bienes, que se utilicen 

exclusivamente para realizar las actividades por las que no se deba pagar el 

impuesto al valor agregado, dicho impuesto no será acreditable; 

c) Cuando el contribuyente utilice indistintamente bienes diferentes a las 

inversiones a que se refiere el inciso d) de esta fracción, servicios o el uso o 

goce temporal de bienes, para realizar las actividades por las que se deba 

pagar el impuesto al valor agregado, para realizar actividades a las que 

conforme esta Ley les sea aplicable la tasa de 0% o para realizar las 

actividades por las que no se deba pagar el impuesto que establece esta Ley, 

el acreditamiento procederá únicamente en la proporción en la que el valor de 

las actividades por las que deba pagarse el impuesto al valor agregado o a las 

que se aplique la tasa de 0%, represente en el valor total de las actividades 

mencionadas que el contribuyente realice en el mes de que se trate, y 

d) Tratándose de las inversiones a que se refiere la Ley del Impuesto sobre la 

Renta, el impuesto al valor agregado que le haya sido trasladado al 

contribuyente en su adquisición o el pagado en su importación será acreditable 

considerando el destino habitual que dichas inversiones tengan para realizar 

las actividades por las que se deba o no pagar el impuesto establecido en esta 

Ley o a las que se les aplique la tasa de 0%, debiendo efectuar el ajuste que 

proceda cuando se altere el destino mencionado. Para tales efectos se 

procederá en la forma siguiente: 

1. Cuando se trate de inversiones que se destinen en forma exclusiva para 

realizar actividades por las que el contribuyente esté obligado al pago del 

impuesto al valor agregado o a las que les sea aplicable la tasa de 0%, el 

impuesto al valor agregado que haya sido trasladado al contribuyente o el 

pagado en su importación, será acreditable en su totalidad en el mes de que se 

trate. 

2. Cuando se trate de inversiones que se destinen en forma exclusiva para 

realizar actividades por las que el contribuyente no esté obligado al pago del 

impuesto que establece esta Ley, el impuesto al valor agregado que haya sido 



191  

efectivamente trasladado al contribuyente o pagado en la importación no será 

acreditable. 

3. Cuando el contribuyente utilice las inversiones indistintamente para realizar 

tanto actividades por las que se deba pagar el impuesto al valor agregado o les 

sea aplicable la tasa de 0%, así como a actividades por las que no esté 

obligado al pago del impuesto que establece esta Ley, el impuesto al valor 

agregado trasladado al contribuyente o el pagado en la importación, será 

acreditable en la proporción en la que el valor de las actividades por las que 

deba pagarse el impuesto al valor agregado o se aplique la tasa de 0%, 

represente en el valor total de las actividades mencionadas que el 

contribuyente realice en el mes de que se trate debiendo, en su caso, aplicar el 

ajuste a que se refiere el artículo 5o.-A de esta Ley. 

Los contribuyentes que efectúen el acreditamiento en los términos previstos en 

el párrafo anterior, deberán aplicarlo a todas las inversiones que adquieran o 

importen en un período de cuando menos sesenta meses contados a partir del 

mes en el que se haya realizado el acreditamiento de que se trate. 

A las inversiones cuyo acreditamiento se haya realizado conforme a lo 

dispuesto en el artículo 5o.-B de esta Ley, no les será aplicable el 

procedimiento establecido en el primer párrafo de este numeral. 

4. Cuando las inversiones a que se refieren los numerales 1 y 2 de este inciso 

dejen de destinarse en forma exclusiva a las actividades previstas en dichos 

numerales, en el mes en el que ello ocurra, se deberá aplicar el ajuste previsto 

en el artículo 5o.-A de esta Ley. 

Cuando el impuesto al valor agregado en la importación se hubiera pagado a la 

tasa de 11%, dicho impuesto será acreditable en los términos de este artículo 

siempre que los bienes o servicios importados sean utilizados o enajenados en 

la región fronteriza. 

 
Artículo 5o.-A. Cuando el contribuyente haya efectuado el acreditamiento en 

los términos del artículo 5o., fracción V, inciso d), numeral 3 de esta Ley, y en 

los meses posteriores a aquél en el que se efectuó el acreditamiento de que se 
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trate, se modifique en más de un 3% la proporción mencionada en dicha 

disposición, se deberá ajustar el acreditamiento en la forma siguiente: 

I. Cuando disminuya la proporción del valor de las actividades por las que deba 

pagarse el impuesto al valor agregado o se aplique la tasa de 0%, respecto del 

valor de las actividades totales, el contribuyente deberá reintegrar el 

acreditamiento que corresponda, actualizado desde el mes en el que se 

acreditó y hasta el mes de que se trate, conforme al siguiente procedimiento: 

a) Al impuesto al valor agregado que haya sido trasladado al contribuyente 

o pagado en la importación, correspondiente a la inversión, se le 

aplicará el por ciento máximo de deducción por ejercicio que para el bien 

de que se trate se establece en el Título II de la Ley del Impuesto sobre 

la Renta. 

b) El monto obtenido conforme al inciso anterior se dividirá entre doce. 

c) Al monto determinado conforme al inciso precedente, se le aplicará la 

proporción que el valor de las actividades por las que deba pagarse el 

impuesto al valor agregado o se aplique la tasa de 0%, representó en el 

valor total de las actividades que el contribuyente realizó en el mes en el 

que llevó a cabo el acreditamiento. 

d) Al monto determinado conforme al inciso b) de esta fracción, se le 

aplicará la proporción que el valor de las actividades por las que deba 

pagarse el impuesto al valor agregado o se aplique la tasa de 0%, 

represente en el valor total de las actividades que el contribuyente 

realice en el mes por el que se lleve a cabo el ajuste. 

e) A la cantidad obtenida conforme al inciso c) de esta fracción se le 

disminuirá la cantidad obtenida conforme al inciso d) de esta fracción. El 

resultado será la cantidad que deberá reintegrarse, actualizada desde el 

mes en el que se acreditó y hasta el mes de que se trate, y 

II. Cuando aumente la proporción del valor de las actividades por las que deba 

pagarse el impuesto al valor agregado o se aplique la tasa de 0%, respecto del 

valor de las actividades totales, el contribuyente podrá incrementar el 



193  

acreditamiento, actualizado desde el mes en el que se acreditó y hasta el mes 

de que se trate, conforme al siguiente procedimiento: 

a) Al impuesto al valor agregado que haya sido trasladado al contribuyente 

o pagado en la importación, correspondiente a la inversión, se le 

aplicará el por ciento máximo de deducción por ejercicio que para el bien 

de que se trate se establece en el Título II de la Ley del Impuesto sobre 

la Renta. 

b) El monto obtenido conforme al inciso anterior se dividirá entre doce. 

c) Al monto determinado conforme al inciso precedente, se le aplicará la 

proporción que el valor de las actividades por las que deba pagarse el 

impuesto al valor agregado o se aplique la tasa de 0%, representó en el 

valor total de las actividades que el contribuyente realizó en el mes en el 

que llevó a cabo el acreditamiento. 

d) Al monto determinado conforme al inciso b) de esta fracción, se le 

aplicará la proporción que el valor de las actividades por las que deba 

pagarse el impuesto al valor agregado o se aplique la tasa de 0%, 

represente en el valor total de las actividades que el contribuyente 

realice en el mes por el que se lleve a cabo el ajuste. 

e) A la cantidad obtenida conforme al inciso d) de esta fracción se le 

disminuirá la cantidad obtenida conforme al inciso c) de esta fracción. El 

resultado será la cantidad que podrá acreditarse, actualizada desde el 

mes en que se realizó el acreditamiento correspondiente y hasta el mes 

de que se trate. 

 
El procedimiento establecido en este artículo deberá aplicarse por el número 

de meses comprendidos en el período en el que para los efectos de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta el contribuyente hubiera deducido la inversión de que 

se trate, de haber aplicado los por cientos máximos establecidos en el Título II 

de dicha Ley. El número de meses se empezará a contar a partir de aquél en el 

que se realizó el acreditamiento de que se trate. El período correspondiente a 

cada inversión concluirá anticipadamente cuando la misma se enajene o deje 



194  

de ser útil para la obtención de ingresos en los términos de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta. 

 
La actualización a que se refiere el presente artículo deberá calcularse 

aplicando el factor de actualización que se obtendrá dividiendo el Índice 

Nacional de Precios al Consumidor del mes más reciente del período, entre el 

citado índice correspondiente al mes más antiguo de dicho período. 

 
Artículo 5o.-B. Los contribuyentes, en lugar de aplicar lo previsto en el artículo 

5o fracción V, incisos c) y d), numeral 3 y en el artículo 5o-A de esta Ley, 

podrán acreditar el impuesto al valor agregado que les haya sido trasladado al 

realizar erogaciones por la adquisición de bienes, adquisición de servicios o por 

el uso o goce temporal de bienes o el pagado en su importación, en la cantidad 

que resulte de aplicar al impuesto mencionado la proporción que el valor de las 

actividades por las que se deba pagar el impuesto o a las que se les aplique la 

tasa de 0%, correspondientes al año de calendario inmediato anterior al mes 

por el que se calcula el impuesto acreditable, represente en el valor total de las 

actividades, realizadas por el contribuyente en dicho año de calendario. 

Durante el año de calendario en el que los contribuyentes inicien las 

actividades por las que deban pagar el impuesto que establece esta Ley y en el 

siguiente, la proporción aplicable en cada uno de los meses de dichos años se 

calculará considerando los valores mencionados en el párrafo anterior, 

correspondientes al período comprendido desde el mes en el que se iniciaron 

las actividades y hasta el mes por el que se calcula el impuesto acreditable. 

 
Los contribuyentes que ejerzan la opción prevista en este artículo deberán 

aplicarla respecto de todas las erogaciones por la adquisición de bienes, 

adquisición de servicios o por el uso o goce temporal de bienes, que se utilicen 

indistintamente para realizar las actividades por las que se deba o no pagar el 

impuesto al valor agregado o a las que se les aplique la tasa de 0%, en un 
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período de sesenta meses, contados a partir del mes en el que se haya 

realizado el acreditamiento en los términos del presente artículo. 

 
A las inversiones cuyo acreditamiento se haya realizado conforme a lo 

dispuesto en el artículo 5o, fracción V, inciso d), numeral 3 de esta Ley, no les 

será aplicable el procedimiento establecido en este artículo. 

 
Artículo 5o.-C. Para calcular la proporción a que se refieren los artículos 5o, 

fracción V, incisos c) y d), numeral 3; 5o.-A, fracción I, incisos c) y d), fracción 

II, incisos c) y d), y 5o.-B de esta Ley, no se deberán incluir en los valores a 

que se refieren dichos preceptos, los conceptos siguientes: 

I. Las importaciones de bienes o servicios, inclusive cuando sean temporales 

en los términos de la Ley Aduanera; 

II. Las enajenaciones de sus activos fijos y gastos y cargos diferidos a que se 

refiere el artículo 38 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, así como la 

enajenación del suelo, salvo que sea parte del activo circulante del 

contribuyente, aun cuando se haga a través de certificados de participación 

inmobiliaria; 

III. Los dividendos percibidos en moneda, en acciones, en partes sociales o en 

títulos de crédito, siempre que en este último caso su enajenación no implique 

la transmisión de dominio de un bien tangible o del derecho para adquirirlo, 

salvo que se trate de personas morales que perciban ingresos 

preponderantemente por este concepto; 

IV. Las enajenaciones de acciones o partes sociales, documentos pendientes 

de cobro y títulos de crédito, siempre que su enajenación no implique la 

transmisión de dominio de un bien tangible o del derecho para adquirirlo; 

V. Las enajenaciones de moneda nacional y extranjera, así como la de piezas 

de oro o de plata que hubieran tenido tal carácter y la de piezas denominadas 

"onza troy"; 

VI. Los intereses percibidos ni la ganancia cambiaria; 
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VII. Las enajenaciones realizadas a través de arrendamiento financiero. En 

estos casos el valor que se deberá excluir será el valor del bien objeto de la 

operación que se consigne expresamente en el contrato respectivo; 

VIII. Las enajenaciones de bienes adquiridos por dación en pago o 

adjudicación judicial o fiduciaria, siempre que dichas enajenaciones sean 

realizadas por contribuyentes que por disposición legal no puedan  conservar 

en propiedad los citados bienes, y 

IX. Los que se deriven de operaciones financieras derivadas a que se refiere el 

artículo 16-A del Código Fiscal de la Federación. 

X. La enajenación de los certificados de participación inmobiliarios no 

amortizables a que se refiere el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 

9o. de esta Ley. 

Las instituciones de crédito, de seguros y de fianzas, almacenes generales de 

depósito, administradoras de fondos para el retiro, arrendadoras financieras, 

sociedades de ahorro y préstamo, uniones de crédito, empresas de factoraje 

financiero, casas de bolsa, casas de cambio, sociedades financieras de objeto 

limitado y las sociedades para el depósito de valores, no deberán excluir los 

conceptos señalados en las fracciones IV, V, VI y IX que anteceden. 

 
Artículo 5o. D. El impuesto se calculará por cada mes de calendario, salvo los 

casos señalados en el artículo 33 de esta Ley. 

 
Los contribuyentes efectuarán el pago del impuesto mediante declaración que 

presentarán ante las oficinas autorizadas a más tardar el día 17 del mes 

siguiente al que corresponda el pago. 

 
El pago mensual será la diferencia entre el impuesto que corresponda al total 

de las actividades realizadas en el mes por el que se efectúa el pago, a 

excepción de las importaciones de bienes tangibles, y las cantidades por las 

que proceda el acreditamiento determinadas en los términos de esta Ley. En 
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su caso, el contribuyente disminuirá del impuesto que corresponda al total de 

sus actividades, el impuesto que se le hubiere retenido en dicho mes. 

 
Tratándose de importación de bienes tangibles el pago se hará como lo 

establece el artículo 28 de este ordenamiento. Para los efectos de esta Ley son 

bienes tangibles los que se pueden tocar, pesar o medir; e intangibles los que 

no tienen al menos una de estas características. 

 
Artículo 6o. Cuando en la declaración de pago resulte saldo a favor, el 

contribuyente podrá acreditarlo contra el impuesto a su cargo que le 

corresponda en los meses siguientes hasta agotarlo, solicitar su devolución o 

llevar a cabo su compensación contra otros impuestos en los términos del 

artículo 23 del Código Fiscal de la Federación. Cuando se solicite la devolución 

deberá ser sobre el total del saldo a favor. En el caso de que se realice la 

compensación y resulte un remanente del saldo a favor, el contribuyente podrá 

solicitar su devolución, siempre que sea sobre el total de dicho remanente. 

 
(Se deroga el segundo párrafo). 

 
 

Los saldos cuya devolución se solicite o sean objeto de compensación, no 

podrán acreditarse en declaraciones posteriores. 

 
Tratándose de los contribuyentes que proporcionen los servicios a que se 

refiere el inciso h) de la fracción II del artículo 2o.-A de esta Ley, cuando en su 

declaración mensual resulte saldo a favor, dicho saldo se pagará al 

contribuyente, el cual deberá destinarlo para invertirse en infraestructura 

hidráulica o al pago de los derechos establecidos en los artículos 222 y 276 de 

la Ley Federal de Derechos. El contribuyente, mediante aviso, demostrará ante 

el Servicio de Administración Tributaria la inversión realizada, o en su caso, el 

pago de los derechos realizado. 
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Artículo 7o. El contribuyente que reciba la devolución de bienes enajenados, 

otorgue descuentos o bonificaciones o devuelva los anticipos o los depósitos 

recibidos, con motivo de la realización de actividades gravadas por esta Ley, 

deducirá en la siguiente o siguientes declaraciones de pago del mes de 

calendario que corresponda, el monto de dichos conceptos del valor de los 

actos o actividades por los que deba pagar el impuesto, siempre que 

expresamente se haga constar que el impuesto al valor agregado que se 

hubiere trasladado se restituyó. 

 
El contribuyente que devuelva los bienes que le hubieran sido enajenados, 

reciba descuentos o bonificaciones, así como los anticipos o depósitos que 

hubiera entregado, disminuirá el impuesto restituido del monto del impuesto 

acreditable en el mes en que se dé cualquiera de los supuestos mencionados; 

cuando el monto del impuesto acreditable resulte inferior al monto del impuesto 

que se restituya, el contribuyente pagará la diferencia entre dichos montos al 

presentar la declaración de pago que corresponda al mes en que reciba el 

descuento o la bonificación, efectúe la devolución de bienes o reciba los 

anticipos o depósitos que hubiera entregado. 

 
Lo dispuesto en los dos párrafos precedentes no será aplicable cuando por los 

actos que sean objeto de la devolución, descuento o bonificación, se hubiere 

efectuado la retención y entero en los términos de los artículos 1o.-A o 3o., 

tercer párrafo de esta Ley. En este supuesto los contribuyentes deberán 

presentar declaración complementaria para cancelar los efectos de la 

operación respectiva, sin que las declaraciones complementarias presentadas 

exclusivamente por este concepto se computen dentro del límite establecido en 

el artículo 32 del Código Fiscal de la Federación. 
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3.3 Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única 

 
 

Artículo 1. Están obligadas al pago del impuesto empresarial a tasa única, las 

personas físicas y las morales residentes en territorio nacional, así como los 

residentes en el extranjero con establecimiento permanente en el país, por los 

ingresos que obtengan, independientemente del lugar en donde se generen, 

por la realización de las siguientes actividades: 

I. Enajenación de bienes. 

II. Prestación de servicios independientes. 

III. Otorgamiento del uso o goce temporal de bienes. 

Los residentes en el extranjero con establecimiento permanente en el país 

están obligados al pago del impuesto empresarial a tasa única por los ingresos 

atribuibles a dicho establecimiento, derivados de las mencionadas actividades. 

 
El impuesto empresarial a tasa única se calcula aplicando la tasa del 17.5% a 

la cantidad que resulte de disminuir de la totalidad de los ingresos percibidos 

por las actividades a que se refiere este artículo, las deducciones autorizadas 

en esta Ley. 

 
Artículo 2. Para calcular el impuesto empresarial a tasa única se considera 

ingreso gravado el precio o la contraprestación a favor de quien enajena el 

bien, presta el servicio independiente u otorga el uso o goce temporal de 

bienes, así como las cantidades que además se carguen o cobren al 

adquirente por impuestos o derechos a cargo del contribuyente, intereses 

normales o moratorios, penas convencionales o cualquier otro concepto, 

incluyendo anticipos o depósitos, con excepción de los impuestos que se 

trasladen en los términos de ley. 

 
Igualmente se consideran ingresos gravados los anticipos o depósitos que se 

restituyan al contribuyente, así como las bonificaciones o descuentos que 
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reciba, siempre que por las operaciones que les dieron origen se haya 

efectuado la deducción correspondiente. 

 
También se consideran ingresos gravados por enajenación de bienes, las 

cantidades que perciban de las instituciones de seguros las personas que 

realicen las actividades a que se refiere el artículo 1 de esta Ley, cuando  

ocurra el riesgo amparado por las pólizas contratadas de seguros o reaseguros 

relacionados con bienes que hubieran sido deducidos para los efectos de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 
Las personas a que se refiere el cuarto párrafo de la fracción I del artículo 3 de 

esta Ley, además del ingreso que perciban por el margen de intermediación 

financiera, considerarán ingresos gravados los que obtengan por la realización 

de las actividades a que se refiere el artículo 1 de la misma, distintas a la 

prestación de servicios por los que paguen o cobren intereses. 

 
Cuando el precio o la contraprestación que cobre el contribuyente por la 

enajenación de bienes, por la prestación de servicios independientes o por el 

otorgamiento del uso o goce temporal de bienes, no sea en efectivo ni en 

cheques, sino total o parcialmente en otros bienes o servicios, se considera 

ingreso el valor de mercado o en su defecto el de avalúo de dichos bienes o 

servicios. Cuando no exista contraprestación, para el cálculo del impuesto 

empresarial a tasa única se utilizarán los valores mencionados que 

correspondan a los bienes o servicios enajenados o proporcionados, 

respectivamente. 

 
En las permutas y los pagos en especie, se deberá determinar el ingreso 

conforme al valor que tenga cada bien cuya propiedad se trasmita, o cuyo uso 

o goce temporal se proporcione, o por cada servicio que se preste. 
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Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entiende: 

I. Por enajenación de bienes, prestación de servicios independientes y 

otorgamiento del uso o goce temporal de bienes, las actividades 

consideradas como tales en la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

No se consideran dentro de las actividades a que se refiere esta 

fracción el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes entre 

partes relacionadas residentes en México o en el extranjero que den 

lugar al pago de regalías. No obstante lo dispuesto anteriormente, 

los pagos de cualquier clase por el otorgamiento del uso o goce 

temporal de equipos industriales, comerciales o científicos, se 

consideran como ingresos afectos al pago del impuesto empresarial 

a tasa única que esta Ley establece, cualquiera que sea el nombre 

con el que se les designe. 

Tampoco se consideran dentro de las actividades a que se refiere 

esta fracción a las operaciones de financiamiento o de mutuo que 

den lugar al pago de intereses que no se consideren parte del precio 

en los términos del artículo 2 de esta Ley ni a las operaciones 

financieras derivadas a que se refiere el artículo 16-A del Código 

Fiscal de la Federación, cuando la enajenación del subyacente al 

que se encuentren referidas no esté afecta al pago del impuesto 

empresarial a tasa única. 

Tratándose de las instituciones de crédito, las instituciones de 

seguros, los almacenes generales de depósito, las arrendadoras 

financieras, las casas de bolsa, las uniones de crédito, las 

sociedades financieras populares, las empresas de factoraje 

financiero, las sociedades financieras de objeto limitado y las 

sociedades financieras de objeto múltiple que se consideren como 

integrantes del sistema financiero en los términos del artículo 8 de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta, así como de las personas cuya 

actividad exclusiva sea la intermediación financiera y de aquéllas 

que realicen operaciones de cobranza de cartera crediticia, respecto 
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de los servicios por los que paguen y cobren intereses, se considera 

como prestación de servicio independiente el margen de 

intermediación financiera correspondiente a dichas operaciones. 

Para los efectos del párrafo anterior, se considera actividad 

exclusiva, cuando el ingreso por el margen de intermediación 

financiera represente, cuando menos, el noventa por ciento de los 

ingresos que perciba el contribuyente por la realización de las 

actividades a que se refiere el artículo 1 de esta Ley. 

II. Por margen de intermediación financiera, la cantidad que se 

obtenga de disminuir a los intereses devengados a favor del 

contribuyente, los intereses devengados a su cargo. 

Las instituciones de seguros determinarán el margen de 

intermediación financiera sumando los intereses devengados a su 

favor sobre los recursos afectos a las reservas matemáticas de los 

seguros de vida y de pensiones a que se refieren las fracciones I y II 

del artículo 8 de la Ley General de Instituciones y Sociedades 

Mutualistas de Seguros y los intereses devengados a su favor sobre 

los recursos afectos a los fondos de administración ligados a los 

seguros de vida. Al resultado que se obtenga de la suma anterior se 

restarán los intereses que se acrediten a las referidas reservas 

matemáticas y los intereses adicionales devengados a favor de los 

asegurados. Para estos efectos, se consideran intereses 

devengados a favor de las instituciones de seguros los rendimientos 

de cualquier clase que se obtengan de los recursos afectos a las 

citadas reservas matemáticas de los seguros de vida y de pensiones 

y a los fondos de administración ligados a los seguros de vida. 

El margen de intermediación financiera también se integrará con la 

suma o resta, según se trate, del resultado por posición monetaria 

neto que corresponda a créditos o deudas cuyos intereses 

conformen el citado margen, para lo cual se aplicarán, en todos los 
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casos, las normas de información financiera que deben observar los 

integrantes del sistema financiero. 

Para los efectos de esta fracción, se consideran intereses aquellos 

considerados como tales en la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

El margen de intermediación financiera a que se refieren los 

párrafos anteriores se considerará ingreso afecto al pago del 

impuesto empresarial a tasa única. En el caso de que dicho margen 

sea negativo, éste se podrá deducir de los demás ingresos afectos 

al pago del impuesto empresarial a tasa única que obtengan las 

personas a que se refiere el cuarto párrafo de la fracción I de este 

artículo. 

III. Por establecimiento permanente e ingresos atribuibles a éste, los 

que se consideren como tales en la Ley del Impuesto sobre la Renta 

o en los tratados internacionales para evitar la doble tributación que 

México tenga en vigor. 

IV. Que los ingresos se obtienen cuando se cobren efectivamente las 

contraprestaciones correspondientes a las actividades previstas en 

el artículo 1 de esta Ley, de conformidad con las reglas que para tal 

efecto se establecen en la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

Tratándose de los ingresos por enajenación de bienes o prestación 

de servicios independientes que se exporten, para determinar el 

momento en que efectivamente se obtienen los ingresos se estará a 

lo dispuesto en el párrafo anterior. En el caso de que no se perciba 

el ingreso durante los doce meses siguientes a aquél en el que se 

realice la exportación, se entenderá efectivamente percibido el 

ingreso en la fecha en la que termine dicho plazo. 

Tratándose de bienes que se exporten y sean enajenados o se 

otorgue su uso o goce temporal, con posterioridad en el extranjero, 

dicha enajenación o uso o goce temporal estará afecta al pago del 

impuesto establecido en esta Ley cuando el ingreso sea acumulable 

para los efectos del impuesto sobre la renta. 
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V. Por factor de actualización el que se obtenga de dividir el Índice 

Nacional de Precios al Consumidor del mes más reciente del 

periodo, entre el citado índice correspondiente al mes más antiguo 

de dicho periodo. 

VI. Por partes relacionadas las que se consideren como tales en los 

términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 
Artículo 4. No se pagará el impuesto empresarial a tasa única por los 

siguientes ingresos: 

I. Los percibidos por la Federación, las Entidades Federativas, los 

Municipios, los órganos constitucionales autónomos y las entidades 

de la administración pública paraestatal que, conforme al Título III 

de la Ley del Impuesto sobre la Renta o la Ley de Ingresos de la 

Federación, estén considerados como no contribuyentes del 

impuesto sobre la renta. 

II. Los que no estén afectos al pago del impuesto sobre la renta en los 

términos de la Ley de la materia que reciban las personas que a 

continuación se señalan: 

a) Partidos, asociaciones, coaliciones y frentes políticos legalmente 

reconocidos. 

b) Sindicatos obreros y organismos que los agrupen. 

c) Asociaciones o sociedades civiles organizadas con fines científicos, 

políticos, religiosos y culturales, a excepción de aquéllas que 

proporcionen servicios con instalaciones deportivas cuando el valor 

de éstas represente más del 25% del valor total de las instalaciones. 

d) Cámaras de comercio e industria, agrupaciones agrícolas, 

ganaderas, pesqueras o silvícolas, colegios de profesionales, así 

como los organismos que las agrupen, asociaciones patronales y las 

asociaciones civiles y sociedades de responsabilidad limitada de 

interés público que administren en forma descentralizada los 

distritos o unidades de riego, previa concesión o permiso respectivo, 



205  

y los organismos que conforme a la ley agrupen a las sociedades 

cooperativas, ya sea de productores o de consumidores. Quedan 

incluidas en este inciso las asociaciones civiles que de conformidad 

con sus estatutos tengan el mismo objeto social que las cámaras y 

confederaciones empresariales. 

e) Las instituciones o sociedades civiles, constituidas únicamente con 

el objeto de administrar fondos o cajas de ahorro, y aquéllas a las 

que se refiere la legislación laboral, las sociedades cooperativas de 

consumo, las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo 

autorizadas para operar como entidades de ahorro y crédito popular, 

en los términos de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, así como las 

federaciones y confederaciones autorizadas por la misma Ley y las 

personas a que se refiere el artículo 4 bis del ordenamiento legal 

citado y las sociedades mutualistas que no operen con terceros, 

siempre que en este último caso no realicen gastos para la 

adquisición de negocios, tales como premios, comisiones y otros 

análogos. 

f) Asociaciones de padres de familia constituidas y registradas en los 

términos del Reglamento de Asociaciones de Padres de Familia de 

la Ley General de Educación y las sociedades de gestión colectiva 

constituidas de acuerdo con la Ley Federal del Derecho de Autor. 

III. Los obtenidos por personas morales con fines no lucrativos o 

fideicomisos, autorizados para recibir donativos deducibles en los 

términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, siempre que los 

ingresos obtenidos se destinen a los fines propios de su objeto 

social o fines del fideicomiso y no se otorgue a persona alguna 

beneficios sobre el remanente distribuible, salvo cuando se trate de 

alguna persona moral o fideicomiso autorizados para recibir 

donativos deducibles en los términos del ordenamiento citado. 

Para los efectos del párrafo anterior, también se considera que se 

otorgan beneficios sobre el remanente, cuando dicho remanente se 
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haya determinado en los términos del penúltimo párrafo del artículo 

95 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

IV. Los que perciban las personas físicas y morales, provenientes de 

actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesqueras, que se 

encuentren exentos del pago del impuesto sobre la renta en los 

mismos términos y límites establecidos en los artículos 81, último 

párrafo y 109, fracción XXVII de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Lo dispuesto en esta fracción será aplicable únicamente a los 

contribuyentes que se encuentren inscritos en el Registro Federal de 

Contribuyentes. 

Por la parte de los ingresos que excedan los límites a que se 

refieren las disposiciones legales citadas en esta fracción, se pagará 

el impuesto empresarial a tasa única en los términos de esta Ley. 

V. Los que se encuentren exentos del pago del impuesto sobre la renta 

en los términos y condiciones establecidos en el penúltimo párrafo 

del artículo 179 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

VI. Los derivados de las enajenaciones siguientes: 

a) De partes sociales, documentos pendientes de cobro y títulos de 

crédito, con excepción de certificados de depósito de bienes cuando 

por la enajenación de dichos bienes se esté obligado a pagar el 

impuesto empresarial a tasa única y de certificados de participación 

inmobiliaria no amortizables u otros títulos que otorguen a su titular 

derechos sobre inmuebles. En la enajenación de documentos 

pendientes de cobro no queda comprendida la enajenación del bien 

que ampare el documento. 

Así mismo, no se pagará el impuesto empresarial a tasa única por la 

enajenación de certificados de participación inmobiliaria no 

amortizables u otros títulos que otorguen a su titular derechos sobre 

inmuebles cuya enajenación estaría exenta para él en los términos 

de la fracción VII de este artículo. 
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Tampoco se pagará el impuesto empresarial a tasa única en la 

enajenación de los certificados de participación inmobiliaria no 

amortizables, emitidos por los fideicomisos a que se refiere el 

artículo 223 de la Ley del Impuesto sobre la Renta cuando se 

encuentren inscritos en el Registro Nacional de Valores y su 

enajenación se realice en bolsa de valores concesionada en los 

términos de la Ley del Mercado de Valores o en mercados 

reconocidos de acuerdo a tratados internacionales que México tenga 

en vigor. 

b) De moneda nacional y moneda extranjera, excepto cuando la 

enajenación la realicen personas que exclusivamente se dediquen a 

la compraventa de divisas. 

Para los efectos del párrafo anterior, se considera que las personas 

se dedican exclusivamente a la compraventa de divisas, cuando sus 

ingresos por dicha actividad representen cuando menos el noventa 

por ciento de los ingresos que perciban por la realización de las 

actividades a que se refiere el artículo 1 de esta Ley. 

VII. Los percibidos por personas físicas cuando en forma accidental 

realicen alguna de las actividades a que se refiere el artículo 1 de 

esta Ley. Para estos efectos, se considera que las actividades se 

realizan en forma accidental cuando la persona física no perciba 

ingresos gravados en los términos de los Capítulos II o III del Título 

IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Tratándose de la 

enajenación de bienes que realicen los contribuyentes que perciban 

ingresos gravados en los términos de los citados capítulos, se 

considera que la actividad se realiza en forma accidental cuando se 

trate de bienes que no hubieran sido deducidos para los efectos del 

impuesto empresarial a tasa única. 
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3.4 Ley del Impuesto a los Depósitos en Efectivo. 

 
 

Artículo 1. Las personas físicas y morales, están obligadas al pago del 

impuesto establecido en esta Ley respecto de todos los depósitos en efectivo, 

en moneda nacional o extranjera, que se realicen en cualquier tipo de cuenta 

que tengan a su nombre en las instituciones del sistema financiero. 

 
No se considerarán depósitos en efectivo, los que se efectúen a favor de 

personas físicas y morales mediante transferencias electrónicas, traspasos de 

cuenta, títulos de crédito o cualquier otro documento o sistema pactado con 

instituciones del sistema financiero en los términos de las leyes aplicables, aún 

cuando sean a cargo de la misma institución que los reciba. 

 
Artículo 2. No estarán obligadas al pago del impuesto a los depósitos en 

efectivo: 

I. La Federación, las Entidades Federativas, los Municipios y las 

entidades de la administración pública paraestatal que, conforme al 

Título III de la Ley del Impuesto sobre la Renta o la Ley de Ingresos 

de la Federación, estén considerados como no contribuyentes del 

impuesto sobre la renta. 

II. Las personas morales con fines no lucrativos conforme al Título III 

de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

III. Las personas físicas y morales, por los depósitos en efectivo que se 

realicen en sus cuentas, hasta por un monto acumulado de 

$15,000.00, en cada mes del ejercicio fiscal, salvo por las 

adquisiciones en efectivo de cheques de caja. Por el excedente de 

dicha cantidad se pagará el impuesto a los depósitos en efectivo en 

los términos de esta Ley. 

El monto señalado en el párrafo anterior, se determinará 

considerando todos los depósitos en efectivo que se realicen en 
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todas las cuentas de las que el contribuyente sea titular en una 

misma institución del sistema financiero. 

En los casos a que se refiere el segundo párrafo del artículo 3 de 

esta Ley, el monto señalado en esta fracción se aplicará al titular de 

la cuenta, salvo que éste manifieste una distribución distinta en los 

términos descritos en dicho párrafo. 

IV. Las instituciones del sistema financiero, por los depósitos en 

efectivo que se realicen en cuentas propias con motivo de su 

intermediación financiera o de la compraventa de moneda 

extranjera, salvo los que se realicen en las cuentas a las que se 

refiere el artículo 11 de esta Ley. 

V. Las personas físicas, por los depósitos en efectivo realizados en sus 

cuentas que a su vez sean ingresos por los que no se pague el 

impuesto sobre la renta en los términos del artículo 109, fracción XII 

de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

VI. Las personas físicas, con excepción de las que tributen en los 

términos del Título IV, Capítulo II, de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta, por los depósitos en efectivo que se realicen en cuentas 

propias abiertas con motivo de los créditos que les hayan sido 

otorgados por las instituciones del sistema financiero, hasta por el 

monto adeudado a dichas instituciones. 

Para los efectos del párrafo anterior, las personas físicas que tengan 

abiertas las cuentas a que se refiere dicho párrafo deberán 

proporcionar a la institución del sistema financiero de que se trate su 

clave en el Registro Federal de Contribuyentes, a efecto de que ésta 

verifique con el Servicio de Administración Tributaria, de 

conformidad con las reglas de carácter general que para tal efecto 

emita ese órgano desconcentrado, que dichas personas físicas no 

son contribuyentes que tributan en el Título IV, Capítulo II, de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta. 
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Artículo 3. El impuesto a los depósitos en efectivo se calculará aplicando la 

tasa del 3% al importe total de los depósitos gravados por esta Ley. 

 
Para los efectos de este artículo, se entenderá que el depósito corresponde al 

titular registrado de la cuenta. No obstante, mediante comunicación por escrito, 

dicho titular podrá solicitar a la institución del sistema financiero que el 

impuesto a los depósitos en efectivo se distribuya entre las personas que 

aparezcan en el contrato como sus cotitulares, en la proporción que señale en 

el escrito mencionado. 

 
Artículo 4. Las instituciones del sistema financiero tendrán las siguientes 

obligaciones: 

I. Recaudar el impuesto a los depósitos en efectivo el último día del 

mes de que se trate. 

Las instituciones del sistema financiero recaudarán el impuesto a los 

depósitos en efectivo indistintamente de cualquiera de las cuentas 

que tenga abiertas el contribuyente en la institución de que se trate. 

Tratándose de depósitos a plazo cuyo monto individual exceda de 

$15,000.00, el impuesto a los depósitos en efectivo se recaudará al 

momento en el que se realicen tales depósitos. 

Cuando una persona realice varios depósitos a plazo en una misma 

institución del sistema financiero, cuyo monto acumulado exceda de 

$15,000.00 en un mes, dicha institución deberá recaudar el 

impuesto a los depósitos en efectivo indistintamente de cualquiera 

de las cuentas que tenga abiertas el contribuyente en ella. En el 

caso de que dicha persona no sea titular de otro tipo de cuenta en la 

institución que recibió los depósitos, ésta deberá recaudar el 

impuesto a los depósitos en efectivo, indistintamente, al vencimiento 

de cualquiera de los depósitos a plazo que haya realizado dicha 

persona. 
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Las instituciones del sistema financiero serán responsables 

solidarias con el contribuyente por el impuesto a los depósitos en 

efectivo no recaudado, cuando no informen a las autoridades 

fiscales de conformidad con la fracción III de este artículo que los 

fondos de las cuentas del contribuyente no fueron suficientes para 

recaudar la totalidad de dicho impuesto, o bien, cuando no hubiesen 

recaudado el impuesto en los términos de esta fracción o de la 

fracción IV de este artículo. 

II. Enterar el impuesto a los depósitos en efectivo en el plazo y en los 

términos que mediante reglas de carácter general establezca la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Dicho plazo no deberá 

exceder de los tres días hábiles siguientes a aquél en el que se 

haya recaudado el impuesto. 

III. Informar mensualmente al Servicio de Administración Tributaria el 

importe del impuesto a los depósitos en efectivo recaudado y el 

pendiente de recaudar por falta de fondos en las cuentas de los 

contribuyentes o por omisión de la institución de que se trate, en los 

términos que establezca el Servicio de Administración Tributaria 

mediante reglas de carácter general. 

IV. Recaudar el impuesto a los depósitos en efectivo que no hubiera 

sido recaudado en el plazo señalado en la fracción I de este artículo 

por falta de fondos en las cuentas del contribuyente, en el momento 

en el que se realice algún depósito durante el ejercicio fiscal de que 

se trate en cualquiera de las cuentas que tenga abiertas en la 

institución financiera que corresponda, haciendo el entero a la 

Tesorería de la Federación conforme a la fracción II de este artículo. 

V. Entregar al contribuyente de forma mensual y anual, las constancias 

que acrediten el entero o, en su caso, el importe no recaudado del 

impuesto a los depósitos en efectivo, las cuales contendrán la 

información que establezca el Servicio de Administración Tributaria 

mediante reglas de carácter general. 
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VI. Llevar un registro de los depósitos en efectivo que reciban, en los 

términos que establezca el Servicio de Administración Tributaria 

mediante reglas de carácter general. 

VII. Proporcionar anualmente a más tardar el 15 de febrero, la 

información del impuesto recaudado conforme a esta Ley y del 

pendiente de recaudar por falta de fondos en las cuentas de los 

contribuyentes o por omisión de la institución de que se trate, en los 

términos que establezca el Servicio de Administración Tributaria 

mediante reglas de carácter general. 

VIII. Informar a los titulares de las cuentas concentradoras, sobre los 

depósitos en efectivo realizados en ellas. 

IX. Los titulares de las cuentas concentradoras deberán identificar al 

beneficiario final del depósito, respecto del cual deberá cumplir con 

todas las obligaciones establecidas en esta Ley para las 

instituciones del sistema financiero. 

 
Artículo 5. Si de la información a que se refiere la fracción VII del artículo 4 de 

esta Ley, se comprueba que existe un saldo a pagar de impuesto a los 

depósitos en efectivo por parte del contribuyente, las autoridades fiscales 

notificarán al contribuyente dicha circunstancia, otorgándole un plazo de 20 

días hábiles, contados a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos 

dicha notificación, para que manifieste por escrito lo que a su derecho 

convenga y, en su caso, presente los documentos y constancias que  

desvirtúen la existencia del saldo a cargo. 

 
Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, cuando el 

contribuyente no logre desvirtuar la existencia del saldo a cargo por concepto 

de impuesto a los depósitos en efectivo o no haya ejercido el derecho a que se 

refiere el párrafo anterior, la autoridad determinará el crédito fiscal 

correspondiente y realizará el requerimiento de pago y cobro del mismo, más la 
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actualización y recargos que correspondan desde que la cantidad no pudo ser 

recaudada y hasta que sea pagada. 

 
Artículo 6. Los montos del impuesto a los depósitos en efectivo que no hayan 

sido recaudados por falta de fondos en las cuentas de los contribuyentes,  

serán objeto de actualización y recargos conforme a los artículos 17-A y 21 del 

Código Fiscal de la Federación, a partir del último día del ejercicio fiscal de que 

se trate hasta que dicho impuesto sea pagado. 

 
Artículo 7. El impuesto establecido en esta Ley efectivamente pagado en el 

ejercicio de que se trate, será acreditable contra el impuesto sobre la renta a 

cargo en dicho ejercicio, salvo que previamente hubiese sido acreditado contra 

el impuesto sobre la renta retenido a terceros o compensado contra otras 

contribuciones federales a su cargo o hubiese sido solicitado en devolución. 

 
Cuando el impuesto establecido en esta Ley efectivamente pagado en el 

ejercicio sea mayor que el impuesto sobre la renta del mismo ejercicio, el 

contribuyente podrá acreditar la diferencia contra el impuesto sobre la renta 

retenido a terceros. 

 
Cuando después de efectuar el procedimiento señalado en el párrafo anterior 

resultara mayor el impuesto establecido en esta Ley efectivamente pagado en 

el ejercicio, el contribuyente podrá compensar la diferencia contra las 

contribuciones federales a su cargo en los términos del artículo 23 del Código 

Fiscal de la Federación. 

 
Si después de aplicar los procedimientos de acreditamiento y compensación a 

que se refieren los párrafos anteriores, subsistiere alguna diferencia, la misma 

podrá ser solicitada en devolución. 
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Cuando el contribuyente no acredite en un ejercicio el impuesto establecido en 

esta Ley efectivamente pagado, pudiendo haberlo hecho conforme a este 

artículo, perderá el derecho a hacerlo en los ejercicios posteriores y hasta por 

la cantidad por la que pudo haberlo efectuado. 

 
El derecho al acreditamiento es personal del contribuyente que pague el 

impuesto a los depósitos en efectivo y no podrá ser transmitido a otra persona 

ni como consecuencia de fusión o escisión. 

 
Las sociedades controladas, para determinar el impuesto que deban entregar a 

la sociedad controladora, así como el que deban enterar ante las oficinas 

autorizadas, en los términos de la fracción I del artículo 76 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, considerarán el impuesto sobre la renta que resulte 

después de efectuar el acreditamiento a que se refiere el primer párrafo de este 

artículo. 

 
La sociedad controladora, para los efectos de lo dispuesto en la fracción II del 

artículo 72 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, podrá acreditar contra el 

impuesto sobre la renta consolidado a cargo del mismo ejercicio, únicamente el 

impuesto a los depósitos en efectivo que hubiese acreditado en los pagos 

provisionales del impuesto sobre la renta consolidado en los términos del sexto 

párrafo del artículo 8 de esta Ley. 

 
Cuando el impuesto a los depósitos en efectivo acreditado por la sociedad 

controladora en los términos del párrafo anterior sea mayor que el impuesto 

sobre la renta consolidado a cargo del ejercicio de que se trate, el excedente  

se podrá acreditar, compensar o devolver en los términos del segundo, tercer y 

cuarto párrafos de este artículo, según corresponda. 
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Para los efectos de este artículo, la participación consolidable será la que se 

determine conforme a lo previsto en el penúltimo párrafo de la fracción I del 

artículo 68 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 
El impuesto sobre la renta a cargo a que se refiere el primer párrafo de este 

artículo será el calculado en los términos que para cada régimen establezca la 

Ley del Impuesto sobre la Renta, después de disminuir a dicho impuesto los 

pagos provisionales efectuados correspondientes al mismo ejercicio. 

 
Artículo 8. Los contribuyentes podrán acreditar contra el monto del pago 

provisional del impuesto sobre la renta del mes de que se trate, una cantidad 

equivalente al monto del impuesto establecido en esta Ley efectivamente 

pagado en el mismo mes. 

 
Cuando el impuesto establecido en esta Ley efectivamente pagado en el mes 

de que se trate sea mayor que el monto del pago provisional del impuesto 

sobre la renta del mismo mes, el contribuyente podrá acreditar la diferencia 

contra el impuesto sobre la renta retenido a terceros en dicho mes. 

 
Si después de efectuar el acreditamiento a que se refiere el párrafo anterior 

existiere una diferencia, el contribuyente la podrá compensar contra las 

contribuciones federales a su cargo en los términos del artículo 23 del Código 

Fiscal de la Federación. 

 
Si después de aplicar los procedimientos de acreditamiento y compensación a 

que se refieren los párrafos anteriores, subsistiere alguna diferencia, la misma 

podrá ser solicitada en devolución, siempre y cuando esta última sea 

dictaminada por contador público registrado y cumpla con los requisitos que 

establezca el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter 

general. 
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Las sociedades controladas, para determinar el impuesto que deben entregar a 

la sociedad controladora, así como el que deban enterar ante las oficinas 

autorizadas, en los términos de lo dispuesto en la fracción II del artículo 76 de 

la Ley del Impuesto sobre la Renta, considerarán el impuesto que resulte 

después de efectuar el acreditamiento a que se refiere el primer párrafo de este 

artículo. 

 
La sociedad controladora, para los efectos de lo dispuesto en el segundo 

párrafo del artículo 77 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, y alguna o 

algunas de sus sociedades controladas de manera individual efectúen el 

acreditamiento del impuesto a que se refiere el primer párrafo de este artículo, 

podrá acreditar contra el pago provisional consolidado del impuesto sobre la 

renta del mes de que se trate, únicamente el impuesto a los depósitos en 

efectivo que hubiesen acreditado de manera individual dichas sociedades 

controladas contra el pago provisional del impuesto sobre la renta del mismo 

mes, en los términos del primer párrafo de este artículo, y el suyo propio, 

ambos en la participación consolidable correspondiente al periodo por el que se 

efectúe el pago. 

 
Cuando el impuesto a los depósitos en efectivo acreditado por la sociedad 

controladora en los términos del párrafo anterior, sea superior al pago 

provisional del impuesto sobre la renta consolidado del mes de que se trate, el 

excedente se podrá acreditar, compensar o devolver en los términos del 

segundo, tercer y cuarto párrafos de este artículo, según corresponda. 

 
Para los efectos de este artículo, la participación consolidable será la que se 

determine conforme a lo previsto en el penúltimo párrafo de la fracción I del 

artículo 68 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 
El monto del pago provisional del impuesto sobre la renta a que se refiere el 

primer párrafo de este artículo será el calculado en los términos que para cada 
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régimen establezca la Ley del Impuesto sobre la Renta, después de disminuir a 

dicho pago provisional los pagos provisionales efectuados correspondientes al 

mismo ejercicio. 

 
Artículo 9. En lugar de aplicar lo dispuesto en el artículo anterior, los 

contribuyentes podrán optar por acreditar contra el pago provisional del 

impuesto sobre la renta del mes de que se trate, una cantidad equivalente al 

monto del impuesto a los depósitos en efectivo que estimen que pagarán en el 

mes inmediato posterior a dicho mes. Para esto, estarán a lo siguiente: 

I. Una vez que se conozca el impuesto establecido en esta Ley 

efectivamente pagado en el mes de que se trate, se comparará con 

el impuesto a los depósitos en efectivo acreditado en el mismo mes. 

II. Si de la comparación a que se refiere la fracción anterior, resulta 

que el impuesto a los depósitos en efectivo acreditado en el mes fue 

mayor que el efectivamente pagado, la diferencia se enterará junto 

con el pago provisional del impuesto sobre la renta del mes 

inmediato siguiente a aquél en el que se acreditó. 

III. Si de la comparación a que se refiere la fracción I de este artículo, 

resulta que el impuesto a los depósitos en efectivo acreditado en el 

mes fue mayor que el efectivamente pagado en 5% o más, la 

diferencia se enterará junto con el pago provisional del impuesto 

sobre la renta del mes inmediato siguiente a aquél en el que se 

acreditó, con la actualización y los recargos correspondientes. 

IV. Si de la comparación a que se refiere la fracción I de este artículo, 

resulta que el impuesto a los depósitos en efectivo acreditado en el 

mes fue menor que el efectivamente pagado, la diferencia podrá 

acreditarse, compensarse o solicitarse en devolución en los 

términos del artículo 8 de esta Ley. 

 
Una vez elegida la opción a que se refiere este artículo, el contribuyente no 

podrá variarla respecto al mismo ejercicio. 



218  

Artículo 10. Los contribuyentes que tributen en los términos del Capítulo VII 

del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta, acreditarán o compensarán 

por cuenta de cada uno de sus integrantes, salvo contra el impuesto retenido 

en los términos del artículo 1o.-A de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, el 

impuesto a los depósitos en efectivo que corresponda a cada uno de éstos, 

aplicando al efecto lo dispuesto en esta Ley, salvo en los casos que de 

conformidad con la Ley del Impuesto sobre la Renta el integrante hubiera 

optado por cumplir con sus obligaciones fiscales en forma individual, en cuyo 

caso, dicho integrante cumplirá individualmente con las obligaciones 

establecidas en esta Ley. 

 
Artículo 11. Los depósitos en efectivo realizados en las cuentas 

concentradoras, se considerarán efectuados a favor del beneficiario final del 

depósito. 

 
Artículo 12. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. Persona moral, a la que la Ley del Impuesto sobre la Renta 

considera como tal. 

II. Depósitos en efectivo, además de los que se consideren como tales 

conforme a la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, a 

las adquisiciones en efectivo de cheques de caja. 

III. Cuenta concentradora, a la que tenga a su nombre una institución del 

sistema financiero en otra institución del sistema financiero para recibir 

recursos de sus clientes. 

IV. Beneficiario final, a la persona física o moral que sea cliente de la 

institución del sistema financiero titular de una cuenta concentradora. 

V. Instituciones del sistema financiero: 

a) A las que la Ley del Impuesto sobre la Renta considera como tales. 

b) A las que se consideren como sociedades cooperativas de ahorro y 

préstamo, conforme a las disposiciones aplicables. 
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c) A las sociedades financieras comunitarias y los organismos de 

integración financiera rural a que se refiere la Ley de Ahorro y 

Crédito Popular. 

d) A las sociedades financieras de objeto múltiple. 

e) A las sociedades operadoras de sociedades de inversión. 

f) A las sociedades que presten servicios de distribución de acciones 

de sociedades de inversión. 

 
Artículo 13. También se encontrarán obligadas al pago del impuesto 

establecido en esta Ley, las personas físicas y morales respecto de todos los 

depósitos en efectivo que se realicen en cuentas que tengan abiertas a su 

nombre en cualquier institución, independientemente de la razón o 

denominación social que adopte, que tenga por objeto realizar operaciones de 

ahorro y préstamo con sus socios o accionistas o captar fondos o recursos 

monetarios de sus socios o accionistas para su colocación entre éstos, las 

cuales deberán cumplir con todas las obligaciones a que se refiere la presente 

Ley.” 
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CAPITULO 4 
CASOS 

 
4.1 Caso A 

4.1.1 Aplicación del CCAMFF por parte de la SHEQROO 
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4.2 Caso B 

4.2.1 Aplicación del CCAMFF por parte de la SHEQROO 
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4.3 Caso C 

4.3.1 Aplicación del CCAMFF por parte de la SHEQROO 
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4.4 Análisis de los casos A, B y C. 

 
 

Partiendo del análisis de los tres casos que anteceden de las actuaciones de la 

SHEQROO, a la luz de los artículos 14 y 16 de la CPEUM que a la letra 

establecen: 

 
Artículo 16: Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 

papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 

competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

 

. . . . . . . 

 
 
 

Artículo 14: A ninguna Ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona 
alguna. 

 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o 
derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al 
hecho. 

 
 

 

Y de la fecha de vigencia del CCAMFF que es el 28 de diciembre de 1996, y 

que fue abrogado mediante decreto que dio nacimiento al nuevo CCAMFF que 

entro en vigor el 28 de febrero de 2009, se aprecia con toda claridad que la 

actuación que realizan autoridades hacendarias del estado de Quintana Roo, 

violan las garantías de seguridad jurídica y de irretroactividad de las Leyes 

consagradas en los artículos 16 y 14 constitucionales, al requerir la secretaria 

de hacienda estatal en el primer caso, el 21 de enero de 2009 el pago 

provisional mensual y la información del listado de conceptos mensual del 

impuesto empresarial a tasa única del mes de Noviembre de 2008, y en el 

segundo y tercer caso requiere las mismas obligaciones el 22 de julio de 2008; 

siendo que aplica el CCAMFF vigente que fue publicado el 28 de diciembre de 

1996;, en el cual no se encuentra establecida la facultad de dicha autoridad de 
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requerir dichas obligaciones tributarias a los contribuyentes, además de que da 

efectos a una norma que no está vigente (ya que no está expedida con 

anterioridad al hecho). Dejando al contribuyente en total estado de indefensión. 

 
Sirven de reforzamiento a esta interpretación las siguientes tesis 

jurisprudenciales, que denotan los criterios interpretativos de aplicación de las 

Leyes y demás normas impositivas, analizadas y aplicadas en las actuaciones 

de las autoridades hacendarias del estado de Quintana Roo: 

 
1) Registro No. 268754 

Localización: 

Sexta Época 

Instancia: Segunda Sala 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tercera Parte, VIII 

Página: 54 

Tesis Aislada 

Materia(s): Administrativa 

 
 

LEYES FISCALES, VIGENCIA DE LAS (IMPORTACIÓN. 15% AD 

VALOREM). 

Cuando la fecha de entrada en vigor de un ordenamiento tributario es anterior a 

la de su publicación, por haberse retrasado ésta, no puede tener eficacia y 

debe considerársele como inexistente para los efectos de su vigencia, 

debiendo aplicarse entonces el artículo 7o. del Código Fiscal de la Federación, 

en cuanto previene que las leyes, reglamentos y demás disposiciones fiscales 

federales entrarán en vigor, salvo lo que cada una de ellas establezca, el 

decimoquinto día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial. Este criterio 

debe aplicarse al decreto de 28 de junio de 1949, que establece los casos de 

excepción para el cobro del 15% ad valorem, y a la circular número 10, de 24 

del mismo mes, que modificó la lista de precios oficiales para el cobro del 
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propio impuesto, porque establecieron que entrarían en vigor y producirían sus 

efectos el 30 de dicho junio y su publicación en el Diario Oficial fue posterior, 

hasta el 4 de julio siguiente, por lo que su fecha de entrada en vigor no puede 

tomarse en consideración, y como no existe disposición a éste respecto, la 

vigencia de esos ordenamientos debe computarse a partir del decimoquinto día 

siguiente al de su publicación. 

 
Amparo en revisión 5700/51. Baltazar Salgado. 28 de febrero de 1958. 

Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Franco Carreño. 

 
2) Registro No. 203143 

Localización: 

Novena Época 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

III, Marzo de 1996 

Página:  769 

Tesis: VI.2o. J/43 

Jurisprudencia 

Materia(s): Común 

 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. 

La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo 

primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las 

razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a 

concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma 

legal invocada como fundamento. 

 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 
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Amparo directo 194/88. Bufete Industrial Construcciones, S.A. de C.V. 28 de 

junio de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 

Secretario: Jorge Alberto González Álvarez. 

 
Revisión fiscal 103/88. Instituto Mexicano del Seguro Social. 18 de octubre de 

1988. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: 

Alejandro Esponda Rincón. 

 
Amparo en revisión 333/88. Adilia Romero. 26 de octubre de 1988. Unanimidad 

de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Enrique Crispín Campos 

Ramírez. 

 
Amparo en revisión 597/95. Emilio Maurer Bretón. 15 de noviembre de 1995. 

Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. 

Secretario: Gonzalo Carrera Molina. 

 
Amparo directo 7/96. Pedro Vicente López Miro. 21 de febrero de 1996. 

Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardiel. 

Secretario: Enrique Baigts Muñoz. 

 
3) Registro No. 216534 

Localización: 

Octava Época 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

64, Abril de 1993 

Página: 43 

Tesis: VI. 2o. J/248 

Jurisprudencia 

Materia(s): Administrativa 
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FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar 

suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de 

expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, 

que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, 

razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en 

consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista 

adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que 

en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el 

precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, 

propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad 

competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está 

exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando 

de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento 

relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un 

acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: 

a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, 

es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del 

gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda 

exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos 

aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o 

facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. 

 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

Amparo directo 194/88. Bufete Industrial Construcciones, S.A. 28 de junio de 

1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 

Jorge Alberto González Álvarez. 

 
Amparo directo 367/90. Fomento y Representación Ultramar, S.A. de C.V. 29 

de enero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 

Secretario: José Mario Machorro Castillo. 
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Revisión fiscal 20/91. Robles y Compañía, S.A. 13 de agosto de 1991. 

Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge 

Alberto González Álvarez. 

 
Amparo en revisión 67/92. José Manuel Méndez Jiménez. 25 de febrero de 

1992. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Waldo 

Guerrero Lázcares. 

 
Amparo en revisión 3/93. Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores. 4 de febrero de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: José 

Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez. 

 
Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, 1917-1995, Tomo III, 

Primera Parte, tesis 73, página 52. 

 
Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena  Época, 

Tomo XIV, noviembre de 2001, páginas 35 y 31, tesis por contradicción 2a./J. 

58/2001 y 2a./J. 57/2001, de rubros: "JUICIO DE NULIDAD. AL DICTAR LA 

SENTENCIA RESPECTIVA LA SALA FISCAL NO PUEDE CITAR O 

MEJORAR LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA 

AUTORIDAD ADMINISTRATIVA QUE DICTO LA RESOLUCIÓN 

IMPUGNADA." y "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES 

ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL 

ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO 

LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, 

LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.", respectivamente. 
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4.5 Caso D 

4.5.1 Aplicación del CCAMFF por parte de la SHEQROO 
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4.5.2 Análisis de la actuación de la SHEQROO 

 
 

Partiendo del análisis del cuarto caso de la actuación de la SHEQROO, a la luz 

de los artículos 14 y 16 de la CPEUM que a la letra establecen: 

 
Artículo 16: Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 

papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 

competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

 

. . . . . . . 

 
 

Artículo 14: A ninguna Ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona 
alguna. 

 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o 
derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al 
hecho. 

 
 

 

En correlación con el Decreto de fecha 14 de septiembre de 2007, que crea el 

subsidio al empleo en su artículo octavo transitorio, los contribuyentes que 

pueden aplicarlo y la mecánica de su aplicación contra el Impuesto Sobre la 

Renta propio ó del retenido a terceros. Que establece el derecho del retenedor 

sin importar el régimen en que tribute en la LISR, de aplicar este subsidio 

contra el impuesto que resulte a su cargo. Siendo que el estado de Quintana 

Roo, impide por medio de su página electrónica, que es mediante la cual se 

generan las declaraciones mensuales del 5% del Impuesto Sobre la Renta a 

los contribuyentes que tributan en el régimen intermedio de las actividades 

empresariales puedan ejercer el derecho a acreditar el multicitado subsidio 

contra dicho impuesto; violando con ello todo el marco legal partiendo de los 

artículos 14 y 16 constitucionales, la LISR y el propio decreto que creó el 

subsidio ahora comentado. 
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Este decreto en su parte medular establece textualmente: 

 
 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos 

Mexicanos.- Presidencia de la República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente: 

 
 

DECRETO 

 
 

EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 

DECRETA: 

SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE 

LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN, DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE 

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS Y DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR 

AGREGADO, Y SE ESTABLECE EL SUBSIDIO PARA EL EMPLEO. 

 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 

 
 

ARTÍCULO PRIMERO. Se REFORMAN los artículos 31, fracciones I, inciso d), 

V, último párrafo, XVI, incisos a), en su primer y tercer párrafos y b) y XX; 32, 

fracciones I y XVII; 50, primer párrafo; 64, actual cuarto párrafo; 65, fracción I, 

tercer párrafo; 68, fracción I, inciso e); 70, cuarto párrafo; 71, actuales segundo, 

cuarto, décimo segundo, décimo tercer y décimo quinto párrafos; 78, último 

párrafo; 81, fracción III; 86, fracción X; 95, fracciones XIX y XX; 98, fracción III; 

99, último párrafo; 101, fracción VI, último párrafo; 106, segundo párrafo; 107, 

último párrafo; 109; fracción XXVI; 113, en su tarifa; 116, segundo párrafo; 117, 

fracción IV; 118, fracciones I, IV, segundo párrafo y V; 133, fracción VI, último 

párrafo; 172, fracciones VII, segundo párrafo y XVI; 173, fracción I; 176, 

fracción III, inciso d); 177, en  su tarifa  y cuarto y  quinto párrafos; 190,  décimo 
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tercer párrafo; 212; 213; 216-Bis, fracción II, inciso a), subinciso i, actual tercer 

párrafo, y 224-A, fracción II; se ADICIONAN los artículos 8o., con un sexto 

párrafo; 9o-A; 20, fracción XII; 31, fracción I, con un último párrafo; 86-A; 92, 

fracción V, con un último párrafo; 97, con una fracción VII y un penúltimo y 

último párrafos al artículo; 106, tercer párrafo, pasando los actuales tercer a 

décimo párrafos, a ser cuarto a décimo primer párrafos, respectivamente; 176, 

fracción III, con un último párrafo; 192, octavo párrafo, pasando el actual octavo 

párrafo a ser noveno párrafo; 195, décimo segundo, décimo tercer, décimo 

cuarto, décimo quinto, décimo sexto y décimo séptimo párrafos, y se 

DEROGAN los artículos 10, segundo párrafo, pasando los actuales tercer a 

quinto párrafos, a ser segundo a cuarto párrafos; 64, tercer párrafo, pasando 

los actuales cuarto a noveno párrafos, a ser tercer a octavo párrafos, 

respectivamente; 71, sexto párrafo, pasando los actuales séptimo a décimo 

octavo párrafos, a ser sexto a décimo séptimo párrafos, respectivamente; 81, 

fracción IV; 113, tercer párrafo, pasando los actuales cuarto a noveno a ser 

tercero a octavo párrafos, respectivamente; 114; 115; 116, cuarto párrafo, 

pasando los actuales quinto a octavo párrafos a ser cuarto a séptimo párrafos, 

respectivamente; 119; 131; 178; 195, fracción II, inciso a), segundo, tercer, 

cuarto, quinto, sexto y séptimo párrafos; 216-Bis, fracción II, inciso a) subinciso 

i, segundo párrafo pasando los actuales tercer y cuarto párrafos a ser segundo 

y tercer párrafos, respectivamente, y 224, fracción VI, de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, para quedar como sigue: 

 
. . . . . . 

 
 

SUBSIDIO PARA EL EMPLEO 

 
 

ARTÍCULO OCTAVO. Se otorga el subsidio para el empleo en los términos 

siguientes: 

I. Los contribuyentes que perciban ingresos a que se refieren el primer párrafo 

o la fracción I del artículo 110 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, excepto 
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los percibidos por concepto de primas de antigüedad, retiro e indemnizaciones 

u otros pagos por separación, gozarán del subsidio para el empleo que se 

aplicará contra el impuesto que resulte a su cargo en los términos del artículo 

113 de la misma Ley. . . . . . . . . 

 
En los casos en que el impuesto a cargo del contribuyente que se obtenga de 

la aplicación de la tarifa del artículo 113 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 

sea menor que el subsidio para el empleo mensual obtenido de conformidad 

con la tabla anterior, el retenedor deberá entregar al contribuyente la diferencia 

que se obtenga. El retenedor podrá acreditar contra el impuesto sobre la 

renta a su cargo o del retenido a terceros las cantidades que entregue a 

los contribuyentes en los términos de este párrafo. Los ingresos que 

perciban los contribuyentes derivados del subsidio para el empleo no serán 

acumulables ni formarán parte del cálculo de la base gravable de cualquier otra 

contribución por no tratarse de una remuneración al trabajo personal 

subordinado. 

 
El énfasis es propio. 

 

 
. . . . . . . . . 

 
 

Es destacable que la SHEQROO, mantuvo hasta el año 2012 en su página 

electrónica un aviso para los contribuyentes del régimen de pequeños 

contribuyentes que cita textualmente: 

 
A todas las personas físicas que tributan en el régimen de pequeños 

contribuyentes PAGAN MEDIANTE UNA CUOTA FIJA INTEGRADA. 

 
En razón de lo anterior y en estricto apego al criterio emitido por el Servicio de 

Administración Tributaria, NO PODRAN ACREDITAR EL SUBSIDIO AL 

EMPLEO. 
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Dicho aviso forma parte de una simulación oficial para confundir y hacer creer a 

los contribuyentes que no tienen derecho a aplicar el subsidio al empleo contra 

el Impuesto Sobre la Renta propio, lo cual es totalmente inexistente en base a 

la siguiente documental emitida por el propio SAT, donde declara la 

inexistencia de tal criterio mencionado en forma general por la SHEQROO. 

 

 

UUNNIIDDAADD DDEE EENNLLAACCEE 

 
Folio No.: 0610100001810 

 

México, D.F., a 25 de enero de 2010. 

 
Estimado Solicitante: 

 

En atención a su petición, hacemos de su conocimiento que después de haber efectuado una 
búsqueda exhaustiva en los archivos de esta Administración Central de Normatividad de 
Impuestos Internos, unidad administrativa competente para atender la presente solicitud, se 
conoció que no se cuenta con un documento que contenga algún criterio emitido por el Servicio 
de Administración Tributaria que establezca que las personas físicas que tributan en el régimen 
de pequeños contribuyentes y pagan una cuota fija integrada no podrán acreditar el subsidio 
para el empleo contra el impuesto sobre la renta incluido en dicha cuota fija integrada a partir 
del tercer bimestre del año de 2009 en adelante. 

 
Lo anterior, tiene su fundamento legal en los siguientes preceptos: 

 
▪ Artículos 42 y 46 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental. 

 
No obstante a lo anterior, se hace de su conocimiento que podrá encontrar información de su 
interés, en la página de Internet del SAT en la dirección electrónica http://www.sat.gob.mx/, 
conforme a la siguiente ruta: información fiscal/legislación y normatividad/criterios/normativos. 

Administración General Jurídica. 

Lic. Jorge Estrella Castillo. 

Administrador Central de Normatividad de Impuestos Internos. 

Estamos para servirle. 

Atentamente 

Unidad de Enlace 
Servicio de Administración Tributaria 

 
NOTA: Este documento se presenta en su forma original. 

http://www.sat.gob.mx/
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CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES. 

 
Conclusiones. 

 
 

En los ejercicios de 2008, y 2009 la SHEQROO emitió requerimientos y multas 

a los contribuyentes que tributaban en el Régimen Intermedio de Actividad 

Empresarial así como en el Actividad Empresarial y Profesional del Estado de 

Quintana Roo, que no habían cumplido con sus obligaciones durante dichos 

ejercicios, basándose en el CCAMFF publicado el día 28 de diciembre de 1996 

y modificado en el mismo órgano oficial de difusión los días 23 de junio de 

1998, 14 de febrero de 2000 y 20 de junio de 2001, dicha autoridad carecía de 

las facultades de requerir y de sancionar en relación al Impuesto Empresarial a 

Tasa Única y al Impuesto a Depósitos en Efectivo. Sin embargo la autoridad 

realizo requerimientos y sanciones durante los ejercicios de 2008 y 2009, sobre 

los impuestos citados con anterioridad. La cual se aprecia en el CCAMFF 

(vigente hasta el 27 de Febrero de 2009) en su FRACCIÓN SEGUNDA 

SECCIÓN I, que establece textualmente que La Secretaría y el Estado 

convienen coordinarse en: 

 
I. Impuesto al valor agregado, respecto de las facultades que en este Convenio 

se establecen expresamente, en las cláusulas séptima y octava. 

II. Impuesto sobre la renta e impuesto al activo, en los términos que se 

establecen en la cláusula séptima y octava. 

III. Impuesto especial sobre producción y servicios, en los términos que se 

establecen en las cláusulas séptimas y octava. 

IV. Impuesto sobre tenencia o uso de vehículos, excepto aeronaves, en los 

términos de la cláusula novena. 

V. Multas impuestas por las autoridades administrativas federales no fiscales, a 

infractores domiciliados dentro de la circunscripción territorial del Estado, 

excepto las destinadas a un fin específico y las participables con terceros, así 
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como las impuestas por la Secretaría y sus organismos desconcentrados, en 

los términos de la cláusula décima. 

 
Donde se aprecia que no se encuentran contemplados los impuestos: 

empresarial a tasa única y a los depósitos en efectivo. Y sobre los que la 

SHEQROO desarrollo “facultades inexistentes” violando las garantías 

individuales, hoy derechos humanos, de los contribuyentes que se vieron 

afectados por este claro abuso de poder por parte de dicha autoridad 

hacendaria; dejándolos en total estado de indefensión al no respetar el marco 

legal y jurídico que regula la actuación de dicha autoridad. 

 
La SHEQROO, legalmente adquirió las facultades de requerir y sancionar en 

relación a los impuestos antes comentados, a partir del 28 de Febrero de 2009, 

cuando entró en vigor el nuevo CCAMFF, que en su FRACCIÓN SEGUNDA 

SECCIÓN I, estableció textualmente que, la Secretaría y la entidad convienen 

coordinarse en: 

 
I. Impuesto al valor agregado, en los términos que se establecen en las 

cláusulas octava, novena, décima y décima primera de este Convenio. 

II. Impuesto sobre la renta, en los términos que se establecen en las cláusulas 

octava, novena, décima, décima primera y décima segunda de este Convenio. 

III. Impuesto al activo, en los términos que se establecen en las cláusulas 

octava, novena y décima de este Convenio. 

IV. Impuesto especial sobre producción y servicios, en los términos que se 

establecen en las cláusulas octava, novena y décima de este Convenio. 

V. Impuesto empresarial a tasa única, en los términos que se establecen 

en las cláusulas octava, novena, décima y décima primera de este 

Convenio. 

VI. Impuesto a los depósitos en efectivo, en los términos que se 

establecen en las cláusulas octava, novena y décima de este Convenio. 
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Lo antes comentado deriva de que el nuevo CCAMFF, se publicó el día 27 de 

febrero del 2009, en el Periódico Oficial del Estado y el día 6 de febrero del 

mismo año en el Diario Oficial de la Federación, y que en base a la LCF, entra 

en vigor ese tipo convenio al día siguiente de la última publicación en los 

medios oficiales de difusión de los firmantes. Por ello se determina la 

conclusión sostenida en el presente estudio, de que SHEQROO no tenía la 

facultad para tomar acciones en contra de los contribuyentes respecto a los 

impuestos: empresarial a tasa única y a los depósitos en efectivo del ejercicio 

2008 y por el mes de enero de 2009, que fueron incluidos en el nuevo 

convenio, ya que no había entrado en vigor y violando con ello las garantías 

constitucionales de la irretroactividad de las leyes fiscales, de legalidad y de 

seguridad jurídica. 

 
Otro de los abusos de autoridad detectados en las actuaciones de la hacienda 

estatal de Quintana Roo, es la negativa expresa de dicha autoridad a permitir 

que los contribuyentes del régimen intermedio de las actividades empresariales 

y del régimen de pequeños contribuyentes, acrediten el subsidio al empleo 

pagado contra el impuesto sobre la renta a su cargo, al impedir desde su 

página electrónica, mediante la cual se generan los formatos referenciados 

para proceder a presentar las declaraciones de pago de dicho impuesto ante 

las oficinas autorizadas, al no considerar renglón para el registro y acreditación 

de dicho subsidio, junto con el aviso público para desorientar y confundir a  

esos contribuyentes, en relación a su derecho de acreditamiento del multicitado 

subsidio. Que está legalmente establecido en el decreto publicado el 28 de 

septiembre de 2007, que entro en vigor el 01 de enero de 2008. Al propio 

CCAMFF que establece la obligación irrenunciable de la autoridad hacendaria 

estatal de respetar y aplicar toda la normatividad fiscal federal vigente en sus 

actuaciones en la materia que regula el citado convenio durante la vigencia del 

mismo. 
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Una más de las actuaciones de la SHEQROO, contraria al marco fiscal y 

jurídico vigente, es que en su página web no genera la información de acuerdo 

a la fracción Séptima de la sección I del CCAMFF la cual cita lo siguiente: 

 
La Secretaría y la entidad podrán celebrar convenios específicos para llevar a 

cabo acciones de manera conjunta: tales como realizar recorridos e 

implementar metodologías para la obtención de información, incluyendo la 

correspondiente al Programa de Actualización del Registro Federal de 

Contribuyentes para informar y asesorar a los contribuyentes acerca del exacto 

cumplimiento de sus obligaciones fiscales y aduaneras y promover su 

incorporación voluntaria o actualización de sus datos en el Registro Federal de 

Contribuyentes, de conformidad con lo dispuesto en la fracción III del artículo 

33 del Código Fiscal de la Federación. 

 
Donde los contribuyentes no tienen la opción de consultar que declaraciones  

ya presentaron, ni ninguna información relativa al cumplimiento de sus 

obligaciones en materia fiscal federal, reguladas por el CCAMFF. 

 
Recomendaciones. 

 
 

La autoridad debe actuar con un irrestricto apego al marco normativo federal, 

que se comprometió respetar al firmar el AASNCF, CCAMFF y los anexos 

correspondientes, con sentido ético, profesional y social, situación por la cual, 

se recomienda a los contribuyentes que al encontrarse ante este tipo de 

actuaciones por parte de las autoridades hacendarias estatales, apliquen los 

medios de defensa establecidos en las Leyes federales, específicamente el 

juicio de nulidad y el de amparo para protegerse y hacer valer sus derechos 

humanos (garantías individuales), y con ello evitar que las autoridades fiscales 

estatales abusen de su calidad de autoridad ó sujeto activo de la relación 

jurídico tributaria. 
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A título personal, considero que esta clase de actuaciones por parte del 

gobierno, lo único que promueve es la economía informal al denostar una falta 

de respeto al marco jurídico, generando un clima de terrorismo fiscal oficial  

bajo el viejo y gastado argumento de que se busca recaudar recursos para 

cubrir las necesidades sociales, donde el interés público es superior al 

individual, sin importar la forma y legalidad bajo la cual desarrolla sus 

actuaciones. 

 
A los contribuyentes, una forma de evitar ser objeto de parte de estos actos 

ilegales, es cumplir en tiempo y forma con todas sus obligaciones fiscales, 

evitando con ello que la “autoridad” aplique “mal” las disposiciones contenidas 

en el CCAMFF. Obligando con ello parcialmente que la autoridad ejerza las 

facultades conferidas en dicho Convenio, con estricto apego al marco de 

jurídico vigente. 

 
Por otra parte, los contadores deben mantenerse en actualización constante 

para orientar correctamente a sus clientes, en caso de enfrentarse ante una 

actuación indebida e ilegal por parte de las autoridades hacendarias estatales, 

derivada de una aplicación incorrecta del CCAMFF, procediendo a interponer 

los medios de defensa idóneos ante dicha actuación, en beneficio de sus 

clientes, fomentando con ello el respeto al marco legal vigente en nuestro País. 
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